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EL CONGRESO NACIONAL
EN NOMBRE DE LA REPUBLICA

HA DADO LA SIGUIENTE

Ley sobre Procedimiento de

Casación Número  3726

CAPITULO I

Del Objeto de la Casación

Art. 1.- La Suprema Corte de Justicia decide como Corte

de Casación si la Ley ha sido bien o mal aplicada en los fallos

en última o única instancia pronunciados por los tribunales del

orden judicial. Admite o desestima los medios en que se basa

el recurso, pero sin conocer en ningún caso del fondo del

asunto.

Art. 2.— Las decisiones de la Suprema Corte de Justicia,

en funciones de Corte de Casación, establecen y mantienen la

unidad de la jurisprudencia nacional.

CAPITULO II

Del Procedimiento en Materia Civil y Comercial

Art. 3.- En materia civil o comercial,  dará lugar a

casación toda sentencia que contuviere una violación de la ley.

Art. 4.- Pueden pedir casación: Primero: Las partes

interesadas que hubieren figurado en el juicio; Segundo: el



Ministerio Público ante el tribunal que dictó la sentencia, en

los asuntos en los cuales intervenga como parte principal, en

virtud de la ley, o como parte adjunta en los casos que interesen 

al orden público.

Art. 5.- En los asuntos civiles y comerciales el recurso de

casación se interpondrá con un memorial suscrito por

abogado, que contendrá todos los medios en que se funda, y

que deberá ser depositado en la secretaría de la Suprema Corte

de Justicia, en los dos meses de la notificación de la sentencia.

El memorial deberá ir acompañado de una copia auténtica 

de la sentencia que se impugna y de todos los documentos en

que se apoya la casación solicitada, salvo lo dispuesto por la

Ley de Registro de Tierras.

Con relación a las sentencias en defecto, el plazo de dos

meses contados desde el día en que la oposición no fuere

admisible.

No se puede interponer recurso de casación contra las

sentencias preparatorias sino después de la sentencia
definitiva; pero la ejecución de aquéllas, aunque fuere

voluntaria, no es oponible como medio de inadmisión.

Art. 6.- En vista del memorial de casación, el Presidente

proveerá auto mediante el cual se autorizará el emplazamiento

de la parte contra quien se dirige el recurso. Este

emplazamiento se encabezará con una copia del memorial de

casación y una copia del auto del Presidente, a pena de nulidad, 

a cuyo efecto el secretario expedirá al recurrente copia

certificada tanto del memorial como del auto mencionados.

El emplazamiento ante la Suprema Corte de Justicia

deberá contener, también a pena de nulidad: indicación del
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lugar o sección, de la común o del Distrito de Santo Domingo

en que se notifique; del día, del mes y del año en que sea hecho; 

los nombres, la profesión y el domicilio del recurrente; la

designación del abogado que lo representará, y la indicación

del estudio del mismo, que deberá estar situado

permanentemente o de modo accidental, en la Capital de la

República, y en la cual se reputará de pleno derecho, que el

recurrente hace elección de domicilio, a menos que en el

mismo acto se haga constar otra elección de domicilio en la

misma ciudad; el nombre y la residencia del alguacil, y el

tribunal en que ejerce sus funciones; los nombres y la

residencia de la parte recurrida, y el nombre de la persona a

quien se entregue la copia del emplazamiento.

Dentro de los quince días de su fecha, el recurrente deberá 

depositar en  Secretaría el original del acta de emplazamiento.

Art. 7.- Habrá caducidad del recurso, cuando el

recurrente  no emplazare  al recurrido en el término de treinta

días, a contar de la  fecha en que fue proveído por el Presidente

el auto en que se autoriza el emplazamiento.

Esta caducidad será pronunciada a pedimento de parte

interesada o de oficio.

Art. 8.- En el término de quince días,  contados desde la

fecha del emplazamiento, el recurrido producirá un memorial

de defensa, el cual será notificado al abogado constituido por

el recurrente por acto de alguacil que deberá contener

constitución de abogado y los mismos requisitos sobre

elección de domicilio señalados para el recurrente en el

artículo 6. La constitución de abogado podrá hacerse también

por separado.
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En los ocho días que sigan la notificación del memorial de 

defensa, el recurrido depositará en secretaría el original de esa

notificación junto con el original del referido memorial, así

como el acta original de la constitución de abogado, si ésta se
hubiese hecho por separado.

El Secretario deberá informar al Presidente acerca del

depósito que respectivamente hagan las partes del memorial de 

casación y del de defensa y de sus correspondientes

notificaciones.

Art. 9.- Si el recurrido no constituye abogado por acto

separado o no produce y notifica su memorial de defensa en el

plazo que se indica en el artículo 8, el recurrente podrá pedir

por instancia dirigida a la Suprema Corte de Justicia, que el

recurrido se considere en defecto, y que se proceda con arreglo

a lo que dispone el artículo 11.

Art. 10.- Cuando el recurrido no depositare en Secretaría

su memorial de defensa y la notificación del mismo, en el

plazo indicado en el articulo 8, el recurrente podrá intimarlo,

por acto de abogado, para que, en el término de ocho días,
efectúe ese depósito, y, de no hacerlo, podrá pedir mediante

instancia dirigida a la Suprema Corte de Justicia que se

excluya al recurrido del derecho de presentarse en audiencia a

exponer sus medios de defensa, y que se proceda  con arreglo a

lo dispone el artículo 11.   Cuando el recurrente, después de

haber procedido al emplazamiento no depositare el original de

éste en Secretaría, el recurrido que ha depositado y notificado

su memorial de defensa, podrá requerir al recurrente  para que,

en el plazo de 8 días, efectúe el depósito antes mencionado.

Vencido este plazo, el recurrido es hábil para pedir a la

Suprema Corte de Justicia que provea la exclusión del

recurrente.
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Párrafo I.- Su hubiere más de un recurrido o más de un

recurrente, cualquiera de ellos podrá hacer uso de la facultad

de requerir y de pedir la exclusión o el defecto arriba

consignados, frente a las partes que se encuentren en falta.

Párrafo II.- El recurso de casación perimirá de pleno

derecho si transcurrieren tres años contados desde la fecha del

auto que autorizó el emplazamiento, sin que el recurrente haya

depositado en la Secretaría el original del emplazamiento, o si

transcurriere igual plazo, contando desde la expiración del

término de quince días señalado en el artículo 8, sin que el

recurrente pida el defecto o la exclusión contra el recurrido,

que diere lugar a ello, a menos que, en caso de haber varias

partes recurrentes o recurridas, una de dichas partes haya

pedido el defecto o la exclusión contra las partes en falta. La

Suprema Corte de Justicia hará constar la perención del

recurso mediante resolución que será publicada en el Boletín

Judicial.

Art. 11.- Inmediatamente después que las partes hayan

hecho los depósitos exigidos en los artículos 6 y 8, o que se

haya pronunciado el defecto o la exclusión de las partes que
estén en falta, el Presidente expedirá auto mediante el cual

comunicará el expediente al Procurador General de la

República para que emita su dictamen, quien dictaminará en el

término de quince días.

El Procurador General de la República podrá en su

dictamen remitirse al criterio de la Suprema Corte de Justicia,

con excepción de aquellos asuntos que hayan sido objeto,

antes los jueces del fondo, de comunicación al ministerio

público.

Art. 12.- (Reformado por el artículo 8 de la Ley No. 845

de 1978). A solicitud del recurrente en casación la Suprema

Serie “B” Legislación 7



Corte de Justicia puede ordenar que se suspenda la ejecución

de la sentencia impugnada, siempre que se le demuestre

evidentemente que de la ejecución pueden resultar graves

perjuicios a dicho recurrente, en caso de que la sentencia fuere
definitivamente anulada.

La demanda en suspensión será interpuesta por instancia

firmada por abogado, y que el recurrente hará notificar a la

parte recurrida. La notificación de la instancia suspenderá

provisionalmente la ejecución de la sentencia impugnada,

hasta que la Suprema Corte de Justicia resuelva acerca del

pedimento. La parte demandada puede impugnar la demanda

en suspensión por escrito dirigido a la Suprema Corte de

Justicia dentro de los cinco días de la notificación de la

instancia. Transcurrido este plazo, la Suprema Corte de

Justicia decidirá en Cámara de Consejo, sin asistencia de

abogados, si concede o no la suspensión. Cuando la demanda

de suspensión fuere desestimada, la parte recurrida podrá

ejecutar la sentencia impugnada después de obtener

previamente del Secretario un certificado en que conste que la

suspensión fue denegada. Cuando la demanda fuere acogida la

Suprema Corte de Justicia deberá fijar por el mismo auto, la

fianza en efectivo que prestará el recurrente para garantía del

recurrido la cual se hará mediante consignación en la

Colecturía de Rentas Internas de Santo Domingo. Esta fianza1

constituirá un privilegio especial en favor exclusivamente del

recurrido, hasta la concurrencia de su crédito. El Secretario de

la Corte no expedirá la copia certificada del auto de suspensión 
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si no se le entrega el correspondiente recibo de consignación.

A falta de esta entrega dentro de los ocho días subsiguientes a

la fecha del auto éste perimirá de pleno derecho y la sentencia

podrá ser ejecutada por el recurrido.

En materia de divorcio, de separación de bienes, de

nulidad de matrimonio, de cancelación de hipoteca y de
inscripción de falsedad, el recurso de casación es suspensivo

de pleno derecho, sin que sea necesaria la solicitud de

suspensión. 

Art. 13.- Devuelto el expediente por el Procurador

General de la República, el Presidente fijará la audiencia en la

cual se discutirá el asunto. El auto de fijación de audiencia será 

notificado a los abogados de las partes mediante carta

certificada del Secretario, remitida a cada uno de ellos a su

estudio permanente o accidental de la Capital de la República.

Art. 14.- Cuando en un asunto que se esté instruyendo en

defecto la parte recurrida constituye abogado y notifica y

deposita su memorial de defensa antes de que se haya

notificado el auto de la fijación de audiencia el abogado de la

parte recurrente, ésta puede aceptar que se prosiga la

instrucción contradictoriamente, exponiéndolo por escrito al

Secretario, quien comunicará al Presidente el hecho del
depósito y la conformidad del recurrente. Si el asunto había

sido comunicado al Procurador General, el Presidente le

requerirá mediante auto que se abstenga de dictaminar si no lo

hubiese hecho, y que devuelva el expediente al Secretario. El

Secretario anexará los nuevos documentos al expediente y

dará cuenta de todo al Presidente, quien requerirá nuevamente

el dictamen del Procurador General de la República. Si el

depósito de sus documentos por la parte recurrida ocurre

después que el Procurador General ha devuelto el expediente
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con su dictamen, el Secretario anexará aquellos documentos al

expediente y dará noticia al Presidente, quien comunicará el

asunto al Procurador General para que produzca nuevo

dictamen.

Art. 15.- Los asuntos serán llamados a la vista en vista de

conformidad al rango de su inscripción en el rol de audiencia.

En seguida, los abogados de las partes leerán sus conclusiones, 

pudiendo depositar, además, escritos de ampliación a sus

medios de defensa, de los cuales los del recurrente deberán

estar notificados a la parte contraria no menos de ocho días

antes de la audiencia, y los del recurrido en cualquier momento 

anterior a la audiencia. Por último, el Procurador General de la

República leerá las conclusiones de su dictamen.

Art. 16.- El recurrido puede oponerse a la ejecución de la

sentencia en defecto, en el plazo de ocho días a contar de aquel

en que le fue notificada a su persona o en su domicilio. Al

efecto deberá hacer por mediación de abogado constituido al

abogado del recurrente, ofrecimientos reales de las costas,

justificadas por estado aprobado por el Presidente. En el caso

de que el recurrente rehusare aceptar los ofrecimientos, el
oponente está autorizado a consignarlos en secretaría, y, con

vista del recibo expedido por el secretario, la Suprema Corte

de Justicia autorizará al recurrido a ejercer el recurso de

oposición. En este caso, e igualmente cuando el recurrente

haya aceptado el ofrecimiento de las costas, el recurrido

notificará al recurrente, en el plazo de ocho días contados de la

fecha de la aceptación de sus ofrecimientos o de la

autorización dada por la Suprema Corte de Justicia, el

memorial contentivo de sus medios de oposición, y los

depositará en secretaría en la octava siguiente. Las partes

podrán, además, producir y notificar los escritos previstos en el 

artículo 8, cuyos originales serán depositados en secretaría.
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Después de efectuado el depósito en secretaría del escrito

de oposición del recurrido, se procederá, conforme lo dispone

el artículo 11, a solicitar el dictamen del Magistrado

Procurador General de la República. Las disposiciones del
artículo 9  relativas a la exclusión del recurrido, son aplicables

al oponente que no depositare en secretaría el original de su

escrito de oposición y el de su notificación.

Art. 17.- Cuando hubiere varios recurridos y unos han

producido y notificado su memorial de defensa y otros no, se

decidirá por una sola sentencia, que no estará sujeta a

oposición.

Art. 18.- La sentencia que pronuncie la exclusión de una

de las partes, en conformidad con el artículo 9, será

irrevocable.

Art. 19.- Las sumas pagadas para el reembolso de los

gastos no pueden ser repetidas por el oponente, aún en el caso

de que la sentencia definitiva haya condenado a las costas a la

otra parte, a menos que se anule el procedimiento seguido por

ésta para obtener el defecto.

Art. 20.- La Suprema Corte de Justicia, siempre que

casare un fallo, enviará el asunto a otro tribunal del mismo

grado o categoría que aquel de donde proceda la sentencia que

sea objeto del recurso, salvo lo dispuesto en el artículo 136 de

la Ley de Registro de Tierras.

Si la segunda sentencia es casada por igual motivo que la

primera, el segundo tribunal al cual se reenvíe el asunto deberá

conformarse estrictamente con la decisión de la Suprema

Corte de Justicia, en el punto de derecho juzgado por ésta.

Cuando la casación se funde en que la sentencia contra la

cual se interpuso apelación, no estaba sujeta a este recurso,
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como también cuando sea pronunciada por contradicción de

fallo, o en cualquier otro caso en que la casación no deje cosa

alguna por juzgar, no habrá envío del asunto.

En uno y otro caso, las partes interesadas podrán proceder 

a la ejecución de las sentencias cuya validez haya sido

reconocida por la Suprema Corte de Justicia.

Si la sentencia fuere casada por causa de incompetencia,

la Suprema Corte de Justicia dispondrá en envío del asunto por 

ante el Tribunal que debe conocer de él,  y lo designará

igualmente.

Art. 21.- Casada una sentencia, el tribunal ante el cual se

envíe el asunto, se atendrá en todo a las reglas del

procedimiento. 

CAPITULO III

Del Procedimiento en materia criminal, correccional 
o de simple policía

Art. 22.- Pueden pedir la casación de una sentencia, el

condenado, el Ministerio Público, la parte civil, y las personas

civilmente responsables, según las disposiciones establecidas

más adelante.

Art. 23.- Cuando el acusado haya sido condenado y

hubiere violación u omisión de alguna de las formalidades

prescritas por la ley a pena de nulidad, sea en la instrucción

hecha ante el tribunal que dictó la sentencia, sea en la misma

sentencia, dicha omisión o violación dará lugar, a diligencia de 

la parte condenada, del Ministerio Público, de la parte civil, o

de las personas civilmente responsables, a la anulación de la
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sentencia. Igual regla se seguirá: 1ro. en los casos de

incompetencia; 2do. cuando se hubiere omitido o rehusado

pronunciar, ya con respecto a uno o varios pedimentos del

acusado, de la parte civil, o de las personas civilmente
responsables; ya con respecto a uno o varios requerimientos

del Ministerio Público, que hubieren tenido por objeto el

ejercicio de una facultad o un derecho otorgado por la ley,

aunque la falta de la formalidad cuya ejecución hubiere sido

pedida o requerida, no estuviere sujeta a la pena de nulidad;

3ro. cuando la sentencia no ha sido dada por el número de

jueces que prescribe la ley, o por jueces que no han asistido a

todas las audiencias de la causa; 4to. cuando la sentencia no se

hubiere pronunciado públicamente y 5to. cuando la sentencia

no contenga los motivos.

Art. 24.-EI recurso de la parte civil sólo puede versar

sobre sus intereses privados.

Art. 25.- No se admitirán como medios de casación las

nalidades cometidas en primera instancia, si no hubieren sido

presentadas ante el juez de la apelación. La incompetencia

podrá ser propuesta por primera vez en casación.

Art. 26.- Cuando la sentencia objeto del recurso hubiere

pronunciado una pena distinta de la aplicada por la ley a la

naturaleza de la infracción; o cuando se hubiere impuesto una

pena por un hecho que la ley no castiga, podrán interponer el

recurso en casación, tanto el Ministerio Público como la parte

condenada. Igual acción corresponde al Ministerio Público,

contra las sentencias de descargo si hubiere violación de la ley.

Art. 27.- La parte civil es hábil para pedir la anulación de

cualquier sentencia, cuando se hubiere violado la ley en

perjuicio suyo.
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Art. 28.- No habrá lugar a casación cuando la pena esté

legalmente justificada.

Art. 29.- El plazo para interponer el recurso de casación
es de diez días, contados desde la fecha del pronunciamiento

de la sentencia, si el acusado estuvo presente en la audiencia en 

que esta fue pronunciada o si fue debidamente citado para la

misma. En todo otro caso, el plazo correrá a partir de la

notificación de la sentencia.

Durante estos diez días, y si se hubiere establecido el

recurso mientras dure este, se suspenderá la ejecución de la

sentencia .

Art. 30.- Si la sentencia se hubiere dictado en defecto, el

plazo para interponer el recurso de casación se empezará a

contar desde el día en que la oposición no fuere admisible.

Art. 31.- Sólo el Ministerio Público, y la parte civil, 

pueden recurrir en casación contra las sentencias en

contumacia,  en el plazo del artículo 29 de esta ley por lo que

respecta al contumaz, el plazo se empezará a contar desde el
día en que venciere el término de la oposición.

Art. 32. - El recurso en casación contra las sentencias

preparatorias no estará abierto sino después de la sentencia

definitiva; pero la ejecución de aquellas no se podrá oponer en

ningún caso como medio de inadmisión.

La presente disposición no se aplica a las sentencias

dictadas sobre la competencia.

Art. 33.- La declaración del recurso se hará por la parte

interesada en la secretaría del tribunal que dictó la sentencia, y

será firmada por ella y por el secretario.

Si el recurrente no sabe firmar o está en la imposibilidad
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de hacerlo el secretario hará constar esta circunstancia. La

declaración podrá hacerse en la misma forma por un abogado

en representación de la parte condenada, de la parte civil o de

la persona civilmente responsable, según el caso, o por un
apoderado especial. En este último caso se anexará el poder a

la declaración. Esta se redactará en un registro destinado a ese

efecto, el cual será público.

Art. 34.- Cuando el recurso en casación sea interpuesto

por la parte civil, o por el Ministerio Público, además de la

declaración a que se contrae el artículo precedente, el recurso

será notificado a la parte contra quien se deduzca, en el plazo

de tres días. Cuando esta se halle detenida, el acta que

contenga la declaración del recurso, le será leída por el

secretario, y la parte la firmará. Si no pudiere, o no quisiere

suscribirla, el secretario hará mención de ello. Cuando se

encuentre en libertad, el recurrente en casación le notificará su

recurso en su persona, o en su domicilio real, o en el de

elección.

Art. 35.- La parte civil que interponga casación, está

obligada a unir a los datos o documentos en apoyo de su
recurso, una copia auténtica de la sentencia.

Art. 36.- Los condenados a una pena que exceda de seis

meses de prisión correccional, no podrán recurrir en casación,

si no estuvieren presos, o en libertad provisional bajo fianza.

Al efecto se deberá anexar al acta levantada en secretaría, en

uno u otro caso, una constancia del Ministerio Público. Si el

recurrente se encuentra preso o si se ha constituido en prisión

con el fin de intentar su recurso,  le será posible obtener su

libertad provisional bajo fianza de acuerdo con la ley de la

materia.

Art. 37.- Al hacer su declaración, o dentro de los diez días
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posteriores a ella, el recurrente podrá depositar en la Secretaría 

del Tribunal que dictó la sentencia impugnada un escrito que

contenga los medios de casación. Cuando el recurso sea

intentado por el Ministerio Público, por la parte civil o por la
persona civilmente responsable, el deposito del memorial con

la indicación de los medios de casación será obligatorio, si no

se ha motivado el recurso en la declaración correspondiente.

Las partes podrán también transmitir directamente a la

Suprema Corte de Justicia, el escrito que contenga los medios

de casación, así como la copia de la sentencia impugnada, o la

que le hubiere sido notificada, y los datos o documentos en

apoyo de la casación solicitada.

La parte civil y la persona civilmente responsable no

podrán usar del beneficio de la presente disposición, sin el

ministerio de un abogado.

Todo lo previsto en el presente articulo es a pena de

nulidad del recurso.

Art. 38.- Al cumplirse los diez días que sigan a la
declaración el secretario enviará a la secretaria de la Suprema

Corte de Justicia,  certificado por correo, todo el expediente, y

los escritos contentivos de los medios de casación, si hubieren

sido depositados. El secretario redactará, sin costos, y unirá al

expediente, que se deberá coser y rubricar en cada una de sus

páginas un inventario por duplicado de éste bajo la pena de

veinte pesos de multa, la cual será pronunciada por la Suprema

Corte de Justicia.

Art. 39.- En las veinticuatro horas de la recepción del

expediente el secretario de la Suprema Corte de Justicia dará,

cuenta de haberlo recibido, y le devolverá el duplicado de

inventario al secretario que hizo la remisión.
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Art. 40.- Inmediatamente después que se ha recibido en

secretaria el expediente, el Presidente dispondrá por auto que

sea comunicado al Procurador General de la República quien

dictaminará en el término de quince días.

Art. 41.- Devuelto el expediente con el dictamen del

Procurador General de la República, el secretario dará cuenta

al Presidente, y este fijará la audiencia en la cual se procederá a 

discutir el asunto. El auto de fijación de audiencia será

notificado a las partes y a sus abogados mediante carta

certificada del secretario.

Art. 42.- En los tres días subsiguientes a la audiencia los

abogados de las partes, si estas los hubiesen constituido,

podrán presentar en secretaria aclaraciones o memoriales

tendientes a justificar sus pretensiones.

Art. 43.- La Suprema Corte de Justicia, en todo asunto

criminal, correccional o de simple policía, podrá fallar

respecto del recurso de casación, inmediatamente después de

la expiración de los plazos señalados en el presente capitulo; y

deberá fallar dentro del mes, contado desde la fecha en que los

referidos plazos expiraron.

Las reglas prescritas en el artículo 20 de la presente ley se

observarán al dictarse la sentencia. Si se anulare el fallo porque 

el hecho que dio lugar a la condenación no es castigado por la

ley, y hubiere parte civil, se dispondrá el envío del asunto ante

un tribunal de la misma calidad del que dio la sentencia, para

que conozca de las reparaciones en sus atribuciones civiles. Si

no hubiere parte civil, no se dispondrá el envío del asunto a

ningún tribunal.

Art. 44.- El acusado cuya condenación ha sido anulada, y
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que deba ser sometido a un nuevo juicio criminal, será

trasladado bajo custodia ante el tribunal al que ha sido

atribuido el conocimiento del asunto.

Art. 45.- Cuando un recurso en casación sea denegado, la

parte que lo interpuso no podrá recurrir en casación contra la

misma sentencia, por cualquier medio que fuere.

Art. 46.- Rechazado un recurso en casación, la secretaría

de la Suprema Corte de Justicia librará en el término de tres

días una copia del dispositivo de la sentencia, al Procurador
General de la República, y éste la trasmitirá al representante

del Ministerio Público en el tribunal que dictó la sentencia que

fue objeto del recurso.

Igual regla se seguirá cuando en el caso del artículo 43; in

fine, no se pronunciare el envío del asunto a otro tribunal. A

diligencia del Procurador General de la República, se pondrá

en libertad al recurrente preso, si no se hallare detenido por

otra causa.

CAPITULO IV

De los incidentes

SECCION PRIMERA

De la falsedad

Art. 47.- La parte que quiera inscribirse en falsedad

contra algún documento notificado, comunicado o producido

en un recurso de casación, por la otra parte, deberá interpelar a

este, por acto de abogado a abogado, que declare si persiste en
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hacer uso de dicho documento, o por el contrario, si se abstiene 

de ello. La parte a quien se haga esta interpelación contestará

categóricamente dentro de los tres días, de un modo afirmativo 

o negativo.

Art. 48.- Si la parte interesada declara que está dispuesta a 

valerse del documento, la otra parte, previo deposito en

secretaría de treinta pesos para responder a una multa cuando

sea procedente, dirigirá a la Suprema Corte de Justicia una

instancia motivada, suscrita por su abogado con poder especial 

y auténtico, el cual se agregará a la solicitud, para que se le

autorice a inscribirse en falsedad. La Suprema Corte de

Justicia, previo dictamen del Procurador General de la

República, producido en el término improrrogable de diez días 

concederá o negará la autorización por medio de una

sentencia. Si la concediere, la sentencia designará un tribunal

igual en calidad a aquel cuyo fallo es atacado por el recurso de

casación en falsedad conforme a las reglas establecidas en el

Código de Procedimiento Civil.

El demandante iniciará su acción ante dicho tribunal, con

el acto de declaración a que se refiere el artículo 218 del citado
Código.

Art. 49.- Cuando la parte interpelada manifestare que

prescinde del documento; o en el caso de que no contestare

dentro de los tres días de la interpelación de que trata el

articulo 47 de esta ley, la Suprema Corte de Justicia, a petición

del interesado, suscrita por su abogado, proveerá por medio de

un acto, que el documento argüido de falsedad sea desechado

respecto de la parte adversa.

Art. 50.- Si dentro de los tres días de notificada la

sentencia de la Suprema Corte de Justicia, que autoriza la
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inscripción en falsedad, la parte interpelada declara que no se

servirá del documento, se procederá en la forma que establece

el artículo precedente.

Art. 51.- La suma depositada previamente por el

solicitante le será restituida, si la inscripción en falsedad no

fuere autorizada por la Suprema Corte de Justicia; o si el

documento, o uno de los documentos argüidos de falsedad, se

consideran falsos en todo o en parte, o si hubieren sido

desechados de la causa o del proceso.

Art. 52.- No se devolverá la suma, si el solicitante en

inscripción en Falsedad desistiere, o sucumbiere totalmente,

aunque ofrezca perseguir la falsedad por la vía extraordinaria.

SECCION SEGUNDA

De la Delegación

Art. 53. - Toda parte interesada tiene el derecho de formar 

por ante la Suprema Corte de Justicia, como Corte de

Casación, demanda en denegación contra cualquier defecto,

manifestación, o consentimiento hecho en su nombre, sin un

poder ad-hoc.

Art. 54.- La parte que quiera intentar una demanda en

denegación deberá solicitar, para establecerla, la autorización

de la Suprema Corte de Justicia, por medio de instancia,

motivada, firmada por abogado con poder especial, el cual se

agregará a la instancia; todo a pena de nulidad.

Art. 55.- Tanto la instancia, como los documentos que se

adjunten en su apoyo, se pasarán al Procurador General de la

República, quien deberá devolverlos con su dictamen en el
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término ocho días. Este plazo es improrrogable.

Art. 56.- La Suprema Corte de Justicia dará o negará la

autorización según lo que proceda.

Si se concediere, se obrará con arreglo a los artículos 354, 

355, 356, 357, 358, 359, 360, 361 y 362 del Código de

Procedimiento Civil.

SECCION TERCERA

De la intervención

Art. 57.- Toda persona interesada en intervenir en un

recurso de casación, deberá depositar en la secretaría de la

Suprema Corte de Justicia, por medio de abogado constituido,

un escrito que contenga sus conclusiones.

Art. 58.-EI escrito de la parte interviniente se pasará al

Procurador General de la República, quien deberá dictaminar

en el término de ocho días.

Art. 59.- La Suprema Corte de Justicia decidirá, si fuere

posible, que la demanda en intervención se una a la demanda

principal. La sentencia que así lo ordene será notificada a los

abogados de todas las partes, y dentro de los tres días de la

notificación, se depositará el original de ésta en secretaría, con

todos los documentos justificativos. De no hacerse así, la

sentencia se tendrá como si no hubiere sido pronunciada y se

procederá a fallar sobre la demanda principal.

Art. 60.- La parte que no creyere procedente la

intervención, deberá notificarlo a la parte interviniente, dentro

de los tres días de la notificación que se le hubiere hecho.
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La Suprema Corte de Justicia decidirá, con vista de las

conclusiones de la parte oponente, de la otra parte y del

ministerio público.

Si no hubiere oposición se procederá a la instrucción del

asunto en lo que atañe a la parte interviniente de igual manera

que con respecto a las demás partes, quienes deberán depositar

sus memoriales y los documentos justificativos en secretaría,

sin que les sea permitido hacer ninguna notificación

Art. 61.- La intervención no podrá retardar el fallo del
asunto principal, si ya se hallare en estado.

Art. 62.- En materia penal, solo pueden intervenir, la

parte civil o la persona civilmente responsable, cuando

tuvieren interés, y hubieren figurado en la sentencia que es

objeto del recurso. En esta materia la intervención podrá

hacerse por simples conclusiones de audiencia.

CAPITULO V

De la Casación en interés de la ley y por 
exceso de poder

Art. 63.- El Procurador General de la República puede

interponer el recurso de casación en interés de la ley contra

toda sentencia dictada en última instancia, en materia civil
comercial o penal, en la cual se hubiere violado la ley, siempre

que las partes interesadas no hayan recurrido a la casación en

tiempo hábil.

Ninguna parte se prevaldrá del fallo de casación que

pronuncie la Suprema Corte de Justicia, en este caso.

Art. 64.-EI Procurador General de la República puede
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recurrir también en casación, contra toda sentencia viciada de

exceso de poder, antes de vencidos los plazos de la ley para que 

las partes interesadas hagan uso de sus derechos, o dentro del

año de dictado el fallo.

Para los efectos de los artículos anteriores, los

Procuradores Generales de las Cortes de Apelación y los

Procuradores Fiscales remitirán al Procurador General de la

República una copia certificada de toda sentencia en último

recurso, dictada por sus respectivos tribunales, dentro de los

veinte días del pronunciamiento. Igual obligación corresponde 

a los Jueces de Paz, cuando fallen en primera y última

instancia.

CAPITULO VI

Disposiciones Generales

Art. 65.- Toda parte que sucumba será condenada al pago

de las costas.

Sin embargo, las costas podrán ser compensadas:

1) En los casos del artículo 131 del Código de Procedi-

miento Civil;

2) Cuando una sentencia fuere casada exclusivamente por 

un medio suplido de oficio por la Suprema Corte de Justicia; y 

3) Cuando una sentencia fuere casada por falta de base

legal, falta o insuficiencia de motivos, desnaturalización de los 

hechos o por cualquiera otra violación de las reglas procesales

cuyo cumplimiento esté a cargo de los jueces.

El artículo 133 del Código de Procedimiento Civil es
aplicable en materia de casación.
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Art. 66.- Todos los plazos establecidos en la presente ley,

en favor de las partes, son francos. Si el último día del plazo es

festivo, se prorrogará el plazo hasta el día siguiente. Los meses 

se contarán según el calendario gregoriano.

Art. 67.- Los plazos que establece el procedimiento de

casación y el término de la distancia, se calcularán del mismo

modo que los fijados en las leyes de procedimiento.

Art. 68.- Se reputan asuntos urgentes, las demandas del

Ministerio Público, los asuntos criminales en los cuales se ha

dictado una pena aflictiva e infamante, y los que requieren

celeridad.

Art. 69.- Toda sentencia de casación será inscrita en los

registros del tribunal que dictó la sentencia anulada, con la

anotación correspondiente al margen de ella.

Art. 70.- Toda sentencia de la Suprema Corte de Justicia,
en funciones de Corte de Casación, deberá contener los
nombres de las partes, el objeto de la demanda, los motivos del
fallo y el texto de la ley en la cual se basa dicho fallo.

Art. 71.- La presente ley deroga y sustituye la Ley No
4991 de fecha 12 de abril de 1911, modificada por la Ley No
196 del 14 de octubre de 1931, y por la Ley No. 295 del 30 de
mayo de 1940.

DADA en la Sala de Sesiones del Palacio del Senado, en
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, Capital de la
República Dominicana, a los veintitrés días del mes de
diciembre del año mil novecientos cincuenta y tres, años 110,
de la Independencia, 91 de la Restauración y 24 de la Era de
Trujillo.

Firmado: Mario Fermín Cabral, Vicepresidente en
funciones; Julio A. Cambier, Secretario; José García,
Secretario.
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DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados, 

en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, Capital de la

República Dominicana, a los veintitrés días del mes de

diciembre del año mil novecientos cincuenta y tres; años 110º
de la Independencia, 91º de la Restauración y 24º de la Era de

Trujillo.

Juan Arce Medina, Vicepresidente en funciones; Pablo

Otto Hernández y Virgilio Hoepelman, Secretarios.

Promulgada por el Presidente de la República, Héctor B.

Trujillo Molina, el 29 de diciembre de 1953.
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Apéndice No. 1

Breve Exposicion de Motivos de la Ley
Sobre Procedimiento de Casación

Art. 1.- Reproduce el artículo 1 de la Ley vigente, pero

con ligeros cambios de redacción que han tenido por objeto

usar algunos términos más apropiados que los del texto

vigente.

Arts. 2, 3, y 4.- Se reproducen sin alteración los mismos

artículos de la Ley vigente.

Art. 5.- El motivo de la reforma es darle un nuevo giro a la 

redacción del texto o introducir en lo dispuesto por la Ley de

Registro de Tierras en relación con la copia auténtica de la

sentencia.

Arts. 6 y 7.- Tiene por objeto la modificación de estos

artículos designar con el nombre de “autorización para

emplazar” el llamado auto de admisión en la Ley actual, por

ser aquella expresión más adecuada, teniendo cuidado,

además, de establecer en los mismos textos, que las

formalidades del emplazamiento son también exigidas a pena

de nulidad, de manera que los textos se basten a ellos mismos.

Arts. 8 y 9.- Se persigue con la modificación de estos

artículos darles una denominación jurídica más propia a las

partes en el recurso, y además, aclarar los términos de sus

textos. Se ha dividido el artículo 9 vigente en dos artículos del

proyecto, los números 9 y 10.
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Art. 10, 11 y 12 de la Ley vigente.- Han sido suprimidos
por el proyecto con el fin de que el relato sea eliminado, por
razones de celeridad en la solución de los asuntos, y porque
además, ciertos medios de casación que son invocados
frecuentemente contra las sentencias impugnadas, tales como
el de la desnaturalización de los hechos de la causa, obligan a
los jueces a fallar no por la relación sino por el examen de las
piezas del expediente. El artículo 12 vigente se suprime para
dejar a la Corte la determinación, con la aplicación del derecho 
común, de cuando se reputa en estado un asunto.

Art. 13 de la Ley vigente. Ha sido suprimido en el

proyecto por las mismas razones que los artículos 10 y 1 l por

referirse al relato y en interés de la celeridad de los recursos.

Art. 11 del proyecto.- La nueva redacción del articulo 11

tiene por objeto adaptarlas disposiciones del artículo 14 de la
Ley vigente a las modificaciones y supresiones relativas a la

eliminación del relato.

Art. 12 del proyecto.- Con la reforma introducida por este

artículo se ha querido refundir el contenido del contexto actual

con la modificación introducida por la Ley No 1196 del 14 de

octubre de 1931 y hacer de los mismos un solo texto

procurando, por lo demás, establecer garantías tanto en favor

del recurrente como del recurrido.

Art. 13 del proyecto (equivalente al 10 de la Ley
vigente).- El motivo de la reforma es permitir que el auto de
fijación de audiencia pueda ser notificado por carta certificada
del secretario y no necesariamente por un alguacil Se ha
considerado que con esta disposición se le daría mayor
celeridad al procedimiento de casación

Arts. 14, 15 y 16 del proyecto (equivalentes a los 17, 18 y
19 vigentes).- Se trata de adaptar sus textos a las
modificaciones propuestas en los artículos anteriores.
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Art. 17 del proyecto (equivalente al 20 vigente).- El

proyecto tiende a adaptarlo a las modificaciones propuestas y

precisar que la sentencia que intervenga en este caso no estará

sujeta a oposición.

Art. 18. del proyecto (equivalente al 21 vigente).Se le da

una nueva redacción para suprimir expresiones Innecesarias.

Art. 19 del proyecto.- Viene a sustituir el artículo 22

vigente, sin alteración.

Art. 23 de la Ley vigente. Queda suprimido pero se

reproduce el texto más adelante, porque regula una materia

concerniente no sólo a la casación en materia civil y comercial

sino también en materia penal. Viene a ser el artículo 70 en ei

proyecto.

Art. 20 del proyecto (equivalente al 24 vigente).- Se

completa el texto haciendo referencia a las disposiciones del

articulo 136 de la Ley de Registro de Tierras, el cual

reglamenta la casación con envío de las sentencias dictadas por 

el Tribunal de Tierras.

Arts. 21, 22, 23 y 24 del proyecto.- Reproducen sin

alteración los textos de los artículos 25, 26,27 y 28 vigentes.

Art. 25 del proyecto (equivalente al 29 vigente).- Se le da

al texto, en su párrafo in fine, una redacción más exacta desde

el punto de vista jurídico.

Arts. 26-y 27 del proyecto.- Reproduce sin alteración los

textos de los artículos 30 y 31 vigente.

Art. 28 del proyecto (equivalente al 32 vigente).- Este

artículo, tal como rige, contiene una aplicación particular del

principio conocido bajo el nombre de “teoría de la pena

justificada”. En el texto propuesto se le ha dado a su redacción
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la fórmula adoptada por la jurisprudencia para expresar las

consecuencias de ese principio.

Arts. 29, 30 y 31 del proyecto.- Reproducen sin alteración 
los artículos 33,34 y 35 vigentes.

Art. 32 proyecto (equivalente al 36 vigente).- Se le da una 

redacción más correcta desde el punto de vista gramatical.

Art. 33 del proyecto (equivalente al 37 vigente). – El

objeto de la reforma es precisar que la declaración del recurso

puede ser hecha por un abogado cualquiera, en representación

de la parte recurrente, aun en el caso de que no haya sido

abogado en la causa.

Arts. 34 y 35 (equivalentes a los 38 y 39 vigentes).

Reproducen sin alteración los textos de los artículos 38 y 39

vigentes.

Art. 36 del proyecto (equivalente al 40 vigente).Tiene por 

objeto la reforma propuesta reenvíar la parte In fine a la Ley de

la materia, esto es, a la Ley sobre Libertad Provisional bajo
Fianza, por ser la que rige actualmente.

Art. 37 del proyecto (equivalente al 41 vigente) - El

motivo de la reforma es darle al texto mayor claridad y obliga a 

los funcionarios del Ministerio Público cuando hayan

impugnado una sentencia, a presentar el memorial de casación

si no han indicado los medios al hacer la declaración de un

recurso, toda vez que es ésta una disposición de favor, en

previsión de la ignorancia de las partes condición que no se

aviene a la capacidad exigida a los representantes del

Ministerio Público. Se han incluido también en este texto del

proyecto los párrafos 2 y 3 del artículo 43 vigente, por ser más

lógico el sitio, precisando que todas las partes pueden enviar a

la Suprema Corte de Justicia los documentos indicados en
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dicho artículo y significando que la parte civil y la persona

civilmente responsable no pueden hacer uso del beneficio que

se les acuerda sin el ministerio de un abogado.

Arts. 38 y 39. Del proyecto.- Reproducen los artículos 42

y 43 vigentes, sin alteración alguna.

Arts. 40 y 41 del proyecto (equivalentes a los artículos 44

Y 45 vigentes).- Con la modificación de estos textos se

persigue reglamentar en disposiciones autonolrlds el

procedimiento a seguir en la Suprema Corte de Justicia durante 

el periodo allí comprendido cuando se trata de un recurso de

casación en materia penal y ajustarlo todo a las modificaciones 

propuestas.

Art. 42 del proyecto (equivalente al 46 vigente).- El texto

de la Ley actual parece indicar en su parte In fine que sólo

pueden ser presentados memoriales o declaraciones tendentes

a justificar las pretensiones de los recurrentes en casación,

cuando en realidad este derecho debe ser otorgado a los

abogados de todas las partes como lo dice el mismo texto en su

parte inicial.

Art. 43 al 57 del proyecto.- Reproducen, sin alteración,

los artículos del 47 al 61 vigentes.

Art. 58 del proyecto (equivalente al artículo 62 vigente). - 

Se suprime todo lo referente al relato de acuerdo con la

modificación señalada a este respecto en relación con textos

anteriores.

Art. 59 al 63 del proyecto.- Reproducen sin alteración las

disposiciones de los artículos 63 al 67 vigentes. En el artículo

62 de proyecto se consigna, además, la jurisprudencia reciente

relativa a la personas que pueden intervenir en materia penal.
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Art. 64 del proyecto (equivalente al 68 vigente).- Se ha

modificado para darles a los Alcaldes la nueva designación

legal de Jueces de Paz.

Arts. 69 y 70 de la Ley vigente.- Quedan suprimidos por

tratarse de disposiciones transitorias que ya no pueden tener

aplicación.

Art. 63 al 69 del proyecto.- Como consecuencia de la
supresión que se acaba de indicar, los, artículos 71 al 75
vigentes, han venido a ser los artículos 65 al 69 del proyectos
Es digna de especial mención la modificación substancial
introducida en estos textos tendente a que las costas pueden ser 
compensadas en algunos casos en que es de justicia que la
responsabilidad en cuanto a las costas no recaiga
exclusivamente en la parte perdedora.

Art. 70 del proyecto.- Reproduce, como hemos dicho
antes el artículo 23 vigente en razón de que contiene
disposiciones aplicables a toda clase de sentencias en
Casación, sea en materia civil, comercial o penal, y por
consiguiente es éste el sitio más apropiado para tal disposición.

Art. 71 del proyecto.- Es la última disposición del
proyecto y viene a reemplazar el artículo 76 vigente,
entendiéndose que en lo sucesivo, de ser convertido en ley,
sólo las disposiciones del proyecto serán aplicables al
procedimiento de casación para asuntos civiles, comerciales y
penales, exceptuándose, como es natural, cualesquiera otras
disposiciones para procedimientos de casación de naturaleza
especial, las cuales continuarán en vigor.

Son ésos los motivos que inspiran el proyecto de reforma
de la Ley sobre Procedimiento de Casación sometido al
Congreso Nacional por el mensaje al cual va anexa la presente
exposición.

Serie “B” Legislación 31



Apéndice No. 2

Recurso de Casación en Materia de Tierras 
Ley No. 1542, de Registro de Tierras 

CAPITULO XIV

Del Recurso de Casación

Art. 132 - El recurso de casación podrá ejercerse contra

las sentencias definitivas del Tribunal Superior de Tierras y

contra la de los Jueces de Jurisdicción Original en los casos en

que sean dictadas en último recurso. El recurso afectará

únicamente a las parcelas a que se refiera.

Art. 133.- Podrán recurrir en casación, en materia civil,

las partes interesadas que hubieren figurado verbalmente o por

escrito en el procedimiento seguido por ante el Tribunal que

dictó la sentencia impugnada; y, en materia penal, el Abogado

del Estado y la parte condenada.

Art. 134.- El recurso de casación será interpuesto,

instruido y Juzgado, tanto en materia civil como en materia

penal, conforme a las reglas del derecho común.

Párrafo.- Sin embargo, no será necesario acompañar el

memorial de casación con la copia de la sentencia recurrida, ni

con los documentos justificativos del recurso, los cuales serán

solamente enunciados en dicho memorial de modo, que el

Secretario General de la Suprema Corte de Justicia los solicite
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sin demora del Secretario del Tribunal de Tierras, a fin de ser

incluidos en el expediente del caso. Fallado el recurso, deberá

el Secretario de la Suprema Corte de Justicia devolver los

documentos al Secretario del Tribunal de Tierras.

Art. 135.- (Modificado por la Ley No. 4479 de fecha 21

de junio de 1956). - Cuando el Tribunal de Tierras haya

ordenado el registro de derechos en forma innominada en

favor de una sucesión, la parte que quiera recurrir en casación

deberá hacerlo siguiendo las reglas del derecho común, pero la

notificación del emplazamiento se considerará válidamente

hecha en manos de la persona que ha asumido ante el Tribunal

de Tierras la representación de la sucesión gananciosa, y en

manos de aquellos miembros de dicha sucesión cuyos nombres 

figuran en el proceso, los cuales deberá obtener la parte

interesada por medio de una certificación expedida por el

Secretario del Tribunal. Además, el emplazamiento deberá ser

notificado también al Abogado del Estado para que éste, en la

forma como acostumbra hacer el Tribunal sus notificaciones, o 

sea, por correo certificado, entere a las partes interesadas de la

existencia del recurso de casación, y éstas a su vez puedan

proveer a su representación y defensa conforme a la Ley sobre
Procedimiento de Casación.

Párrafo 1.- En el caso de que en el proceso no hubiere

figurado ningún miembro ni representante de la sucesión, el

emplazamiento se notificará al Abogado del Estado y al

Secretario del Tribunal, debiendo éste hacer publicar en la

puerta del Tribunal, dentro de las veinticuatro horas, una copia

certificada del emplazamiento, y de ello avisará por oficio al

Secretario de la Suprema Corte de Justicia.           

Art. 136.- En caso de casación con envío, el Tribunal

Superior de Tierras estará obligado, al fallar nuevamente el
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caso, a atenerse a la disposición de la Suprema Corte de

Justicia, en los puntos de derecho que hubieren sido objeto de

casación. Cuando la sentencia casada hubiere sido

pronunciada por un Juez de Jurisdicción Original, la Suprema
Corte de Justicia dispondrá igualmente el envío del asunto por

ante el Tribunal Superior de Tierras, a fin de que éste apodere

del caso a otro Juez de Jurisdicción Original, el cual procederá

en la forma antes expresada. 
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Apéndice No. 3

Recurso de Casación en Materia Laboral
Ley No. 16-92, 29 de mayo de 1992

Título VIII. De los Recursos

Capítulo II. De la Casación

SECCION PRIMERA

Disposiciones Generales

Art. 639.- Salvo lo establecido de otro modo en este

capítulo, son aplicables a la presente materia las disposiciones

de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

SECCION SEGUNDA

Del Procedimiento

Art. 640- El recurso de casación se interpondrá mediante

escrito dirigido a la Suprema Corte de Justicia y depositado en

la secretaría del tribunal que haya dictado la sentencia,

acompañado de los documentos, si los hubiere.

Art. 641.- No será admisible el recurso después de un

Serie “B” Legislación 35



mes, a contar de la notificación de la sentencia. Ni cuando esta

imponga una condenación que no exceda de veinte salarios

mínimos.

Art. 642.- El escrito enunciará:

1ro.- Los nombres, profesión y domicilio real de la parte

recurrente; las menciones relativas a su cédula personal de

identidad; la designación del abogado que lo representará, y la

indicación del domicilio del mismo, que deberá estar situado

permanente o de modo accidental y para los efectos del caso,

en la capital de la República, y en el cual se reputará de pleno

derecho, que el intimante hace elección de domicilio, a menos

que en el mismo escrito se hiciere constar otra elección, que no

podrá ser fuera de dicha ciudad;

2do.- La designación del tribunal que haya pronunciado

la sentencia contra la cual se recurre, y la fecha de ésta;

3ro.- Los nombres y domicilios reales de las personas que 

hayan figurado como partes en la sentencia impugnada;

4to.- Los medios en los cuales se funde el recurso, y las

conclusiones.

5to.- La fecha del escrito y la firma del abogado del 

recurrente.

Art. 643.- En los cinco días que sigan al depósito del

escrito, él enviará copia de éste a la parte adversa y remitirá el

expediente completo y un inventario en duplicado de las piezas 

del mismo al Secretario de la Suprema Corte de Justicia, quien

en los tres días de su recibo devolverá firmado por él, uno de

los duplicados al secretario remitente.

Art. 644.- En los quince días de la notificación del escrito

introductivo del recurso, la parte intimada debe depositar en la
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secretaría de la Suprema Corte de Justicia su escrito de

defensa, y notificar a la parte recurrente en los tres días de su

deposito copia de dicho escrito, con constitución de abogado y

designación de domicilio según lo prescrito por el ordinal 1ro
del articulo 642.

Art. 645.- Vencido el término de quince días señalado en

el articulo 644,o hecho el depósito del escrito de la parte

intimada en el curso del mismo, el secretario pasará el

expediente al Presidente de la Suprema Corte de Justicia quien

fijará la audiencia correspondiente mediante auto sin previo

relato ni dictamen del Procurador General de la República.

Art. 646- La Suprema Corte de Justicia debe fallar dentro

de los treinta días de haberse celebrado la audiencia.

Su sentencia se ajustará a lo prescrito por los artículos 23

y 24 de la Ley sobre Procedimiento de Casación.

Art. 647.- En los cinco días que sigan al de la fecha de la

sentencia, el secretario de la Suprema Corte de Justicia

remitirá copia certificada a la secretaria del tribunal que haya
pronunciado la sentencia recurrida, si ésta ha sido casada.

En igual término remitirá el expediente a la secretaría del

tribunal de envió o a la de aquel del cual proceda la sentencia

recurrida si ésta no ha sido casada.
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Apéndice No. 4
Recurso de Casación en Materia 

Contencioso-Adminitrativo

Ley No. 3835, 20 de mayo de 1954.

Art. 2.- Agrega el siguiente artículo 60 a la misma Ley

No. 1449 (2 de agosto de 1947).

«Art. 60.- Las sentencias de la Cámara de Cuentas,  en

funciones de Tribunal Superior Administrativo serán

susceptibles del recurso de casación conforme a las

disposiciones establecidas para la materia civil y comercial por 

la Ley No. 3726 del 29 de diciembre de 1953, o por la ley que

la sustituya».

Párrafo I.- El recurso de casación se interpondrá con un

memorial suscrito por abogado, que contendrá todos los

medios en que se funda y que deberá ser depositado en la

Secretaría de ia Suprema Corte de Justicia en los dos meses de

la notificación de la sentencia).

(Párrafo II.- El Secretario de la Suprema Corte de Justicia

remitirá copia del memorial del recurso de casación al

Procurador General Administrativo y le avisará el día que haya 

sido fijado para la celebración de la audiencia, a fin de que en

ella el referido funcionario presente sus conclusiones en

representación de los organismos administrativos).

Párrafo III.- En caso de casación con envío, la Cámara de

Cuentas, en funciones de Tribunal Superior Administrativo

estará obligada al fallar nuevamente el caso, a atenerse a las
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disposiciones de la Suprema Corte de Justicia en los puntos de

derecho que hubiesen sido objeto de casación».

«Párrafo IV.- No será necesario, en esta materia
acompañar el memorial de casación con la copia de la

sentencia recurrida, ni con los documentos Justificativos del

recurso, los cuales serán enunciados solamente en dicho

memorial, de modo que el Secretario General de la Suprema

Corte de Justicia los solicite sin demora al Secretario de la

Cámara de Cuentas a fin de ser incluidos en el expediente del

caso. Fallado el recurso, deberá el Secretario General de la

Suprema Corte de Justicia devolver los documentos al

Secretario de la Cámara de Cuentas».
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Apéndice No. 5
Recurso de Casación en Materia

Contencioso-Tributario

Ley No. 11-92, 16 de mayo de 1992, en Materia
Contencioso-Tributario.

Capitulo XI. del Contensioso Tributario.

Sección VI.

Artículo 176.- Del Recurso de Casación.

Las sentencias del Tribunal Contencioso Tributario,

serán susceptibles del recurso de casación conforme a las

disposiciones establecidas para la materia civil y comercial por 

la Ley No.3726, del 29 de diciembre de 1953, o por la que la

sustituya.

Párrafo I. El recurso de casación se interpondrá con un
memorial suscrito por abogado, que contendrá todos los
medios en que se funda y que deberá ser depositado en la
Secretaría de la Suprema Corte de Justicia dentro de los dos
meses de la notificación de la sentencia.

Párrafo II. El Secretario de la Suprema Corte de Justicia
remitirá copia del memorial del recurso de casación al
Procurador General Tributario y le avisará el día que haya
fijado para la celebración de la audiencia, a fin de que en ella el 
referido funcionario presente sus conclusiones, en
representación de los organismos administrativos.

40 Serie “B” Legislación



Párrafo III. En caso de casación con envío, el Tribunal

Contencioso Tributario, estará obligado, al fallar nuevamente

el caso, a atenerse a las disposiciones de la Suprema Corte de

Justicia en los puntos de derecho que hubiesen sido objeto de
casación.

Párrafo IV. No será necesario, en esta materia, acompañar 

el memorial de casación con la copia de la sentencia recurrida,

ni con los documentos justificados del recurso, los cuales serán 

enunciados solamente en dicho memorial, de modo que el

Secretario General de la Suprema Corte de Justicia los solicite

sin demora al Secretario General del Tribunal Contencioso

Tributario, a fin de ser incluidos en el expediente del caso.

Fallado el recurso, deberá el Secretario General de la Suprema

Corte de Justicia devolver los documentos al Secretario del

Tribunal Contencioso Tributario.

Párrafo V. En este recurso no habrá condenación en

costas. 
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Apéndice No. 6
Recurso de casación en materia de 

Justicia de las Fuerzas Armadas

Ley No. 3483, 13 de febrero de 1953- Código de
Justicia de las Fuerzas Armadas

Capítulo VII. Del Recurso de Casación
2

Art. 79.- Las sentencias pronunciadas en última instancia

por los Consejos de Guerra, pueden ser recurridas en casación

por las causas y en las condiciones previstas en la ley de la

materia.

Tanto el condenado como el Ministerio Público tendrán

un plazo de cinco días a contar del día en que fue leída o
notificada la sentencia, para declarar en la Secretaria del

Tribunal que dictó, que recurren en casación contra la misma

También puede recurrir en casación el defensor del acusado

cuando tenga mandato para ello.

En todos los casos en los cuales se interpusiere recurso de

casación contra la sentencia de un Consejo de Guerra, el
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79 dispuso que las sentencias pronunciadas en última

instancia por los Congresos de Guerra no serían objeto

de recurso de casación, y en cambio, de acuerdo con su

artículo 80 podrían ser objeto del recurso de revisión

dispuesto por esta ley.



Secretario de éste deberá remitir todo el expediente a la

Suprema Corte de Justicia dentro de los diez días del

pronunciamiento de la sentencia.

Art. 80.- La Suprema Corte de Justicia conocerá de estos

recursos y deberá pronunciar su fallo en el término más corto

posible. Todo recurso de casación interpuesto contra sentencia 

de un Consejo de Guerra se considerará de carácter urgente.

Art. 81.- Si el recurso de casación es rechazado, el

Procurador General de la República lo comunicará al Fiscal

del Tribunal Militar que dictó la sentencia y éste a su vez a la

autoridad convocadora.

Art. 82.- Cuando la Suprema Corte de Justicia en

funciones de Corte de Casación anule la sentencia por

incompetencia, pronunciará el envío del asunto ante la

jurisdicción competente con designación expresa de ésta.

 Si la anulación es pronunciada por cualquier otro motivo, 

enviará el asunto al mismo Consejo de Guerra que conoció del

caso, a menos que la anulación haya sido pronunciada por
prescripción, por amnistía o porque el hecho no constituya

crimen ni delito.

Art. 83.- El Procurador General de la República enviará

sin demora el expediente, así como una copia de la sentencia al

Fiscal del Tribunal de reenvío.

Art. 84.- Si la anulación de la sentencia lo ha sido por

inobservancia de formas, bien sea en la instrucción o en los

debates, el procedimiento se recomendará y la autoridad

convocadora del Tribunal Militar apoderado del caso dará de

oficio una nueva orden de convocatoria y se comenzará la

instrucción de conformidad con las reglas ordinarias a partir

del acto anulado.

Serie “B” Legislación 43



Apéndice No. 7
Recurso de Casación en Materia de Justicia Policial

Ley No. 285, 29 de junio de 1966.  Código de
Justicia de la Policía Nacional.

Capítulo Octavo.  Del Recurso de Casación

«Art. 81.- Las sentencias pronunciadas en última
instancia por los Tribunales de Justicia Policial podrán ser
recurridas en casación por las causas y en las condiciones
previstas en la ley que instituye el procedimiento de casación. 
Este recurso podrá ejercerlo, el condenado, por sí o por medio
de un abogado, y por el Procurador  General de la Corte de
Apelación de Justicia Policial, se entregará copia de la misma
al recurrente o al abogado que lo represente».

«Art. 87.- Cuando la Suprema Corte de Justicia en
funciones de Corte de Casación anule la sentencia recurrida
por incompetencia, enviará el asunto ante la jurisdicción
competente con designación expresa de ésta. Si la sentencia es
anulada por cualquier otro motivo, enviará el asunto a la
misma Corte de Justicia Policial que conoció el caso, la cual, al 
fallar nuevamente el caso, estará obligada a atenerse a la
disposición de la Suprema Corte de Justicia en los puntos de
derecho que hubieren sido objeto de casación».

«Art. 89.- Si la anulación de la sentencia ha sido por
inobservancia de formas, bien sea en la instrucción o en los
debates, el procedimiento se recomenzará iniciando la
instrucción a partir del acto anulado, conforme las reglas
establecidas en este Código».
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LEY 1306-BIS

Sobre Divorcio

CAPITULO I

Art. 1 - (Mod. por la Ley No. 3932 del 20 de septiembre

de 1954). El matrimonio se disuelve por la muerte de uno de

los cónyuges o por el divorcio.

Párrafo I.- «Sin embargo, en armonía con las propiedades
esenciales del matrimonio católico queda entendido que, por el 

propio hecho de celebrar matrimonio católico, los cónyuges

renuncian a la facultad civil de pedir el divorcio, que por esto

mismo no podrá ser aplicado por los Tribunales Civiles a los

matrimonios canónicos».

Párrafo II.- «Las disposiciones contenidas en el párrafo

que antecede se aplicarán a los matrimonios católicos

celebrados a partir del día 6 de agosto de 1954 fecha del canje

de ratificaciones del Concordato intervenido entre la

República Dominicana y la Santa Sede en fecha 16 de junio de

1954, todo de conformidad con el artículo 28, párrafo 1, del

mismo instrumento».

CAPITULO II

 Causas de divorcio

Art. 2.- (Mod. por la Ley No. 2669) Las causas de

divorcio son: 

a) El mutuo consentimiento de los esposos.



b) La incompatibilidad de caracteres justificada por

hechos cuya magnitud como causa de infelicidad de los

cónyuges y de perturbación social, suficientes para motivar el

divorcio, será apreciada por los jueces.

c) La ausencia decretada por el tribunal de conformidad

con las prescripciones contenidas en el capítulo II del título IV

del libro primero del Código Civil. 

d) El adulterio de cualquiera de los cónyuges.

e) La condenación de uno de los esposos a una pena

criminal.

Párrafo.-. No podrá pedirse el divorcio por esta causa si la 

condenación es la sanción de crímenes políticos.

f) Las sevicias o injurias graves cometidas por uno de los

esposos respecto del otro.

g) El abandono voluntario que uno de los esposos haga

del hogar, siempre que no regrese a él en el término de dos
años. Este plazo tendrá como punto de partida la notificación

auténtica hecha al cónyuge que ha abandonado el hogar por el

otro cónyuge.

h) La embriaguez habitual de uno de los esposos, o el uso

habitual o inmoderado de drogas estupefacientes». 

CAPITULO III

SECCION I

Procedimiento del divorcio por causa determinada.
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Art. 3.- Toda acción de divorcio por causa determinada se 

incoará por ante el tribunal o juzgado de primera instancia del

distrito judicial en donde resida el demandado, si éste tiene

residencia conocida en la República; o por ante el de la
residencia del demandante en caso contrario.

Art. 4.- El demandante hará emplazar, en la forma

ordinaria de los emplazamientos al demandado, para que éste

comparezca en persona, o por apoderado con poder auténtico a 

la audiencia a puertas cerradas que el tribunal o juzgado

celebrará el día y a la hora indicados en el emplazamiento; y

dará copia, en cabeza de éste, al demandado, de los

documentos que hará valer en apoyo de su demanda, si los

hubiere.

Párrafo I.- Junto con la demanda el demandante

comunicará al demandado la lista de las testigos que se

proponga hacer oír en la misma audiencia.

Párrafo II.- En toda demanda de divorcio se expresará

sumariamente, a pena de nulidad, el pedimento que respecto de 

la guarda de los hijos hará el demandante, o se hará mención de 
lo que las partes hubieren dispuesto en el contrato celebrado

con este objeto.

Párrafo III. La mujer no necesitará ninguna especie de

autorización para intentar la demanda de divorcio.

Art. 5.- Si alguno de los hechos alegados por el

demandante diere lugar a una persecución contra el

demandado por parte del Ministerio Público, la acción en

divorcio quedará en suspenso hasta que el Tribunal represivo

haya decidido definitivamente.

Art. 6.- Vencido el término del emplazamiento, sea que el 

demandado comparezca o no a la audiencia, el demandante en
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persona o representado, con la asistencia de un abogado,

expondrá los motivos de su demanda, presentará los

documentos en que la apoya, hará oír sus testigos si los

hubiere, y concluirá al fondo.

Art. 7.- Si el demandado comparece a la audiencia, sea en

persona, sea por apoderado, podrá proponer sus observaciones

sobre los motivos de la demanda, sobre los documentos

producidos por el demandante, o sobre los testigos oídos a

requerimiento de éste. También podrá el demandado hacer oír

en la misma audiencia los testigos que desee presentar, contra

los cuales el demandante, por su parte, hará sus observaciones.

El demandado no tiene derecho de hacer oír testigos si no ha

comunicado al demandante la lista de éstos por lo menos dos

días francos antes del día da la audiencia.

Art. 8.- El Secretario redactará acta de la comparecencia

de las partes, de los decires y observaciones de éstas y de sus

confesiones, de las declaraciones de los testigos y de las tachas

a que hayan dado lugar. Se dará lectura de esta acta a las partes, 

a quienes se requerirá que firmen, haciéndose mención en

aquélla de sus firmas o de su declaración de no poder o no

querer hacerlo. Los testigos firmarán el acta al pie de sus

respectivas declaraciones, después de lectura dada y aprobada, 

y si no pueden o no quieren firmar, se hará mención en el acta

de esta circunstancia.

Art. 9.- Las tachas serán juzgadas en la misma audiencia,

sin abandonar el Juez la sala, y se seguirán en todo lo relativo a

la prueba por testigos, en materia de divorcio, la reglas

consignadas en los artículos 282 y siguientes del Código de

Procedimiento Civil, siempre que no se opongan a ellos las
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disposiciones especiales establecidas en la presente ley.

Párrafo.- No darán lugar a ninguna tacha los parientes de

las partes, a excepción de sus hijos y descendientes, ni

tampoco los criados de los esposos en razón de esta calidad.

Art. 10.- Terminada la audiencia, el Tribunal ordenará la

comunicación del expediente al Ministerio Público, para que

dictamine en  el plazo de cinco días francos.

Art. 11.- Antes de ordenar la comunicación del

expediente al Ministerio Público, el Juez podrá ordenar, si lo

estima necesario y si las piezas presentadas en apoyo de la

demanda no son convincentes a su juicio, informativos en la

forma que determina el Código de Procedimiento Civil.

Párrafo .- Cuando el Juez haya ordenado informativos el

Secretario del Tribunal dará copia de la sentencia que los
ordena a la parte demandante para que éste la notifique en

tiempo oportuno a la parte demandada y a los testigos

presentados cuyos nombres figuren en dicha sentencia. La

parte demandada podrá hacer citar los testigos por ella

presentados y que figuren en la referida sentencia.

Art. 12.- Devuelto el expediente por el Ministerio Público 

con el dictamen correspondiente, el Tribunal fallará

admitiendo o desestimando el divorcio. La sentencia se

pronunciará públicamente.

Párrafo I.- Toda sentencia de divorcio por causa

determinada ordenará a cargo de cuál de los esposos quedarán

los hijos comunes, y el Juez deberá atenerse, en primer término 

a lo que las partes hubieren convenido; pero a falta de

convenio estipulado antes de la demanda o en el curso de ésta,

deberá atenerse a las reglas siguientes: a) Todos los hijos hasta

la edad de cuatro años permanecerán bajo el cuidado y amparo
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de la madre, siempre que el divorcio no haya sido pronunciado

contra ésta por las causas enunciadas en el acápites e, f, e i, del

artículo segundo de esta ley; b) Los hijos mayores de cuatro

años quedarán a cargo del esposo que haya obtenido el
divorcio, a menos que el Tribunal, ya sea a petición del otro

cónyuge, o de algún miembro de la familia o del Ministerio

Público, y para mayor ventaja de los hijos, ordene que todos o

alguno de éstos sean confiados, bien al otro cónyuge, o a una

tercera persona.

Párrafo II.- Sea cual fuere la persona a quien se confíe la

guarda de los hijos, los padres conservan el derecho de velar

por el sostenimiento y la educación de éstos y están obligados

a contribuir a ello en proporción con sus recursos.

Art. 13.- Cuando el divorcio se pida por razón de que uno

de los esposos esté condenado a una pena criminal, las únicas

formalidades que deben observarse consisten en presentar al

Tribunal una copia en forma de la sentencia que condene al

cónyuge demandado a una pena criminal, con un certificado

del Secretario del Tribunal que la dictó, atestando que esta

sentencia no es susceptible de ser reformada por ninguna de las 
vías legales ordinarias. El certificado del Secretario será

visado por el Procurador Fiscal de su Tribunal, o por el

Procurador General de la República.

Art. 14.- (Derogado por la Ley No. 2669 de 1950 de fecha 

31 de diciembre de 1950, G.0. 7231).

Art. 15.- Toda sentencia de divorcio por causa

determinada se considerará contradictoria, comparezca a no la

parte demandada, y será susceptible de apelación; esta

apelación se sustanciará y juzgará por la Corte de Apelación

respectiva, como materia sumaria.
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Art. 16.- No será admisible la apelación si no ha sido

intentada en los dos meses a contar de la decha de notificación

de la sentencia.

Art. 17.- En virtud de toda sentencia de divorcio dada en

última instancia, o que haya adquirido la autoridad de la cosa

Juzgada, y salvo que se hubiere interpuesto recurso de

casación, el cual es suspensivo de pleno derecho, el esposo que 

la haya obtenido estará obligado a presentarse en un plazo de

dos meses por ante el Oficial del Estado Civil, para hacer

pronunciar el divorcio y transcribir la sentencia en el registro

del Estado Civil, previa intimación a la otra parte, por acto de

alguacil, para que comparezca ante el oficial del estado civil y

oiga pronunciar el divorcio.

Párrafo.- El oficial del estado civil no pronunciará el

divorcio ni transcribirá la sentencia sino cuando se hayan

cumplido las formalidades establecidas por el artículo 548 del

Código de Procedimiento Civil, y cuando se le demuestre

haber sido hecha la intimación al otro esposo para asistir al

pronunciamiento del divorcio, tal como anteriormente se

dispone en este artículo. El oficial del estado civil que
pronuncie un divorcio sin que se hayan cumplido las

disposiciones que anteceden estará sujeto a la destitución, sin

perjuicio de las responsabilidades civiles a que pueda haber

lugar.

Art. 18.- El plazo de dos meses señalado en el artículo

anterior no comenzará a contarse para las sentencias dictadas

en primera instancia sino después de expirado el plazo de la

apelación; y respecto de las sentencias dictadas en defecto en

apelación después de la expiración del plazo de la oposición.

Art. 19.- El cónyuge demandante que haya dejado pasar

el plazo de dos meses determinados en el artículo diecisiete
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perderá el beneficio de la sentencia por él obtenida, y no podrá

obtener otra sentencia sino por una causa nueva, a la cual, sin

embargo, podrá agregar las antiguas causas.

Art. 20.- Toda sentencia de divorcio se considerará como

no pronunciada, o como extinguida, si antes de llenarse las

formalidades de ley muere uno de los cónyuges.

SECCION II

 Medidas provisionales a las cuales pueden dar lugar 
la demanda de divorcio

Art. 21.- La administración provisional de los hijos

quedará a cargo del marido demandante o demandado, a

menos que el Tribunal no ordene otra cosa a petición sea de la

madre, sea de la familia o del Ministerio Público, para mayor

ventaja de los hijos.

Art. 22.- Tan pronto como se realice cualquier acto o
diligencia relativo al divorcio, dejará de tener efecto la
disposición del artículo ciento ocho del Código Civil que
atribuye a la mujer casada el domicilio del marido. La mujer
podrá dejar la residencia del marido durante el proceso, y
solicitar una pensión alimenticia proporcionada a las
facultades de aquél. El Tribunal indicará la casa en que la
mujer estará obligada a residir y fijará, si hay lugar, la
provisión alimenticia que el marido estará obligado a pagar.
Todas las notificaciones, incluyendo cualesquiera otros actos
preliminares tendientes a establecer la prueba del abandono
del hogar o de otros hechos relativos al divorcio, deberán ser
hechas, bajo pena de nulidad radical y absoluta a su propia
persona, o al fiscal del tribunal que deba conocer de la
demanda, quien practicará las diligencias necesarias para que
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tales notificaciones lleguen a conocimiento de la mujer.

Párrafo.- En todos los casos en que los emplazamientos
tengan que hacerse al fiscal, será obligatorio para el marido
demandante bajo pena de nulidad radical y absoluta, publicar
previamente en un diario nacional de los de mayor circulación
en el país, un aviso durante tres días consecutivos que
contenga advertencia a la mujer demandada, de que, a falta de
información relativa al lugar de su residencia, se procederá a
emplazarla en acción de divorcio ante el fiscal del tribunal que
deba conocer de la demanda. En dicho aviso se expresará cual
es este tribunal, la fecha en que se notificará la demanda al
fiscal, la causa de ésta, el nombre de la parte demandante, el
nombre de la mujer contra quien se dirigirá la demanda, el
lugar de la última residencia que le hubiere conocido el marido 
a su mujer y el día y la hora de la audiencia. Copia inextenso de 
este aviso se dará al fiscal en cabeza de la demanda. El Juez
apoderado del caso declarará irrecible la demanda si no se le
demuestra que se han hecho las publicaciones indicadas, con el 
depósito de los tres ejemplares de los periódicos, certificados
por los impresores, que contengan las tres publicaciones
consecutivas ordenadas por esta Ley.

Art. 23.- La mujer estará obligada a justificar su
residencia en la casa indicada cada vez que se le requiera. A
falta de esta justificación, el marido podrá rehusar la pensión
alimenticia, si por su parte justifica que la mujer ha
abandonado la residencia señalada.

Art. 24.- La mujer común en bienes, demandante o
demandada en divorcio, podrá en todo estado de causa a partir
de la demanda, requerir para la conservación de sus derechos,
la fijación de sellos sobre los efectos mobiliarios de la
comunidad No se levantarán estos sellos sino haciendo un
inventario estimativo, quedando el marido obligado a
presentar los efectos inventariados, o a responder de su valor
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como guardián judicial.

Art. 25.- Toda obligación a cargo de la comunidad, toda

enajenación de inmuebles comunes, hechas por el marido con

posterioridad a la fecha de la demanda, serán anulables si se

prueba que han sido contratadas en fraude de los derechos de la 

mujer.

CAPITULO IV

Del divorcio por mutuo consentimiento
y del procedimiento que debe seguirse

Art. 26.- El consentimiento mutuo y perseverante de los

esposos, expresado de la manera prescrita en la presente ley,

justificará suficientemente que la vida en común les es

insoportable.

Art. 27.- El divorcio por mutuo consentimiento no será

admisible sino después de dos años de matrimonio, como

tampoco lo será después de treinta años de vida común, ni

cuando el esposo tenga por lo menos sesenta años de edad y la

mujer cincuenta.

Art. 28.- ( Modificado por la Ley No. 142, agregando los

párrafos IV y V). Los esposos estarán obligados, antes de

presentarse al Juez que deba conocer de la demanda a: 

1) Formalizar  un inventario de todos sus bienes muebles

o inmuebles; 

2) Convenir a quién de ellos confiase el cuidado de los

hijos nacidos de su unión, durante los procedimientos y

después de pronunciado el divorcio; 

3) convenir en qué casa deberá residir la esposa durante el 
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procedimiento, y cuál la cantidad que, como pensión

alimenticia, deberá suministrarle el esposo mientras corren los

términos y se pronuncia la sentencia definitiva.

Párrafo I.- Todas estas convenciones y estipulaciones

deberán formalizarse por acto auténtico.

Párrafo II.- Una vez cumplidas las anteriores

formalidades, los esposos, personalmente o representados por

mandatarios con poder auténtico, y provistos de los actos en

que consten las estipulaciones a que se refiere el presente

artículo, como asimismo de una copia del acta de matrimonio y 

de las actas de nacimiento de los hijos procreados durante el

matrimonio, se presentarán al Juez de Primera Instancia de su

domicilio, declarándole que tienen el propósito de divorciarse

por mutuo consentimiento, y que, al efecto le piden

proveimiento en forma para establecer su demanda.

Párrafo III.- A falta de los actos de nacimiento, por

ausencia de éstos en los registros del Estado Civil, los actos de

notoriedad tendrán entera validez.

Párrafo IV.- En el caso de cónyuges dominicanos

residentes en el extranjero, las convenciones y estipulaciones

podrán ser redactadas a través de apoderados especiales y

firmadas por éstos por ante un Notario Público de la

jurisdicción que ellos indiquen, en el acto contentivo del

poder. En dichas convenciones y estipulaciones, las partes

otorgarán, de manera expresa competencias a un Juez de

Primera Instancia de la misma jurisdicción señalada por ellos

en el poder, para conocer y fallar sobre el divorcio.

Párrafo V.- Los extranjeros que se encuentran en el país

aún no siendo residentes, podrán divorciarse por Mutuo

Consentimiento, siempre que, hallándose por lo menos uno de
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ellos presente en la audiencia, y el otro representado por

apoderado especial, convengan de manera expresa en atribuir

competencia a un Juez de Primera Instancia, en el acta de

convenciones y estipulaciones levantada por un notario
público de la misma jurisdicción del Tribunal por ellos

señalado. Para el caso previsto en este párrafo, no serán

aplicables las disposiciones del artículo 27 de esta Ley.

Art. 29.- El Juez, en vista de la declaración de los esposos, 

levantará acto de lo expuesto por éstos.

Art. 30.- (Modificado por la Ley No. 142, agregado al

párrafo ll). Después de cerciorarse que se han cumplido todas

las exigencias de la ley para hacer admisible la demanda, el

Juez autorizará ésta, fijando un término de no menos de treinta

ni más de sesenta días para que los esposos comparezcan en

juicio y con vista de todos los actos, pronunciará sentencia

ocho días después de la audiencia.

Párrafo I.- La sentencia deberá ajustarse en todo a las

estipulaciones consignadas en los actos a que se refiere el

artículo 28, los cuales sólo podrán sufrir las variaciones que los 
mismos esposos quieran introducirles el día de la vista de la

causa, por mutuo acuerdo anterior.

Párrafo II.- Para el caso previsto en el párrafo V, del

artículo 28 de esta Ley, el Juez autorizará la demanda fijándola 

dentro del término de tres días para que los esposos

comparezcan en juicio. Terminada la audiencia el tribunal

ordenará la comunicación al Ministerio Público. para que

dictamine en el plazo de tres días francos y el Juez pronunciará

sentencia dentro de los tres (3) días siguientes.

Art. 31.- (Modificado por la Ley No. 142, agregando un

párrafo). Los esposos, o el más diligente de ellos, estarán
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obligados a transcribir en el Registro Civil la sentencia que

haya admitido el divorcio; y hacer pronunciar éste, lo cual

deberá hacerse no menos de ocho días francos después de

pronunciada aquella.

Párrafo.- En el caso previsto en el párrafo V del artículo

28 de esta Ley, una vez dictada la sentencia, se pronunciará el

Divorcio por cualquier Oficial del Estado Civil de la

Jurisdicción del Tribunal que conoció del caso, mediante la

presentación de una copia certificada de la sentencia,

previamente transcrita en el Registro Civil, y el dispositivo de

la misma se publicará en un periódico de circulación nacional.

Art. 32.- La sentencia que ordene el divorcio por mutuo

consentimiento será inapelable, y para su ejecución se

observarán las reglas establecidas por el Código de

Procedimiento Civil, habida cuenta de las formalidades

consignadas en la presente ley.

Art. 33.- Los esposos están obligados a depositar en la

Secretaría todos los documentos pertinentes a la acción en

divorcio por mutuo consentimiento, en los términos
expresados en el artículo 28.

CAPITULO V

Efectos del Divorcio

Art. 34.- Los esposos divorciados que vuelvan a casarse
no podrán adoptar otro régimen que el que los regía
anteriormente.

Art. 35.- La mujer divorciada no podrá volver a casarse
sino diez meses después que el divorcio haya llegado a ser
definitivo, a menos que su nuevo marido sea el mismo de quien 
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se ha divorciado.

Art. 36.- (Modificado por la Ley No. 2669, de fecha 31 de

diciembre de 1950, G.O. 7231), para que diga del siguiente

modo:

“Art. 36.- El esposo contra quien se pronuncie el divorcio

por cualquiera de las causas señaladas en los apartados d), e),

f), g) y h) del artículo segundo, perderá todas las ventajas que

el otro esposo le había hecho, sea por el contrato de

matrimonio, sea durante éste”.

Art. 37.- El esposo que haya obtenido el divorcio

conservará las ventajas que le haya otorgado el otro esposo

aunque las hayan estipulado recíprocas y que esta reciprocidad 

no tenga lugar.

CAPITULO VI

De las excepciones de la inadmisión

Art. 38.- La acción de divorcio se extinguirá por la

reconciliación de los esposos sobrevenida sea después de los

hechos que hayan podido autorizar esta acción, sea despúes de
la demanda.

Art. 39.- En uno y otro caso se declarará no admisible en

su acción al demandante; éste podrá, sin embargo, intentar una

nueva acción por causa sobrevenida después de la

reconciliación, caso en el cual podrá hacerse uso de las

antiguas causas, para apoyar su nueva demanda.

Art. 40.- Si el demandante niega que haya habido

reconciliación, el demandado lo probará sea por escrito, sea

por testigos, en la forma establecida en los artículos siete y
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siguientes.

Art. 41.- Los procedimientos mandados a observar por la

presente ley quedan prescritos a pena de nulidad; y los plazos
en ella consignados se consideran siempre francos.

CAPITULO VII

Art. 42.- De toda sentencia de divorcio por causa

determinada, dentro de los ocho días después de pronunciado

el divorcio, se publicará el dispositivo en uno de los periódicos

de la localidad, con las menciones relativas al

pronunciamiento de divorcio, depositándose un ejemplar del

periódico en la Secretaría del Tribunal dentro de los ocho días

siguientes a la publicación; bajo pena de cien (100) pesos de

multa contra el esposo que haya obtenido el divorcio, sin

perjuicio de la responsabilidad civil en que incurriere por su

negligencia. Si en la localidad en que se admita el divorcio no
hubiere periódico, la publicación del dispositivo se hará en uno 

de los de la provincia o común más próxima.

Párrafo.- Cuando el divorcio se admita por mutuo

consentimiento, las obligaciones que impone el presente

artículo estarán a cargo de ambos cónyuges, bajo la pena ya

expresada.

Art. 43.- Queda derogada la Ley No. Ochocientos

Cuarenta y Tres, (843) sobre Divorcio, promulgada el día

diecinueve de febrero del año ml novecientos treinta y cinco.

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados

en la Ciudad Trujillo, D. de S. D., República Dominicana, a los 

diez y ocho días del mes de mayo del año mil novecientos

treinta y siete, 94° de la Independencia y 74° de la
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Restauración.

Mario Fermín Cabral, Presidente y Dr. Lorenzo E. Brea y

M. de Moya Jr., Secretarios.

DADA en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados

en la Ciudad Trujillo, D. de S. D., República Dominicana, a los 

diez y ocho días del mes de mayo del año mil novecientos

treinta y siete, 94° de la Independencia y 74° de la

Restauración.

Daniel Henríquez V., Presidente y A. Font Bernard y T.

E. Cordero.

Generalísimo Rafael Leonidas Trujillo Molina,

Presidente de la República Dominicana. Benefactor de la

Patria.

En ejercicio de la atribución que me confiere el artículo

treinta y siete de la Constitución del Estado.

Promulgó la presente ley, y mandó que sea publicada en
la Gaceta Oficial para su conocimiento y cumplimiento.

DADO en San Cristóbal, Provincia Trujillo, Residencia 

temporal del Poder Ejecutivo, a los veintiún días del mes de

mayo del año mil novecientos treinta y siete.

                                                  RAFAEL L. TRUJILLO.
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REPUBLICA DOMINICANA

EL CONSEJO DE ESTADO
En Nombre de la República

Número 4807

VISTO el artículo 15 de la Ley de Impuesto sobre

Documentos, No. 2254, del 14 de febrero de 1950;

En uso de los poderes de que estoy investido por las

Leyes sobre Medidas de Emergencia No. 2700, del 28 de enero 

de 1951 y No. 5112, del 24 de abril de 1959;

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el

articulo 54 de la Constitución de la República, dicto el

siguiente:

DECRETO

Art. 1.- El Control de Alquileres de Casas y Desahucios,
establecido por el Decreto No. 5541, del 18 de diciembre de
1948, y sus modificaciones, estará a cargo del Consultor
Jurídico de los Bancos del Estado, quien en lo sucesivo
ejercerá esas funciones con jurisdicción nacional y de acuerdo
con las disposiciones contenidas en el presente Decreto.

Párrafo I.- Los Gobernadores provinciales actuaran
dentro de su jurisdicción, como delegados del Control de
Alquileres de Casas y Desahucios, en todo cuanto se refiera a
los asuntos de su competencia.



Párrafo ll.- El Control de Alquileres de Casas y

Desahucios, así establecido, decidirá originalmente los casos

que le fueren sometidos, de acuerdo con las prescripciones del

presente Decreto.

Párrafo III.- En todos los casos en que los funcionarios

que ejercen el Control de Alquileres de Casas y Desahucios,

figuren como partes interesadas o se encuentren en los casos de 

recusación señalados por el artículo 378, del Código de

Procedimiento Civil la resolución de los mismos

corresponderá, en única instancia, a la Comisión de

Apelaciones que establece el Art. 25 de este Decreto.

Art. 2.- Sin el consentimiento escrito del inquilino, queda

absolutamente prohibido a todo propietario de casas,

apartamientos, piezas, habitaciones, etc., aumentar el precio

del alquiler de los mismos por encima del tipo que actualmente 

se esta pagando por ellos, a menos que sea debidamente

autorizado por una resolución del Control de Alquileres de

Casas y Desahucios.

Párrafo.- El precio del alquiler autorizado por el Control

regirá a partir de la fecha de la resolución que al efecto se

dictare.

Art. 3.- Queda prohibido el desahucio del inquilino de un

inmueble por persecución del propietario, salvo que se haya

ordenado la resiliación del contrato de alquiler por falta de

pago del precio del alquiler; o por utilizar el inmueble

alquilado con un fin diferente para el cual fue alquilado,

siempre que sea perjudicial al propietario o contrario al orden

público o a las buenas costumbres; o por el inquilino

subalquilar total o parcialmente el inmueble alquilado, no

62 Serie “B” Legislación



obstante habérsele prohibido por escrito; o por cambiar la

forma del inmueble alquilado. Cuando el inmueble vaya a ser

objeto de reparación, reedificación o nueva construcción o

cuando vaya a ser ocupado personalmente por el propietario o

su cónyuge, o por parientes de uno de ellos, ascendientes,

descendientes o colaterales hasta segundo grado inclusive,

durante dos años por lo menos, el Control de Alquileres de

Casas y Desahucios autorizara el desalojo.

Párrafo 1.- La sentencia que ordene el desalojo del
inquilino no podrá ser ejecutada, aunque haya sido dictada

ejecutoria no obstante oposición o apelación, sino después de

15 días de notificada, bajo pena de nulidad del procedimiento y 

de la consiguiente responsabilidad civil respecto del

persiguiente y de destitución del alguacil.

Párrafo ll.- En el Distrito Nacional y en las provincias en

donde el Monte de Piedad tenga sucursales, el Alguacil que

ejecutare un desahucio deberá depositar, por cuenta del

inquilino en uno de los almacenes de dicha institución, los

efectos muebles que encontrare en el inmueble desalojado, sin

perjuicio de lo dispuesto por el Art. 2102, del Código Civil y

de los Arts. 819 y siguientes del Código de Procedimiento

Civil (El Decreto 4900 del 13 de junio de 1959 regula esa

materia).

Art. 4.- La solicitud de autorización para iniciar una

acción de desalojo basada en que el inmueble será objeto de

reparación, reedificación o nueva construcción, indicará
claramente la clase de trabajo a realizar, el costo aproximado

del mismo y será acompañada de los planos y permisos

correspondientes que de desenvolverán al solicitante al

cerrarse el expediente.
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Art. 5.- (Modificado del Decreto 6527 del 13 de marzo de

1961, GO 8561). El Control de Alquileres de Casas y

Desahucios no dictará la resolución sobre el particular,

mientras no haya obtenido los informes técnicos que juzgue
convenientes para poder determinar si la obra hace o no

indispensable el desalojo de los inquilinos.

Párrafo a).- Cuando a diligencias del propietario o por

virtud de orden de autoridad competente, el desahucio se ha

obtenido con el propósito de una nueva construcción,

reconstrucción o reparación del inmueble y éste estuviera

ocupado por algún establecimiento comercial o de industria

fabril, amparado por una patente desde cinco años o más con

anterioridad al desalojo, el inquilino tendrá la preferencia de

volver a ocupar dicho inmueble si dentro del plazo de 30 días, a 

contar de la fecha en que el propietario le notifique por acto de

alguacil que va a proceder a la nueva construcción,

reconstrucción o reparación, le manifiesta en la misma forma

al propietario su propósito de volver a ocupar el inmueble por

un alquiler que no excederá del uno por ciento del valor

adquirido por el inmueble por efecto de la nueva construcción,

reconstrucción o reparación.

Párrafo b).- En el caso de que el inmueble objeto de una

nueva construcción, reconstrucción o reparación hubiera

estado ocupado por varios inquilinos en vez de por uno solo, o

en el caso de que dos o más inmuebles colindantes tuvieren que 

ser demolidos con el objeto de hacer de ellos una sola

edificación, el inquilino que se encontrare en las condiciones

indicadas en el párrafo anterior y que haya ocupado la mayor

parte del inmueble o el mayor de los inmuebles objeto de

demolición o que en igualdad de espacio con otro u otros

inquilinos lo haya ocupado por el mayor tiempo en virtud de un 

contrato de alquiler, tendrá la preferencia indicada en dicho
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párrafo, y será la única persona a quien el propietario le deberá

notificar la fecha en que se inicie la nueva construcción,

reconstrucción o reparación del inmueble o de los inmuebles

desalojados.

Párrafo c).- En caso de nueva construcción, recons-

trucción o reparación, el propietario solo estará obligado a lo

prescrito en los párrafos a) y b), si la nueva construcción,

reconstrucción o reparación se adapta a la naturaleza del

negocio o negocios que operaba el inquilino en el antiguo

local.

Párrafo d).- Lo prescrito en los párrafos a), b) y c) de este

artículo, no se aplicara cuando el propietario ocupare la casa

construida de nuevo, reconstruida o reparada, por sí mismo,

con su familia, o con un negocio de su propiedad, o de la de su

cónyuge, o de un familiar o afín suyo, hasta el segundo grado,

inclusive.

 Párrafo e).- El inquilino que obtenga el realquiler de una

casa construida, reconstruida o reparada, no podrá

sub-alquilarla ni en todo ni en parte, ni permitir su ocupación
total o parcial a ningún título por otra persona, sino con una

expresa autorización escrita del propietario. En caso de

violación a esa disposición, el propietario podrá perseguir el

desalojo de la casa por el inquilino en falta, mediante

autorización del Control de Alquileres de Casas y Desahucios,

el cual deberá concederla en este caso. La autorización se

extenderá a todos los sub-inquilinos u ocupantes.

Párrafo f).- Las controversias que se susciten con relación 

a las disposiciones de este artículo, serán de la competencia de

los Tribunales de Primera Instancia, pero antes de iniciarse

cualquier acción, la parte interesada deberá promover una

tentativa de conciliación ante el Control de Alquileres de
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Casas y Desahucios.

TRANSITORIO: Estas modificaciones son aplicables a

todos los casos en los cuales el propietario no haya comenzado
la nueva construcción, reconstrucción o reparación.

Art. 6.- La solicitud de autorización para iniciar una

acción de desalojo basada en que el inmueble será ocupado por 

una de las personas antes indicadas, estará acompañada de una

declaración jurada del propietario que ateste que el inmueble

será ocupado por él personalmente o por uno de los

beneficiarios indicados en el artículo 3, durante dos años, por

lo menos y que no la alquilará ni entregará en ninguna forma

durante ese lapso.

Párrafo.- Salvo los casos fortuitos o de fuerza mayor, el

propietario o el cónyuge o la persona que se haya prevalido de

las disposiciones de este artículo y que en el término de dos

meses después de efectuado el desalojo y por el lapso de dos

años por lo menos no haya ocupado personalmente el

inmueble desalojado, se considerará culpable de violación del

presente Decreto y, por lo tanto, será castigado en la forma
prevista en el articulo 35 del mismo. Si se tratare del

propietario, será condenado, además, al pago adicional de una

suma que represente una cantidad no menor de tres meses ni

mayor de dos años del precio del alquiler. En cualquier caso el

inquilino podrá, asimismo demandar que se reintegre en el

goce del alquiler que disfruta, y en el caso de ordenarse la

reintegración, no estará obligado el propietario al pago de

indemnización a que se refiere este artículo.

Art. 7.- La resolución del Control de Alquileres de Casas

y Desahucios que autorice la iniciación de un procedimiento

de desalojo, especificará la fecha desde la cual y hasta la cual

será efectiva y mencionará el plazo para recurrir en apelación
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contra la misma, según el articulo 26.

Art. 8.- En los casos en que los propietario de casas se

nieguen a recibir de sus respectivos inquilinos el precio de los
alquileres de las mismas, estos últimos podrán depositar en el

Banco Agrícola de la República Dominicana, el valor

correspondiente a dichos alquileres, indicando al hacer el

depósito, el nombre y la dirección del propietario, la calle y el

numero de la casa alquilada y el mes a que corresponda la suma 

depositada. (Ver Ley No. 17/88 del 5 de febrero de 1988).

Art. 9.- Dichas sumas serán recibidas por la Oficina del

Banco Agrícola de la jurisdicción correspondiente como

valores en consignación, en favor de los propietarios de las

casas alquiladas.

Párrafo I.- En los municipios donde no existan

Colecturías de Rentas Internas, el depósito de las sumas ya

indicadas se efectuara en las Tesorerías Municipales

(Derogado implícitamente por la Ley No. 17/88 del 5 de

febrero de 1988).

Párrafo II.- Los referidos valores estarán exentos de todas 
clases de impuestos fiscales o municipales; pero los
certificados que expidan los colectores o los tesoreros, estarán
sujetos a un sello de Rentas Internas de RD$ 1.00 a cargo del
solicitante del Certificado cuando éste de constancia de no
haber consignación o cuando el valor consignado no exceda de 
RD$15.00. (Derogado por la Ley No. 17/88 del 5 de febrero de
1988).

Art. 10.- Toda notificación de Demanda en Desalojo,
intentada contra cualquier inquilino, por la causa de falta de
pago de alquileres, deberá ser encabezada por un Certificado
Expedido por la Oficina del Banco Agrícola de la Jurisdicción, 
según el caso, en el cual conste que el inquilino deudor no ha
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depositado, como valor en consignación, la suma total de los
alquileres adeudados.

Art. 11.- El original de dicho certificado será depositado

por el demandante en el Juzgado de Paz, que conozca la

demanda el cual no podrá dictar ninguna sentencia de desalojo

si dicho deposito no es realizado.

Art. 12.- Los inquilinos de casas que hubieran sido

demandados en desahucios por falta de pago de alquileres,

tendrán oportunidad para cubrir al propietario la totalidad de la 

suma adeudada mas los gastos legales hasta el monto en que

deba ser conocida en audiencia, la demanda correspondiente.

En estos casos, los jueces deben sobreseer la acción, cuando

comprueben que el inquilino ha puesto a disposición del

propietario, el total de alquileres y los gastos adeudados, y que

éste se ha negado a recibirlos .

Art. 13.- Todo inquilino que se encuentre en el caso

previsto en el artículo anterior, podrá depositar el total de los

alquileres y gastos adeudados al propietario, en la Oficina del

Banco Agrícola correspondiente, o llevar dicha suma a la

audiencia para entregarla al propietario o a su representante

legal ante el propio juez que conozca de la demanda, o por s~

mediación.

Art. 14.- Todo propietario que tenga un inmueble con

alquiler y pretenda un aumento en el precio de este, se dirigirá

al Control de Alquileres de Casas y Desahucios por solicitud

escrita que exprese tal propósito. Esta solicitud contendrá en

forma clara y precisa la designación del inmueble, el nombre

del inquilino, el monto del alquiler actual, el aumento

pretendido, así como cualesquiera otras indicaciones que el

Control estime útiles.
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Art. 15.- Cuando un inmueble desocupado haya sido

objeto de reparación o reedificación, el propietario podrá

alquilarlo al nuevo inquilino a un tipo de alquiler que esté en

concordancia con el aumento del valor del inmueble por efecto 
de la reparación o reedificación.

Párrafo:- Cuando se trate de inmuebles de nueva

construcción el propietario podrá alquilarlo siguiendo la

misma norma indicada respecto del valor del arrendamiento.

Art. 16.- En los dos casos del artículo anterior, el

propietario actuará sin previa intervención del Control; pero el

inquilino, cuando el precio del alquiler que le haya fijado el

propietario exceda del uno por ciento mensual sobre el valor

del inmueble incluyendo el solar, podrá recurrir al Control de

Alquileres de Casas y Desahucios para que éste ajustándose a

la norma ya indicada, fije un precio de alquiler equitativo para

las dos partes.

Art. 17.- El inquilino que se encontrare disconforme con

el tipo de alquiler que esté pagando, podrá dirigir al Control de

Alquileres de Casas y Desahucios, una solicitud de rebaja del
mismo, a la cual deberá anexar el recibo que compruebe que no 

tiene ninguna mensualidad pendiente de pago, y deberá

expresar lo que actualmente paga, la disminución a que aspira

y los motivos que aduzca. El Control podrá reducir el alquiler

si fuere excesivo y excediere del 1% del valor de inmueble

incluyendo en solar.

Párrafo.- Esta solicitud podrá ser hecha por el inquilino

aun cuando el alquiler que pague haya sido estipulado por

escrito y aunque haya realizado pagos conforme lo convenido.

Art. 18.- En todos los casos en que el Control esté

facultado por el presente Decreto a aumentar o disminuir el
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precio de los alquileres, tomará en cuenta el avalúo del

inmueble hecho por la Dirección Nacional del Catastro

Nacional, así como los aumentos y reducciones del mismo,

efectuados sobre dicho inmueble y a falta de dicho avalúo, la
situación del edificio, y sus condiciones físicas en el momento

de decidirse cada caso.

Art. 19.- El Control de Alquileres de Casas y Desahucios

no autorizará aumento o rebaja de ningún alquiler antes de

cumplirse cinco (5) meses de haberse iniciado el

arrendamiento.

Art. 20.- Sin embargo, en todos los casos de solicitud de

rebajas de alquiler de las casas que reciban los funcionarios

encargados del Control de Alquileres de Casas y Desahucios

que sean relativos a casas o parte de casa situadas en Ciudad

Trujillo (hoy Santo Domingo) y sus ensanches o

urbanizaciones, se hará una rebaja del 50% del alquiler si la

casa o parte de casa de que se trate, tiene su servicio de

disposiciones de excretas humanas a base de letrina o letrinas,

y no de una instalación sanitaria satisfactoria. Si ha habido

rebaja anterior, la nueva rebaja se hará de modo que unida a la
primera, represente el 50% del alquiler primeramente

rebajado.

Párrafo.- La disposición anterior no será aplicable cuando 

se trate de casas situadas en vías o sitios de Ciudad Trujillo

(hoy Santo Domingo) donde no haya  servicio de agua,

mientras éste sea establecido. En tales casos las solicitudes de

rebaja de alquiler se decidirán por apreciación de las

circunstancias que se tiene en cuenta en esa materia.

Art. 21.- Queda prohibido al propietario realizar en las

casas, apartamientos o habitaciones alquiladas, cualesquiera

maniobras o estratagemas, que tiendan a disminuir las
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condiciones de habitabilidad de las mismas, tales como

clausura de agua o luz supresión parcial o total de techos o

tabiques, etc.

En estos casos el Control de Alquileres de Casas y

Desahucios apoderado por petición de los inquilinos

interesados ordenará el restablecimiento de las condiciones de

habitabilidad de los lugares alquilados a cargo del propietario

independientemente de las sanciones a que hubiera lugar

contra el propietario en falta.

Art. 22.- Todas las disposiciones de este decreto son

aplicables a las relaciones entre inquilinos  y subinquilinos en

cuanto fuera de lugar.

Art. 23.- El  Control de Alquileres de Casas  y Desahucios 

tomará, a las medidas que  crea útiles  para su propia

edificación y podrá solicitar además informes a cualquier

funcionario o empleado público en la obligación de rendir

dichos informes.

Art. 24.- Cualquier caso que no esté previsto en este

Decreto y que no haya asumido carácter judicial, será resuelto

por el Control de Alquileres  de Casas y Desahucios en la

forma en que aconseje el interés público.

Art. 25.- De cualquiera solicitud dirigida al Control de

Alquileres de Casas y Desahucios, se debe informar a la otra

parte interesada concediéndole un plazo para que exponga sus

alegatos.

Art. 26.- (Modificado por el Decreto 6943 del 22 de junio

de 1961, G.O. No.8594 del 16 de agosto de 1961). Habrá una

Comisión de Apelación sobre Alquileres de Casas y

Desahucios, que estará integrada por el Secretario de Estado
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de Justicia, el Secretario de Estado de Interior y Cultos y el

Síndico del Distrito Nacional o por funcionarios que éstos

designen en su representación dentro de sus respectivas

dependencias a la que podrán recurrir en apelación los

propietarios e inquilinos contra cualquier decisión del Control

de Alquileres de Casas y Desahucios con la cual no estuvieren

conformes. Un funcionario o empleado de la Secretaría de

Estado de Justicia, designado por el Secretario, actuará como

Secretario de esta Comisión sin voz ni voto.

Los motivos de inhibición a que se refiere el artículo 1,

párrafo III de este Decreto, se aplicarán también a los

miembros de la Comisión de Apelación quienes serán

reemplazados cuando proceda por sus sustitutos legales,

pudiendo éstos a su vez, hacerse representar en la forma

establecida precedentemente.

Art. 27.- Esta apelación deberá ser hecha por escrito

dentro de los veinte días posteriores a la fecha de remisión de

la resolución recurrida. Los expedientes de apelación se harán

llegar a la Comisión por conducto de los funcionarios que

hubieren actuado en el caso originalmente, después de haber

participado dicha apelación a la otra parte interesada, para que

dicho secretario los someta a la consideración de la

mencionada Comisión de Apelación.

Art. 28.- Para su mejor edificación, la Comisión de

Apelación podrá solicitar las informaciones que crea

pertinentes, así como ordenar cuantas medidas estime útiles.

Art. 29.- La Comisión de Apelación podrá dictar al

Control de Alquileres de Casas y Desahucios cualquier pauta

que considere conveniente para su mejor desenvolvimiento.
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Art. 30.- Los acuerdos de la Comisión de cada sesión se

asentaran, en resumen, en un libro empastado, que estará bajo

la custodia del Secretario de la Comisión, y que será firmado

por todos los miembros en la sesión próxima, si fuere

aprobada.

Art. 31.- Las resoluciones dictadas por el Control de

Alquileres de Casas y Desahucios y por la Comisión de

Apelación serán comunicadas al propietario y al inquilino

interesado.

Art. 32.- Toda solicitud dirigida al Control de Alquileres

de Casas y Desahucios o a la Comisión de Apelación para

obtener un cambio en el tipo de alquiler, deberá llevar sellos de 

Rentas Internas para documentos por un valor de RD$ 3.00 si

se solicita un aumento; RD$2.00, si se solicita una rebaja por

inquilinos que paguen mas de RD$15.00 de alquiler mensual;

las solicitudes de rebaja de alquiler de inquilinos que paguen

hasta RD$15.00 estarán exentas de sellos. Las dificultades de

los propietarios deberán ser hechas por cada inquilino, si tal

fuere el caso.

Art. 33.- Toda solicitud dirigida al Control de Alquileres

de Casas y Desahucios o a la Comisión de Apelación para

obtener el desahucio de un inquilino, por una de las causas
establecidas en el presente Decreto, deberá llevar un sello de

Rentas Internas para documentos de RD$4.00. Las solicitudes

deberán ser hechas por cada inquilino.

Art. 34.- Las resoluciones, tanto del Control de

Alquileres de Casas y Desahucios como de la Comisión de

Apelación estarán exentas del pago de impuestos de sellos de

Rentas Internas sobre documentos. Asimismo, estarán exentas

de pago de este impuesto, los documentos que las partes
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sometan en apoyo de sus instancias.

Art. 35.- Cualquier violación a las disposiciones de este

Decreto o a las resoluciones que se dicten en virtud del mismo,

será castigada de conformidad con las Leyes sobre Medidas de

Emergencia, No. 2700 del 28 de enero de 1951 y No. 5112 del

24 de abril de 1959.3

Art. 36.- Cuando el Control de Alquileres de Casas y

Desahucios tenga denuncia, de parte interesada, de la

violación de cualquiera de las disposiciones del presente

Decreto, o de cualquier resolución basada en el mismo,

comunicara el caso al Procurador Fiscal del Distrito Judicial

correspondiente, para los fines legales.

Art. 37.- Es entendido que todas las cuestiones que

puedan surgir en relación con los Desahucios con posteridad a

las disposiciones del presente Decreto, serán de exclusiva

competencia de las jurisdicciones judiciales .

Art. 38.- El presente Decreto deroga y sustituye los

Decretos No. 5541, del 18 de diciembre de 1948; No. 6823, del 

19 de septiembre de 1950; No. 1803, del 5 de junio de 1956;

No. 3400, del 20 de diciembre de 1957 y No. 4767, del 1ro. de

mayo de 1959, y todas las modificaciones de dichos Decretos;
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así como cualquier otra disposición que le sea contraria.

DADO en Ciudad Trujillo (hoy  Santo Domingo),

Distrito Nacional, Capital de la República Dominicana, a los

dieciséis días del mes de mayo del mil novecientos cincuenta y

nueve, años 115º  de la Independencia, 96º  de la Restauración

y 30º  de la Era de Trujillo.

        HECTOR B. TRUJILLO MOLINA
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Ley de Fomento Agrícola No. 6186

República Dominicana

EL CONSEJO DE ESTADO
En Nombre de la República

Número 6186 

CONSIDERANDO que la producción agícola constituye
para la República Dominicana el elemento básico de su
ingreso nacional, sin que dich aproducción haya recibido hasta 
la fecha los estímulos necesarios para alcanzar su máximo
desarrollo;

CONSIDERANDO que el pueblo dominicano, en gran
parte, permanece excluído de una participación activa en el
cuado económico nacional; 

CONSIDERANDO que todo dominicnao debe tener
acceso a un nivel de ingresos que le asegure una vida decorosa, 
asentada en el disfurte de la vivienda, alimentación, vestuario
y en la posibilidad de satisfacer adecuadamente sus otras
necesidades, en forma tal que lo sitúe en una posición
repetable en la comunidad; 

CONSIDERANDO que el Estado debe alentar el



funcionamiento de un organismo autónomo de crédito, por
medio del cual pueda impartir una política agraria en beneficio
de los productores de diversas categorías económicas y
sociales; 

CONSIDERANDO que es preciso dar impulso a la
iniciativa privada por medio del crédito, en condiciones
adecuadas para aumentar la producción, conservación,
transformación y exportación de los bienes provenientes de las 
actividades agrícolas; 

CONSIDERANDO que es conveniente estimular la
creación de un sistema orgánico de asociaciones cooperativas
como medio de superación social y de ejercicio democrático; 

CONSIDERANDO que se hace necesario dar el mayor
estímulo a la pequeña empresa agrícola y al hogar  que le sirve
de fundamento, por medio de un sistema que combine el
crédito con la educación fundamental; 

CONSIDERANDO que la República debe tener
instrumentos flexibles para su desarrollo agrícola que
viabilicen la mejor utilización de los programas
internacionales;  

HA DADO LA SIGUIENTE

LEY DE FOMENTO AGRICOLA

TITULO PRELIMINAR

Del Fomento Agrícola y de las condiciones
esenciales para lograrlo.

Art.1.- La presente Ley se basa en los siguientes
principios:
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1°.- Fomento agrícola es el proceso encaminado a usar los 

recursos de la agricultura de manera integral y acelerada, para

obtener la óptima producción, a fin de mejorar el nivel de vida

de todos los sectores de la población.

2°.- se entiende que la agricultura abarca cultivos,

ganadería, silvicultura, pesca y actividades afines.

3°.- Las condiciones esenciales para lograr el fomento

agrícola de la República son las siguientes:

a) Que los trabajadores y empresarios disfruten de un

sistema económico social estable, que garantice la satisfacción 

de sus necesidades materiales y espirituales;

b) Que a través de la legislación de reformas agrarias se

haga posible la distribución equitativa de la tierra para

asegurar su adecuado disfrute a todos los agricultores;

c) Que se mantenga un inventario de los recursos

naturales que permita su mejor aprovechamiento, renovación y 

conservación;

d) Que exista una organización económica que estimule

el ahorro y la inversión;

e) Que exista un sistema apropiado de crédito para lograr

una producción agrícola continua que en el curso del tiempo se 

adapte a variaciones eventuales;

f) Que existan servicios de investigación, experimenta-

ción y enseñanza, que doten a los trabajadores y empresarios

agrícolas de conocimientos técnicos que permitan producir

con menor esfuerzo y con mayor eficiencia y rendimiento;

g) Que existan facilidades para adquirir herramientas,

equipos, semillas, reproductores, fertilizantes, pesticidas y

demás elementos;
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h) Que existan servicios para elaborar, transformar,

conservar y vender productos en condiciones razonables; e

i) Que pueda hacerse una distribución proporcional de los 

beneficios de la producción en armonía con los aportes de

trabajadores y empresarios.

TITULO I

Del Banco Agrícola de la República Dominicana

CAPITULO I

De la Organización, Fines y Capital

Art. 2.- El Banco Agrícola de la República Dominicana

que en lo que sigue del texto de esta Ley se denominará

simplemente “el Banco”, es una institución autónoma del

Estado que fue creada por la Ley No. 908, del 1ro. de junio de

1945. Dicho cuerpo legal y sus modificaciones posteriores

quedan sustituidos por la presente Ley.

El Banco es un instrumento de la política agraria del

Estado.

El Banco tiene personalidad jurídica, patrimonio propio y 

plena capacidad para adquirir derechos y contraer

obligaciones. Su duración es ilimitada. Su domicilio principal

radica en Santo Domingo, Distrito Nacional, República

Dominicana.

Art. 3.- El Banco podrá establecer o suprimir sucursales,
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agencias y otras dependencias en los lugares que considere

conveniente, por acuerdo de su Directorio Ejecutivo.

Art. 4.- El Banco se regirá por las disposiciones de esta

Ley y por sus reglamentos, en concordancia con la legislación

monetaria y bancaria vigente.

Art. 5.- El Banco tiene como objetivos fundamentales:

a) Dar las facilidades crediticias necesarias para el

fomento y diversificación de la producción agrícola de la

República Dominicana a fin de elevar el régimen de vida de los 

agricultores y contribuir al desarrollo económico de la nación;

b) Dar ayuda crediticia a las nuevas empresas agrícolas
que se creen al amparo de la Ley de Reforma Agraria; para lo

cual asignará parte de sus recursos del Fondo para Operaciones 

Especiales, en la proporción en que determine el Directorio

Ejecutivo Además, destinará a este fin los fondos que a tal

efecto le proporcione el Estado u otros organismos nacionales

o internacionales;

c) Crear servicios especiales parta propiciar una

explotación agrícola sobre bases racionales;

d) Facilitar, mediante asistencia técnica y financiera, la

organización cooperativa de los agricultores;

e) Contribuir a la estabilización de los precios de los

productos agrícolas, destinando los fondos que a este fin le

asigne el Estado u otros organismos nacionales e

internacionales.

Art. 6.- A  fin de alcanzar los objetivos señalados en el

artículo anterior, el Banco está facultado para:

a) Conceder préstamos a corto, mediano y largo plazo

destinados a la producción agrícola;

80 Serie “B” Legislación



b) Crear servicios de asistencia técnica y de provisión o

abastecimiento a los agricultores;

c) Crear y administrar almacenes generales de depósitos;

d) Instalar y administrar establecimientos para beneficiar

productos agrícolas;

e) Emitir o avalar valores, recibir depósitos, descontar,

redescontar y obtener anticipos o cualquier otro tipo de

préstamos del Banco Central;

f) Obtener financiamientos de cualquier clase de

organismos nacionales o internacionales para ser aplicados a

las operaciones propias de la institución, para lo cual sólo se

requerirá la aprobación del Directorio Ejecutivo;

g) Realizar además todas las operaciones que estén de

acuerdo con sus objetivos.

Art. 7.- El capital pagado del Banco es de cincuenta

millones de pesos oro dominicano.

El Banco tendrá además un fondo para Operaciones

Especiales. Dicho fondo se constituirá con las participaciones

y utilidades netas que establecen los artículos 106 y 107 de esta 

Ley y con los aportes que hagan el Estado y otros organismos

para su integración o incremento.

Los recursos ordinarios de capital del Banco, deberán

siempre mantenerse, utilizarse, comprometerse, invertirse o de 

cualquier otra manera disponerse en forma completamente

independiente de los recursos del fondo.

Los balances del Banco deberán mostrar separadamente

las operaciones ordinarias y las operaciones del fondo. El

Banco deberá establecer las demás normas administrativas que 
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sean necesarias para asegurar la separación efectiva de las dos

clases de operaciones.

Los recursos ordinarios del capital del Banco en ninguna

circunstancia serán gravados ni empleados para pagar deudas

y responsabilidades ocasionadas por operaciones para las

cuales se hayan empleado o comprometido originalmente

recursos del fondo, salvo lo dispuesto en el Art. 106.

Art. 8.- (Ley 659/65. G. O. 8935. Modificado por la Ley

367 del 30 de agosto, 1972. G. O. No. 9276 del 9 de

septiembre, 1972). En el Banco se establecerá un Fondo

Especial para el Desarrollo Agropecuario, el cual será

regulado por las disposiciones que dicte el Poder Ejecutivo, y

será dirigido por un Comité Coordinador cuya integración la
hará también el Poder Ejecutivo, y que se encargará de la

coordinación y control de los recursos que se destinen para la

ejecución de los programas específicos de desarrollo

agropecuario, a los cuales podrán estar ligados aquellos

departamentos, instituciones, entidades y organismos públicos 

y/o autónomos que realizan o pueden realizar actividades

comprendidas dentro del sector agropecuario. El Comité

Coordinador dictará los reglamentos y podrá celebrar los

acuerdos o convenios que estime necesarios para el

desempeño de sus funciones y el Banco en su propio nombre,

podrá otorgar préstamos en las áreas que más adelante se

señalaran, con o sin garantía, a la tasa de interés y el término,

estipulaciones y condiciones que determine dicho Comité.

El mencionado Fondo se nutrirá de los aportes que hará el 

Estado con cargo al Presupuesto Nacional con los recursos

provenientes de préstamos que se contraten con instituciones

de crédito nacionales o internacionales, con las recuperaciones 
provenientes de las operaciones propias del Fondo, con el
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producto de la venta de servicios y con cualquier clase de

aportes tales como donaciones, contribuciones y legados. Los

recursos que contituyen el Fondo serán depositados en el

Banco Central de la República Dominicana en una cuenta
abierta a nombre del Fondo Especial para el Desarrollo

Agropecuario, la cual será operada de conformidad con las

disposiciones que dicte al respecto el Comité Coordinador.

Con cargo a estos recursos y previa aprobación del Comité

Coordinador y del Poder Ejecutivo, el Banco podrá hacer

aportes no recuperables para financiar total o parcialmente

proyectos específicos de desarrollo agropecuario  en las

siguientes áreas:

a) Crédito Agropecuario;

b) Desarrollo Tecnológico;

c) Reforma Agraria Integrada;

d) Comercialización Nacional Agropecuaria;

e) Desarrollo de la Comunidad;

f) Programa Forestal;

g) Programa Nacional de Riego;

h) Educación Media y Capacitación Agropecuaria;

i) Desarrollo Pesquero;

j) Catastro, Capacidad Productiva y Recursos;

k) Otros que se definan posteriormente.

Párrafo I.- Asimismo, el Banco podrá recibir recursos del
Estado y de otros organismos nacionales e internacionales para 
constituir fondos dedicados a propósitos específicos tales
como el crédito agrícola supervisado. Estos últimos recursos
serán prestados por el Banco según los términos que se
establezcan en los respectivos contratos.
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Párrafo II.- Los Bienes muebles e inmuebles del Banco,

institución pública del Estado, no podrán ser embargados por

personas físicas o moral alguna con excepción de las

instituciones financieras de las cuales haya obtenido

préstamos, adelantos o redescuentos. Los préstamos o créditos

concedidos por el Banco y los intereses devengados por los

mismos, prescribirán cuando haya transcurrido un lapso de 20

(veinte) años a contar de la fecha del vencimiento del término

por lo cual fue contratado el préstamo, y a contar de la fecha en

que sean exigibles los intereses respectivamente, excepto

aquellos préstamos e intereses  que hayan prescrito de acuerdo

al derecho común a la fecha en que entre en vigor la presente

ley”.

Art. 9.- El Banco será el depositario de los fondos de la

Reforma Agraria y tendrá a su cargo, por cuenta del Instituto

Agrario Dominicano, la cobranza a los agricultores del precio

de las tierras que éstos adquieran de dicho Instituto.

CAPITULO II

Del Gobierno del Banco

SECCIÓN I

De los Organos del Gobierno

Art. 10.- (Ley 133/67- G.O. 9030).- El Banco estará
regido por el Directorio Ejecutivo y por el Administrador
General.
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SECCIÓN II

Art. 11.- Derogado.- (Ley 133/67 – G.O. 9030).

Art. 12.- Derogado.- (Ley 133/67 – G.O. 9030).

SECCIÓN III

Del Directorio Ejecutivo y el Administrador General

Art. 13.- El Directorio Ejecutivo ejercerá la

administración del Banco, cuyas actividades estarán bajo el

cuidado inmediato del Administrador General.

Art. 14.- (Ley 133/67 – G.O. 9030).- El Directorio

Ejecutivo estará integrado por el Administrador General, el
cual tendrá como suplente al subadministrador general, y por

seis miembros titulares con seis suplentes, designados todos

por el Poder Ejecutivo.

Art. 15.- (Ley 133/67 – G.O. 9030).- El Directorio

Ejecutivo se reunirá ordinariamente por lo menos dos veces al

mes a convocatoria del Administrador General. Habrá quórum

con la concurrencia de la mayoría y producirá resolución con

cuatro votos concordantes.

Art. 16.- El  Administrador General del Banco Agrícola

será designado por el Poder Ejecutivo, así como también el

Subadministrador General, quien hará las veces de 

Administrador General en caso de ausencia del primero.

Art. 17.- (Ley 133/67 – G.O. 9030).- El Administrador

General presidirá con voz y voto las reuniones del Directorio

Ejecutivo.

Art. 18.- (Ley 133/67 – G.O. 9030).- Sólo podrán ser
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miembros del Directorio Ejecutivo, las personas que hayan

demostrado reconocida capacidad en las actividades

económicas, bancarias o agrícolas y que gocen de sólida

reputación moral.

No podrán ser miembros del Directorio Ejecutivo del

Banco:

            1)  (Ley 199/67 – G.O. 9058).- Las personas menores de

25 años.

2) Los miembros del Congreso Nacional.

3) Los miembros del Poder Judicial.

       4) Los funcionarios o empleados de empresas bancarias

privadas.

5) Las personas a quienes esté prohibido el ejercicio del

comercio o que no gocen de plena capacidad política o que

hayan sufrido sanción judicial por delito que las hagan

desmerecedoras del concepto público.

Art. 19.- (Ley 133/67 – G.O. 9030).- Son atribuciones y

deberes del Directorio Ejecutivo:

1) Establecer la organización interna del Banco y aprobar

los reglamentos generales del mismo.

2) Modificado (Ley No.367 del 30 de agosto de 1972.

G.O. No. 9276 del 9 de septiembre de 1972). Señalar la política 

crediticia del Banco y los requisitos y modalidades de las

operaciones en lo relativo a plazos, montos, tipos de intereses,

descuentos y la relación del valor de los préstamos que

conceda el Banco con el valor comercial de los bienes muebles

y/o inmuebles que los garanticen.

3) Resolver sobre todas las solicitudes de créditos;
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4) Aprobar la Memoria Anual, el Balance  y el Estado de

Ganancias y Pérdidas que someterá el Administrador General;

5) Aprobar el presupuesto anual de gastos del Banco;

6) Acordar la publicación de un estado semestral de las

condiciones financieras del Banco y cualquier otro informe

exigido por las leyes; 

7) Revisar la composición de la Cartera y analizar las

disponibilidades de fondos invertibles anualmente, a fin de

que determine los montos máximos de préstamos que pueda

concederse por persona o actividad productiva;

8) Aprobar la emisión de valores;

9) Establecer las Juntas de Crédito, comisiones u otros

organismos necesarios para el ejercicio o cumplimiento de las

funciones del Banco, acordar el nombramiento de sus

miembros y determinar sus deberes y facultades;

10) Acordar poderes de dominio, administración,
transacción y cuantos otros fueren necesarios;

11) Disponer el ejercicio de las acciones judiciales y

extrajudiciales que corresponden al Banco;

12) Dispone la compra, venta o arrendamiento de bienes

inmuebles;

13) Acordar la obtención de financiamiento y servicios

con organismos nacionales o extranjeros;

14) Delegar total o parcialmente las funciones señaladas

en los incisos 3) y 11) de este artículo, en juntas, comisiones o

funcionarios del Banco;

15) Cumplir y hacer cumplir la Ley y los reglamentos

internos del Banco;
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El  Directorio podrá revocar o modificar las resoluciones

de las juntas o comisiones, sin perjuicio de terceros.

Art. 20.- (Ley 133/67 – G.O. 9030).- El Administrador
General y Subadministrador General no podrán hacer

negocios propios con el Banco, directa o indirectamente, ni

comprometer su firma particular para garantizar obligaciones

de terceros, tampoco podrán tener cargos directivos en

sociedades agrícolas, industriales o comerciales.

Las solicitudes de crédito en que tengan interés los

parientes de los funcionarios mencionados en el párrafo

anterior, así como de los miembros del Directorio Ejecutivo,

dentro del cuarto grado de consanguinidad y el segundo de

afinidad, serán tramitadas por los funcionarios del Banco que

sean ajenos al parentesco. La aprobación de dichos créditos

corresponderá a la Junta Monetaria.

CAPITULO III

De la Administración General y de los
 Funcionarios y Empleados

Art. 21.—El Administrador General será el representante

legal del Banco. La ejecución de los negocios del Banco estará

a cargo del Administrador General, quien podrá delegar sus

facultades en el Subadministrador General y en otros

funcionarios con autorización del Directorio Ejecutivo.

Art. 22.—El Subadministrador General actuará como

colaborador del Administrador General. En caso de ausencia

del Administrador General lo sustituirá el Subadministrador

General.
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Art. 23.— (Ley 133/67. G. O. 9030).—Son deberes y

atribuciones del Administrador General:

1) Cumplir y hacer cumplir las resoluciones del
Directorio Ejecutivo, pudiendo suspender las ejecuciones de

éstas cuando así lo creyere indispensable, dando cuenta de

inmediato a dicho Directorio;

2) Informar al Directorio Ejecutivo sobre los aspectos

más importantes de su gestión, disposiciones que dicte y

propuestas que reciba sobre asuntos que deben ser de

conocimiento de aquél;

3) Velar por la buena marcha de los negocios, el orden de
las oficinas y la eficiencia en el trabajo del personal. A tales
efectos le quedan supeditados todos los empleados del Banco;
pudiendo suspenderlos en sus cargos provisionalmente;

4) Preparar los balances y el Estado de Ganancias y
Pérdidas, así como la Memoria Anual, y someterlos a la
aprobación del Directorio Ejecutivo;

5) Contratar técnicos nacionales o extranjeros por el
período y bajo las condiciones que considere necesarios.

Art. 24.- (Ley 133/67. G. O. 9030). El Secretario será
nombrado y removido libremente por el Directorio Ejecutivo,
de una terna que presentará el Administrador General y tendrá
a su cargo los libros de actas de dicho organismo y las demás
funciones propias de su designación.

El Administrador General suscribirá las Certificaciones
que expida el Secretario, las cuales tendrán con ese requisito la
condición de documento fehaciente en cuanto se relacione con
los asientos de los libros y registros autorizados del Banco.

Art. 25. El Directorio Ejecutivo reglamentará el sistema
de oposición para el ingreso, organización del personal, los
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ascensos y cancelaciones.

Art. 26. (Ley 133/67. G. O. 9030.).—No podrán ser
empleados ni funcionarios del Banco los parientes de los
miembros del Directorio Ejecutivo, del Administrador
General y el Subadministrador General, dentro del cuarto
grado de consanguinidad y el segundo de afinidad. Esta
disposición no se aplicará a los funcionarios y empleados que
formen parte del personal del Banco con anterioridad a la
designación que se hiciera para cualquiera de los cargos
mencionados.

CAPITULO IV

De las Juntas de Crédito

Art. 27.—El Directorio Ejecutivo podrá delegar la
facultad d e aprobar los créditos, dentro de los límites que el
mismo determine en los órganos siguientes:

a) Juntas Locales de Crédito;

b) Juntas Regionales de Crédito; 

c) Junta Central de Crédito.

El funcionamiento, deberes y atribuciones de estas juntas
será establecido en un reglamento que se denominará
“Reglamento General de Crédito”.

Art. 28.—Las Juntas Locales de Crédito funcionarán en
cada una de las sucursales y se integrarán por el Gerente y dos
funcionarios de la Sucursal designados por el Administrador
General. Los respectivos suplentes serán designados por el
Administrador General.

Art. 29.—Las Juntas Regionales de Crédito funcionarán

en los lugares que acuerde el Directorio Ejecutivo y se
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integrarán por el Gerente, el Contador de la Sucursal elegida

como sede y el Gerente de la Sucursal de donde proceda la

solicitud o solicitudes de créditos. El Directorio Ejecutivo

designará los respectivos suplentes.

Art. 30.—Mod. (Ley No. 367 del 30 de agosto, 1972. G.

O. No. 9276 del 9 de sept., 1972). La Junta Central de Crédito

estará integrada por el Administrador General, quien la

presidirá, el cual tendrá como suplente al Subadministrador

General, el Gerente de Créditos y Operaciones y el Gerente

Financiero; y por dos suplentes designados por el Directorio

Ejecutivo del Banco. Este organismo se reunirá por lo menos

una vez a la semana y sus decisiones serán adoptadas por

Resoluciones que deberán ser firmadas por los miembros que

la integran, y además serán numeradas y conservadas en orden

cronológico.

CAPITULO V

De la Organización Interna

Art. 31.—La organización interna del Banco y todo lo

relativo al personal quedará comprendido en un reglamento

que se denominará “Reglamento General Interno”. Dicho

Reglamento será revisado por lo menos anualmente.

Art. 32.— La organización administrativa se establecerá

a base de departamentos y secciones, que estarán a cargo de los 

funcionarios correspondientes.

El Banco creará además los servicios que sean necesarios

para cumplir los objetivos señalados en la presente Ley y los

coordinará con los que existan en las diversas dependencias

del Estado.
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CAPITULO VI

De las Operaciones del Banco

Art. 33.—El Banco podrá efectuar las operaciones

siguientes:

  A.- Operaciones Bancarias Activas.

Conceder préstamos directamente o por medio de las

asociaciones y comisiones de crédito agrícola en los términos

y condiciones establecidos en esta Ley.

 B.- Operaciones Bancarias Pasivas.

  a) Emitir cédulas hipotecarias, bonos generales y otros  

valores y avalar los emitidos por otras entidades;

  b) Descontar y redescontar documentos de crédito y

obtener anticipos y préstamos en el Banco Central de la

República Dominicana u otros bancos u organismos

nacionales o extranjeros;

  c) Recibir depósitos;

  C.- Operaciones Especiales

a) Suscribir acciones de las asociaciones de crédito

agrícola;

b) Adquirir bienes, muebles o inmuebles, para

traspasarlos a título oneroso a dichas asociaciones;

c) Conceder préstamos de rehabilitación a cultivadores

pequeños aunque no tengan suficiente capacidad de pago, por

un monto no superior a trescientos pesos;
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d) Conceder préstamos para la habilitación de terrenos o

fomento de cultivos, cuyo desarrollo sea conveniente a la

economía de la nación;

e) Derogado (Ley No. 367 del 30 de agosto, 1972. G. O.

No. 9276 del 9 de sept. 1972).

f) Recibir en consignación maquinarias y equipos

agrícolas u otros bienes necesarios a la producción, para su

venta por cuenta y riesgo de sus consignadores;

g) Contratar seguros contra toda clase de riesgos por

cuenta de sus clientes;

h) Establecer servicios destinados a la investigación o

divulgación de asuntos relacionados con la agricultura.

D.-Operaciones No Denominadas.

Además de las operaciones indicadas en los incisos

anteriores, el Banco podrá efectuar cualesquiera otras que

concuerden con los objetivos consignados en la presente Ley.

Art. 34.—Los fondos procedentes de descuentos,

redescuentos y anticipos, a corto plazo, no podrán utilizarse en

operaciones a mediano o a largo plazo, las cuales se harán con

el capital y demás recursos consignados en la presente Ley.

Las operaciones especiales se financiarán con el Fondo y

reservas de previsión dedicados a las mismas.

Los préstamos de organismos nacionales distintos al

Banco Central o internacionales, serán utilizados y

administrados de acuerdo con lo que se estipule en los

contratos respectivos.
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CAPITULO VII

Emisión, Custodia, Sorteo y Cancelación de Valores

SECCION I

De la Sección de Emisión de Valores

Art. 35. El Banco tendrá una sección especial para emitir

y redimir cédulas hipotecarias y demás valores, que se
denominará “Sección de Emisión de Valores”, al frente de la

cual estará el Jefe de Emisión.

La custodia de los documentos que garanticen la emisión

de cédulas hipotecarias y demás valores corresponderá al Jefe

de Emisión y a un Custodio. Dichos documentos se

mantendrán en cajas o compartimientos dentro de una bóveda,

bajo doble combinación.

Art. 36.—El Jefe de Emisión y el Custodio, responsables

por la custodia de los documentos que garanticen la emisión de 

cédulas hipotecarias y demás valores, estarán cubiertos por

pólizas de fianza cuyas primas pagará el Banco. 

El Directorio Ejecutivo determinará los riesgos a cubrir y

el monto del seguro, así como la empresa aseguradora.

Art. 37.—El Jefe de Emisión será personalmente

responsable ante el Banco por la entrega de cédulas
hipotecarias y demás valores que, sin cumplir las

prescripciones de la Ley y de los reglamentos especiales, haga

a otras dependencias del Banco o al público.

Art. 38.—Son atribuciones del Jefe de Emisión las

siguientes:
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a) Preparar un informe en relación con las emisiones de

cédulas hipotecarias y demás valores del Banco, y sobre el aval 

de valores ajenos que el Administrador General proponga al

Directorio Ejecutivo;

b) Llevar cuentas y estados que indiquen: 1) la capacidad
máxima de cédulas hipotecarias y demás valores propios que
el Banco pueda emitir, y de valores ajenos que pueda avalar; 2) 
las cantidades de valores que deban retirarse de la circulación
por compra o por sorteo, o las garantías que deban reponerse
para mantener el margen de respaldo establecido por la Ley;

c) Preparar las actas de emisión, sorteo y cancelación de
cédulas hipotecarias y demás valores emitidos por el Banco,
así como autorizarlas con su firma;

d) Suscribir, conjuntamente con los funcionarios del
Banco que el Directorio Ejecutivo designe, las escrituras de
emisión de valores avalados por el Banco; 

e) Firmar las cédulas hipotecarias y demás valores
emitidos por el Banco, y los valores ajenos avalados por el
mismo;

f) Redactar y someter al Directorio Ejecutivo, para su
aprobación, todo el material de propaganda, incluyendo
prospectos relacionados con la oferta de cédulas hipotecarias y 
demás valores, así como los avisos relativos a emisión, sorteo
y cancelación de los mismos, y examinar en su caso,
prospectos preparados por otras instituciones;

g) Estudiar los mercados en los cuales las cédulas
hipotecarias y demás valores emitidos por el Banco, o valores
ajenos avalados por el mismo, tengan o puedan tener
aceptación, presentando informes periódicos al Directorio
Ejecutivo;

h) Redactar y someter a la consideración del Directorio
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Ejecutivo, para su aprobación, el texto y la forma de las
cédulas hipotecarias y demás valores que el Banco se
proponga emitir;

i) Seleccionar y proponer al Directorio Ejecutivo, de
entre firmas grabadoras de valores de reconocida competencia
internacional, la que haya de encargarse de la grabación o
impresión de los formularios de cédulas hipotecarias y demás
valores;

j) Sacar a concurso entre artistas nacionales residentes en
cualquier parte y entre artistas de cualquier nacionalidad
residentes en el país, las estampas alegóricas que deban
adornar las cédulas hipotecarias y demás valores; 

k) Presenciar la impresión de las contramarcas que tengan 
que hacerse en el país a las cédulas hipotecarias y demás
valores emitidos por el Banco;

l) Custodiar los libros de actas de Emisión, de Sorteos y
de Cancelación de Valores;

ll) Preparar la información financiera y de otra clase que
el Banco habrá de suministrar periódicamente a los
inversionistas reales o en potencia, incluyendo la información
necesaria sobre el estado de las garantías de las cédulas
hipotecarias y demás valores emitidos.

SECCION II

De la Capacidad para Emitir y Avalar 

Art. 39.—El Banco podrá emitir los siguientes valores: 

a) Cédulas Hipotecarias; 

b) Bonos Generales; y 
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c) Cualquier otra clase de valores.

El Banco podrá actuar como fiduciario de valores de

empresas que produzcan o utilicen artículos agropecuarios.

Art. 40.—El monto de las emisiones de cédulas

hipotecarias y demás valores emitidos o avalados por el Banco

no podrá exceder:

a) Del importe de los préstamos en vigor, cuyos

documentos se encuentren debidamente depositados en la

Sección de Emisión;

b) De cinco veces la suma del Capital y reserva de

Capital;

Las emisiones serán hechas tomando en consideración las 

limitaciones que correspondan a los tipos de interés y

vencimiento de las garantías que las respaldan.

Art. 41.—El Banco podrá emitir cédulas hipotecarias
nominativas o al portador, con vencimiento hasta de
veinticinco años. También podrá avalar obligaciones o bonos
hasta de veinticinco años de plazo, emitidos por terceros,
pactando una retribución adecuada por esos servicios.

Art. 42.—Las cédulas hipotecarias deberán estar
respaldadas totalmente por hipotecas constituidas de
conformidad con la presente Ley.

Art. 43.—El Banco podrá emitir Bonos Generales
nominativos o al portador, que tendrán la cobertura y el plazo
que en cada caso acuerde el Directorio Ejecutivo.

Art. 44.—Los Bonos Generales deberán estar también
respaldados totalmente por obligaciones cuyas garantías
hayan sido depositadas en la Sección de Emisión.

Art. 45.- El Banco podrá expedir certificados

provisionales representativos de cédulas hipotecarias y demás
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valores que el mismo emita, los cuales serán canjeados por los

títulos definitivos que representen en la fecha determinada en

ellos. Los certificados provisionales de valores serán siempre

nominativos.

Art. 46.—(Ley 225/67. G. O. 9064).—Las cédulas
hipotecarias y demás valores que emita el Banco gozarán de la
garantía ilimitada del Estado.

SECCION III

Del Texto de las Cédulas Hipotecarias
 y demás valores

Art. 47.—Las cédulas hipotecarias y demás valores

constarán de tres partes: el talón, el texto y el ala de cupones;

las cuales formarán un solo cuerpo. La primera parte quedará

en poder del Jefe de Emisión y del Custodio y las otras dos

partes se entregarán al inversionista.

Art. 48.—Los valores emitidos por el Banco deberán

expresar: su valor nominal, fecha y lugar de emisión, serie,

tipo de interés, frecuencia de pago y plazo de amortización,

lugar de pago del capital e intereses y constancia del registro

en el Departamento de Emisión.

Art. 49.—Los valores se redactarán en castellano si bien

podrán contener traducciones de su texto, o de resúmenes del

mismo, en otros idiomas.

Art. 50.—Los valores se emitirán en series, debiendo
corresponder a cada clase de valor un color diferente. Cada
uno de los valores emitidos por el Banco llevará su numeración 
correlativa, dentro de la serie correspondiente.
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Art. 51.—Los valores se redactarán, grabarán o

imprimirán de modo que no puedan confundirse con billetes de 

Banco o con otros valores de distinta denominación o serie.

Art. 52.—Las condiciones de plazo, interés y fecha de

servicio serán las mismas para los valores de una misma serie.

Art. 53.—Los valores llevarán el sello seco del Banco, el

cual será puesto al momento de efectuarse la emisión.

Art. 54.—Los valores serán firmados por el Administra-

dor General y el Jefe de Emisión. La firma del primero podrá

ponerse en facsímil. La del Jefe de Emisión deberá ser puesta

de puño y letra, en cada valor.

Art. 55.—Los valores emitidos por el Banco y los

avalados por el mismo llevarán en su texto la expresión de

haber sido aprobados por la Junta Monetaria.

Art. 56.—Las denominaciones de los valores emitidos

por el Banco serán fijadas en cada caso por el Directorio

Ejecutivo.

Art. 57.—Las denominaciones de los valores avalados

por el Banco serán aprobadas en cada caso por el Directorio

Ejecutivo.

Art. 58.—El monto de los valores que el Banco podrá

avalar a una empresa será determinado en cada caso por el

Directorio Ejecutivo, previo informe del Jefe de Emisión sobre 

las posibilidades del mercado en relación con aquellos y las

condiciones económico-financieras de la empresa.
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SECCION IV

De la Emisión de Cédulas Hipotecarias
 y demás valores

Art. 59.—El Jefe de Emisión presentará un informe

razonado sobre cada emisión de valores del Banco, o sobre

aval de valores emitidos por terceros, que se proyecte efectuar, 

acompañando certificación del Auditor que indique

específicamente la existencia de la cobertura suficiente que

serviría de respaldo.

Art. 60.—La emisión se hará en un solo acto con

asistencia del Administrador General, el Jefe de Emisión, el

Auditor del Banco y un Delegado de la Junta Monetaria.

Se levantará un acta en la cual se hará constar: 

a) Monto de Emisión;

b) Denominación; 

c) Tipo de interés; 

d) Vencimiento de los valores; 

e) Número de registro de los valores; 

f) Nombres de los que autorizarán los valores; 

g) Garantías que respaldan la emisión;

h) Cualquier otro detalle que se considere conveniente

para la seguridad de los valores.

Al Acta se agregarán modelos de las diversas

denominaciones de los valores, las cuales serán firmadas por

las personas que suscriban aquella.
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Art. 61.—Las actas relativas a emisiones de valores se

asentarán en el libro especial, encuadernado y debidamente

legalizado que guardarán el Jefe de Emisión y el Custodio

conjuntamente.

Art. 62.—El texto de los títulos correspondientes a los

valores a los cuales el Banco les otorgue su aval será aprobado

por el Directorio Ejecutivo a propuesta del Jefe de Emisión,

previo informe del Departamento Legal.

SECCION V

De la Impresión de las Cédulas Hipotecarias
 y demás valores

Art. 63.— Las cédulas hipotecarias y demás valores

deberán ser hechos por el procedimiento de grabado en acero u 

otro igualmente seguro, en papel adecuado.

Art. 64.—El Directorio Ejecutivo, a propuesta del Jefe de
Emisión, designará la empresa que deberá grabar o imprimir

los valores.

Art. 65.—El Jefe de Emisión y el Custodio, conjuntamen-

te, deberán guardar las matrices correspondientes al grabado o

impresión de valores en la forma que determine el Directorio

Ejecutivo.

Art. 66.—Los formularios de valores que el Banco

tuviere para emisiones futuras se conservarán en depósito bajo

la responsabilidad del Jefe de Emisión y el Custodio

conjuntamente.

Art. 67.—Autorizada una emisión, el Jefe de Emisión

procederá a retirar del depósito de formularios de valores el
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número de ejemplares necesarios para que sean impresos en

los mismos los datos variables, tales como fecha, número de

registro, tipo de interés, serie y vencimiento.

Art. 68.—La impresión de los datos variables se hará en
presencia del Jefe de Emisión y del Auditor del Banco, en un
taller local designado por el Directorio Ejecutivo.

Art. 69.—Cuando en la impresión a que se refiere el
artículo anterior se inutilizaren ejemplares de formularios de
valores, éstos serán relacionados en el acta de emisión y el Jefe
de Emisión los perforará con troquel, en forma tal que resulte
evidente que no podrán circular como valores.

Art. 70.—Cuando en una serie vaya a ser usado menor
número de los cupones que los que contenga el ala del
formulario, se desprenderán los sobrantes para ser utilizados
haciéndose relación de ellos en el Acta de Emisión respectiva.

Art. 71.—Para fines de propaganda o estudio, podrán
tenerse muestras de valores que estarán cruzadas con la frase
“muestra sin valor”.

Estos formularios estarán bajo el cuidado del Jefe de
Emisión que llevará un registro de las personas a quienes se les 
entreguen.

SECCION VI

De la Redención de los Valores

Art. 72.—Los valores emitidos por el Banco serán

pagados a su vencimiento o redimidos antes por la compra o

por sorteo.

Art. 73.—Los valores emitidos por el Banco serán

adquiribles por el propio Banco y admisibles como inversiones 
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de cajas de retiros, y otras entidades, así como para constituir

depósitos o fianzas en igualdad de condiciones que los Bonos

del Estado.

Art. 74.—Los valores avalados por el Banco serán

reembolsables a su vencimiento o redimibles antes por

compras o por sorteos.

Art. 75.—Los sorteos de valores emitidos o avalados por

el Banco se practicarán por las cantidades y en las fechas que

determine el Directorio Ejecutivo con no menos de cuatro

votos conformes, teniendo a la vista informe razonado del Jefe

de Emisión, sobre la necesidad de retirarlos de la circulación.

Art. 76.—La compra de valores emitidos o avalados por

el Banco se practicará por las cantidades que determine el

Directorio Ejecutivo con no menos de cuatro votos conformes, 

teniendo a la vista informe razonado del Jefe de Emisión sobre

su necesidad o conveniencia.

Art. 77.—Los sorteos se anunciarán por medio de un

aviso publicado en la Gaceta Oficial y en un periódico

nacional con quince días de anticipación por lo menos a la

fecha de su celebración. Podrán publicarse estos avisos en

periódicos del extranjero, cuando así lo disponga el Directorio

Ejecutivo a propuesta del Jefe de Emisión.

Art. 78.—Los sorteos serán públicos: asistirán a los

mismos el Jefe de Emisión, un miembro del Directorio

Ejecutivo y un delegado de la Junta Monetaria.

Art. 79.—Del sorteo se levantará acta que se asentará en

un libro especial, encuadernado y debidamente legalizado, a

cargo del Jefe de Emisión que lo guardará con el Custodio.
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Art. 80.—Del resultado del sorteo se publicará aviso en la 

Gaceta Oficial y en un periódico nacional.

Podrán publicarse avisos en periódicos del extranjero

cuando así lo disponga el Directorio Ejecutivo, a propuesta del

Jefe de Emisión.

En los avisos se indicará el número y denominación de los 

valores favorecidos y la fecha de redención.

SECCION VII

De la Amortización de Valores y Pago de Intereses

Art. 81.—Los valores emitidos o avalados por el Banco

serán reembolsables a la par, en la fecha de vencimiento

expresada en los mismos o en la de su sorteo.

Art. 82.—Los valores emitidos o avalados por el Banco

devengarán intereses desde la fecha de suscripción hasta la de

su vencimiento por la llegada del plazo o por sorteo.

Art. 83.—Los valores emitidos o avalados por el Banco

que fueren redimidos por sorteo dejarán de devengar intereses

desde la fecha de su redención.

Art. 84.—En la cesión o traspaso de los valores emitidos

por el Banco, o avalados por el mismo, quedan comprendidos

sus respectivos cupones de intereses no vencidos.

Art. 85.—Los valores emitidos o avalados por el Banco,

así como sus respectivos cupones al ser amortizados, serán

perforados con un troquel para evidenciar que carecen de

valor.
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Art. 86.—Los valores emitidos por el Banco serán

admitidos por éste en el pago de la amortización de los

préstamos bancarios según lo dispuesto en el artículo 146 de la

presente Ley.

Art. 87.—Los valores emitidos por el Banco, que éste

adquiera en pago de obligaciones o por compra, podrán ser

amortizados o vueltos a colocar en el mercado, según

convenga a sus intereses.

SECCION VIII

De la Cancelación de Valores y Cupones

Art. 88.—(Ley 659/65. G. O. 8935).—Dentro de los

ciento ochenta días siguientes al pago de los valores y cupones, 

se procederá a su cancelación previo aviso al Directorio

Ejecutivo.

La cancelación se efectuará en un solo acto con asistencia 

del Administrador General, del Jefe de Emisión, del Auditor

del Banco y de un Delegado de la Junta Monetaria.

Se levantará un acta en la cual se harán constar los
números, denominaciones y fechas de los valores y cupones

cancelados.

Una vez levantada y suscrita el acta de cancelación, se
procederá a la incineración de los valores y cupones. Al
terminarse la incineración se levantará un acta
complementaria de la anterior, en la que constará la asistencia
y la firma de los funcionarios mencionados en este artículo.

Art. 89.—Las actas relativas a cancelaciones de valores y
cupones se asentarán en libro especial, encuadernado y
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debidamente legalizado, que guardará el jefe de Emisión y el
Custodio.

Disposiciones Comunes al Presente Capítulo

Art. 90.—El Banco podrá colocar sus valores en el
mercado, directamente o por medio de otros bancos,
consorcios o corredores.

Art. 91.—Los valores emitidos por el Banco, así como
sus intereses, están exentos de todo impuesto o contribución
pública de cualquier clase.

Art. 92.—El principal e intereses de los valores emitidos
o avalados por el Banco serán pagaderos en moneda
dominicana.

Art. 93.—El Directorio Ejecutivo, a propuesta del Jefe de
Emisión, recabará de los organismos competentes las medidas
pertinentes para la aplicación de lo dispuesto en el artículo
anterior.

Art. 94.—El Banco podrá recibir en custodia los valores

emitidos o avalados por el mismo o valores ajenos y prestar el

servicio de cobro de los cupones correspondientes. También

podrá admitir valores en fideicomiso.

Art. 95.—Los valores emitidos por el Banco y los

avalados por éste, así como sus cupones, producirán acción

ejecutiva desde el día de su vencimiento o redención.

Art. 96.—El Banco sólo reconocerá como propietario de

los valores al portador, emitidos o avalados por el mismo, así

como de sus cupones, al tenedor que los presente. No obstante,

el Banco podrá exigir, para que se acredite la propiedad de los

valores, una declaración jurada, en un modelo habilitado al

efecto, suscrita por el supuesto dueño de los mismos, a todos

los efectos legales.
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El Banco sólo reconocerá como propietario de los valores 

nominativos emitidos o avalados por él, a la persona a cuyo

nombre aparezcan registrados en los libros correspondientes.

Art. 97.—Cualquier persona que autorice o realice la

emisión de valores infringiendo las normas que establece esta

Ley, o pusiere de nuevo en circulación los retirados, incurrirá

en la sanción de privación de libertad de uno a cinco años y

multa de cien a quinientos pesos.

CAPITULO VIII

De las Normas Operativas para el Otorgamiento 
de los Préstamos

Art. 98.—Toda solicitud de préstamo superior a
trescientos pesos deberá presentarse por escrito. Las
informaciones contenidas en ellas serán confidenciales y 
dadas bajo juramento.

Art. 99.—Los préstamos que el Banco acuerde se
sujetarán a un previo plan de inversión, no excederán de los
montos necesarios para realizar las operaciones a que se
destinen y se entregarán al deudor en las oportunidades en que
se hayan previsto las erogaciones correspondientes. El Banco
comprobará las inversiones que se realicen con los préstamos
que otorgue.

Art. 100.—Los préstamos que el Banco otorgue serán

garantizados con bienes situados en el territorio nacional y el

gravamen deberá ser de primer rango. Será necesaria la

supeditación de terceros a la posición preferente del banco

cuando existan gravámenes sobre bienes que se ofrezcan en

garantía.
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Art. 101.—Los préstamos no podrán exceder:

a) Del 90% del valor de mercado de la garantía cuando se
trate de valores emitidos por el propio Banco;

b) Del 80% del valor de la garantía cuando ésta consista

en productos almacenados amparados por certificados de

depósito;

c) Derogado (Ley No. 367 del 30 de agosto, 1972. G. O.
No. 9276 del 9 de sept. de 1972).

d) Derogado (Ley No. 367 del 30 de agosto, 1972. G. O.
No. 9276 del 9 de sept. 1972).

Cuando el deudor no pueda pagar el importe del préstamo 
por pérdida parcial o total de sus cosechas u otras causas de
fuerza mayor, el saldo pendiente podrá ser refinanciado,
incluyéndolo en el nuevo préstamo prendario universal o de
prenda sin desapoderamiento, siempre que el total de la deuda
no exceda del 80% de las garantías ofrecidas.

Art. 102.—No podrán ser admitidos como garantías de
préstamos los bienes litigiosos o los que estén en
proindivisión, a menos que todos los que tengan derechos
consientan en el gravamen.

Art. 103.—Los deudores del Banco están en la obligación 
de permitir la comprobación, por medio de inspectores o
delegados, de toda clase de datos relacionados con el empleo
de los fondos, objeto del préstamo y el estado de las garantías.

Art. 104.—Al tramitar las solicitudes de créditos
hipotecarios, el Banco obtendrá de los correspondientes
registros, por cuenta de los interesados, certificaciones
referentes al dominio y gravámenes de los bienes ofrecidos en
garantía. Si la solicitud no es de crédito hipotecario, el Banco
obtendrá estas certificaciones cuando el monto solicitado sea
mayor de mil pesos (RD$1,000.00). Cuando se trate de
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solicitudes de créditos no hipotecarios por un monto que no
exceda de mil pesos, el Banco podrá, si lo estima conveniente,
exigir las mencionadas certificaciones.

De las Utilidades y de las Reservas

Art. 105.—El Banco preparará balances por separado de
las operaciones bancarias, de las del Fondo para Operaciones
Especiales y de las del Sistema de Crédito Supervisado.

El cómputo de los gastos generales respectivos se
obtendrá proporcionalmente tomando como base las
cantidades invertidas en cada una de las operaciones, el tipo y
número de operaciones efectuadas y la cantidad global
recibida de acuerdo con estudios realizados al efecto por el
Auditor del Banco, elevándolo para su aprobación o reparo al
Directorio Ejecutivo, por conducto reglamentario.

Art. 106.—Al cierre del ejercicio económico, una vez
saneado el Activo, se determinarán las utilidades netas de las
operaciones bancarias. Estas se distribuirán en la forma
siguiente:

a) A enjugar el déficit operativo, si lo hubiere, en el
balance del Fondo para Operaciones Especiales.

b) El 50% del sobrante, a la formación de las reservas de
previsión para operaciones bancarias y del Fondo para
Operaciones Especiales hasta que éstas alcancen la cuarta
parte del Capital y de dicho Fondo. De estas reservas de
previsión las tres cuartas partes serán para operaciones
bancarias y la cuarta parte para Operaciones Especiales.

c) El otro 50% del sobrante, a incrementar, en partes
iguales, el Capital y el Fondo para Operaciones Especiales
hasta que alcancen en total la suma de cien millones de pesos.

d) Cuando el Capital y el Fondo excedan la suma de cien

Serie “B” Legislación 109



millones de pesos, y las reservas de previsión cubran el 25% de 
dicho límite, el sobrante que hubiere pasará a un fondo para
estabilización de valores del propio Banco.

Art. 107.—Al cierre del ejercicio económico una vez
saneado el Activo se determinarán las utilidades netas del
Fondo para Operaciones Especiales. Estas se distribuirán en la
siguiente forma:

a) A enjugar el déficit operativo, si lo hubiere, en el
balance de operaciones bancarias.

b) El 50% sobrante, a la formación de las reservas de
previsión del Fondo para Operaciones Especiales y de
operaciones bancarias hasta que éstas alcancen la cuarta parte
de dicho Fondo y del Capital. De estas reservas de previsión
las tres cuartas partes serán para Operaciones Especiales y la
cuarta parte para operaciones bancarias.

c) El otro 50% sobrante, a incrementar, en partes iguales,
el Fondo para Operaciones Especiales y el Capital hasta que
alcancen en total la suma de cien millones de pesos.

d) Cuando el Capital y el Fondo alcancen los límites
autorizados y las reservas de previsión cubran el 25% de dicho
límite, el sobrante que hubiere pasará a los recursos destinados
al Crédito Supervisado.

CAPITULO IX

De la Auditoría e Inspección

Art. 108.—El Banco organizara un servicio de Auditoría,
encargado de la fiscalización de todos los departamentos y
dependencias, el cual dará cuenta directamente al Directorio
Ejecutivo y al Administrador General del resultado de dichas
fiscalizaciones.
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El Banco queda, además, sujeto a la inspección de la
Superintendencia de Bancos, o al organismo que haga sus
veces; estando exento de toda otra inspección o fiscalización
de cualquier organismo fiscal.

TITULO II

De las Asociaciones y de las Comisiones de 
Credito Agrícola

CAPITULO I

De las Asociaciones.  
Su obejto, Organización y Capital.

Los artículos del 109 al 127 fueron derogados por la Ley

No. 127, de fecha 29 de enero del 1964.

CAPITULO V

De las Comisiones de Crédito Agrícola

Art. 128.—Denomínanse comisiones de crédito agrícola

las juntas asesoras locales organizadas por el Banco con el
objeto de tramitar solicitudes de préstamos para hacer

accesible el crédito al mayor número de productores,

especialmente de pequeña y mediana capacidad económica, en 

aquellos lugares en que no existan sucursales o dependencias

del Banco ni asociaciones de crédito agrícola.

Art. 129.—Las comisiones de crédito agrícola se
compondrán de tres miembros propietarios y dos suplentes,
quienes deberán ser mayores de veinticinco años, vecinos del
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lugar y de buena reputación. Los miembros de las comisiones
serán nombrados por el Banco; pudiendo éste suspender
aquellas, así como sustituir a cualquiera de sus miembros.

Art. 130.—El Banco nombrará un Delegado en cada zona 
para atender las comisiones y otras actividades que le
encomiende.

Los Delegados serán preferentemente agrónomos con
probada experiencia en la producción y el crédito.

CAPITULO VI

Disposición Común

Art. 131.—Las expresiones “Asociación de Crédito
Agrícola” y “Comisión de Crédito Agrícola” podrán ser
usadas únicamente por las sociedades cooperativas y
comisiones que se constituyan de conformidad con el presente
título.

TITULO III

Del Crédito Agrícola

CAPITULO I

De los Préstamos Hipotecarios

SECCION I

De las Formalidades

Art. 132.—El Banco concederá los préstamos hipoteca-

rios previa solicitud de parte del interesado hecha en la forma y 
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con los datos exigidos por esta Ley, basándose en

disposiciones de carácter general acordadas por el Directorio

Ejecutivo.

Art. 133.—Salvo lo dispuesto en el artículo 104, para la
concesión de préstamos con garantía hipotecaria, se requerirá
una certificación expedida por el Conservador de Hipotecas, o
por el Registrador de Títulos cuando se trate de terrenos
registrados, en la cual se hagan constar los gravámenes y
servidumbres, así como el nombre del último propietario.

Art. 134.—Una vez acordada la concesión de un
préstamo hipotecario, el Secretario librará certificación por
extracto del acta en que ello conste.

La certificación, con el sello del Banco, será firmada por
el Administrador General o el funcionario en que éste delegue
y expresará la fecha del acta, el nombre completo del
interesado, el monto del préstamo acordado, el tipo de interés y 
el plazo para su amortización. Expresará además la situación,
los linderos, el nombre y número si existieren y la medida
superficial de los inmuebles aceptados en garantía, así como la
mención de las inscripciones relativas al dominio y
gravámenes existentes sobre dichos inmuebles, asentados en la 
Oficina del Conservador de Hipotecas y en la Oficina del
Registrador de Títulos o de la certificación expedida por estos
funcionarios de que no existen tales gravámenes.

El Conservador de Hipotecas y el Registrador de Títulos,

en vista de la expresada certificación y a solicitud del Banco,

harán mención de la misma en nota especial que redactarán en

sus registros respectivos destinados a la inscripción de las

hipotecas. Esta nota valdrá de inscripción hipotecaria

provisional sobre tales inmuebles en favor del Banco, y la

inscripción regular que más tarde se haga de la hipoteca

producirá sus efectos retrospectivamente a partir de la fecha de 
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la presentación de la certificación a los funcionarios

competentes.

No se cobrará impuesto, tasa, derecho u honorarios por
esta diligencia.

Art. 135.—Acordado un préstamo, se formalizará el
correspondiente contrato, salvo que el Directorio Ejecutivo
desista de la concesión del crédito en vista de circunstancias
que a su juicio sean desfavorables. En este caso, el Banco
solicitará del funcionario correspondiente la cancelación de la
inscripción hipotecaria provisional que hubiere obtenido en la
forma expresada en el artículo anterior, dentro de los tres días
que sigan a la fecha en que avise su desistimiento al interesado.

Art. 136.—Los efectos de la inscripción hipotecaria
provisional a que se refiere el artículo 134 cesarán:

1) Por la cancelación, solicitada de conformidad con el

artículo anterior.

2) Cuando transcurran noventa días desde la fecha de su
anotación sin que se haya presentado el contrato de hipoteca
definitivo para su debida inscripción.

SECCION II

De las Condiciones

Art. 137.—Los préstamos hipotecarios se concederán
preferentemente para:

1) Adquirir inmuebles rurales con fin productivo.

2) Costear obras de riego o avenamiento de terrenos.

3) Adquirir equipos, maquinarias o semovientes, destina-
dos a la explotación agrícola o ganadera.

114 Serie “B” Legislación



4) Costear la construcción y mejoramiento de inmuebles
rurales; y

5) Pagar deudas contraídas para los fines señalados en los

incisos anteriores, cuyas condiciones sean menos favorables

para el deudor que las que pueda obtener del Banco.

Art. 138. —Ninguna persona, natural o jurídica, podrá

adeudar al Banco una suma total mayor del cinco por ciento del 

monto del Capital y el Fondo para Operaciones Especiales,

realmente existentes en el ejercicio económico anterior.

 (Ley No. 454, promulgada el 3 de enero de 1973. Gaceta

Oficial No. 9290 del 24 del mismo mes y año).

Párrafo.—Sin embargo, el Banco Agrícola podrá

conceder al Instituto Agrario Dominicano préstamos con la
garantía ilimitada del Estado para financiar proyectos

agrícolas, por sumas superiores al porcentaje señalado en la

parte capital de este artículo.

Art. 139.—Los préstamos podrán entregarse al

interesado en valores del Banco o en dinero efectivo, según se

convenga.

Art. 140.—Los créditos hipotecarios que el Banco

efectúe serán garantizados con primera hipoteca; podrá el

Banco sin embargo hacer préstamos sobre inmuebles ya

gravados con hipotecas a su favor, cuando del avalúo de los

mismos resulte que son suficientes para garantizar la totalidad

del préstamo.

El Banco podrá además efectuar préstamos con garantía

hipotecaria de inmuebles gravados a favor de terceros, siempre 

que por subrogación en el derecho de estos terceros o por
convenio pactado con los mismos, adquiera la posición del

acreedor preferente respecto del inmueble objeto de la nueva
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hipoteca.

Art. 141.—No se admitirán en garantía de préstamos

hipotecarios:

1) Bienes en estado de indivisión, salvo que todos los que

tengan derecho en los bienes a hipotecar consientan en su

gravamen;

2) Predios afectados con pactos de retroventa o cuyo

dominio esté sujeto a condición resolutoria, salvo que hubiere

consentimiento de los respectivos interesados;

3) Predios arrendados o alquilados por más de seis años a

contar de la fecha de la solicitud, salvo que el arrendatario o el

inquilino acepten las obligaciones contraídas por el arrendador 

o el locador;

4) Predios embargados, salvo consentimiento de los

respectivos interesados;

5) Predios situados fuera de la República;

6) Predios sujetos a cualquier litigio;

7) Minas y canteras;

8) Bienes propiedad del Estado o de los Municipios.

Art. 142.—(Ley 659/65. G.0. 8935).— Sin el consenti-

miento del Banco el deudor no podrá, a pena de nulidad y sin

que haya necesidad de hacerla declarar, enajenar, gravar o de

cualquier otro modo constituir o ceder un derecho real en

beneficio de terceros sobre bienes hipotecados a favor del

mismo Banco o sobre lo que tales bienes produzcan, se les

agregue o incorpore de manera natural o artificial. Esta

disposición abarca los frutos naturales, industriales o civiles,

las construcciones, obras, plantaciones, cosechas pendientes,
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semillas, utensilios de labranza, y, en general, todos los

muebles que el propietario ha puesto o ponga en su propiedad

de manera permanente para el servicio, beneficio o adorno de

la misma. Sin embargo, la enajenación o gravamen que se

hubiere efectuado sin el consentimiento del Banco tendrá

ejecución si el adquiriente consignare una suma bastante para

el pago del capital y los intereses adeudados al Banco. No se

podrá tomar inscripción de gravamen alguno sobre inmuebles

hipotecados al Banco a no ser con el previo consentimiento del 

mismo.

SECCION III

De los Efectos

Art. 143.—Concedido un préstamos por el Banco, los
bienes dados en garantía no serán embargables por créditos
personales posteriores a la constitución de la hipoteca. Este
efecto se producirá a contar de la fecha de anotación a que se
refiere el artículo 134.

Art. 144.—Todos los privilegios que esta Ley concede al

Banco referentes a los créditos otorgados originalmente a su

favor, se entienden concedidos respecto de los créditos

hipotecarios adquiridos por el mismo Banco en virtud de

traspaso hecho legalmente por terceros.

Art. 145.—El Banco gozará siempre de todos los

derechos y privilegios que esta Ley le confiere aunque éstos no 

se hagan constar particularmente en los contratos que el mismo 

suscriba.
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SECCION IV

Del Pago

Art. 146.—La amortización de un préstamo podrá

hacerse en efectivo o en valores del mismo Banco, a la par. En

este último caso sólo se aceptarán valores de igual o menor

plazo que el del préstamo.

El pago de intereses y demás accesorios se hará

obligatoriamente en efectivo.

Art. 147.—Los préstamos hipotecarios podrán ser
amortizados en forma de cuotas cuya garantía y fecha de pago
se determinará en los respectivos contratos. El deudor, sin
embargo, podrá hacer pagos mayores que los establecidos en
el contrato. También podrá pagar el total del capital adeudado
antes del vencimiento.

SECCION V

De los Privilegios Acordados al Banco Agrícola
para la Seguridad y el Reembolso de los Préstamos

Art. 148.—(Ley 659/65. G. O. 8935).—En caso de falta
de pago y siempre que por toda otra causa indicada en esta ley,
el capital de un préstamo sea exigible, la venta de los
inmuebles hipotecados podrá ser perseguida.

Si hay contestación, esta será de la competencia del
Tribunal llamado a conocer de la venta de los inmuebles, sin
que se detenga el procedimiento de adjudicación. Se procederá 
como en materia sumaria y la sentencia que intervenga no será
susceptible de apelación.
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Art. 149.—(Ley 659/65. G. O. 8935).—Para llegar a la
venta de los inmuebles hipotecados, el Banco notificará al
deudor un mandamiento de pago en la forma prevista en el
artículo 673 del Código de Procedimiento Civil, el cual deberá
contener, además, lo que prescriba el artículo 675, incisos 3, 5
y 6 del mismo Código. Si dentro del plazo de quince días
establecido por el artículo 153 de esta Ley, el deudor no paga
los valores adeudados, el mandamiento de pago se convertirá
de pleno derecho en embargo inmobiliario.

Art. 150.—(Ley 659/65. G. O. 8935).—Dentro de los

veinte días de su fecha, este mandamiento se inscribirá en la

Conservaduría de Hipotecas del Distrito Judicial donde

radiquen los bienes hipotecados. Si se tratare de bienes

situados en más de un distrito judicial, cada inscripción deberá

efectuarse dentro de los diez días que siguen a la fecha en que

se ultime la inscripción anterior; a este efecto, el Conservador

de Hipotecas hará constar en la anotación de inscripción la

fecha indicada.

Si se tratare de terrenos registrados se procederá a su
inscripción en el Registro de Títulos, de acuerdo con la Ley de
Registro de Tierras.

Dentro de los diez días que siguen a los plazos indicados
en este artículo, según el caso, el persiguiente depositará el
pliego de condiciones en el Tribunal que deba conocer de la
venta.

Art. 151.—Aún cuando los inmuebles cuya venta se
persigue estuvieren dados en inquilinato o en arrendamiento y
si el Banco lo solicitare, se designará un secuestrario por el
Juez de Primera Instancia, en la forma de los referimientos. Si
el Banco no hiciere tal solicitud, aquel contra quien se procede
o los inquilinos o arrendatarios, en su caso, quedarán en
posesión de dichos inmuebles hasta la venta.
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Art. 152.—En el caso a que se refiere la última parte del
artículo anterior, el Banco podrá requerir de los inquilinos o
arrendatarios el pago de los alquileres o arrendamientos hasta
la fecha de la venta. A partir del requerimiento hecho por el
Banco sólo se considerarán como liberatorios los pagos de los
alquileres y arrendamientos que los inquilinos o arrendatarios
hicieren en las Cajas del Banco.

En caso de falta por parte de los inquilinos o arrendatarios 
de cumplir sus obligaciones como tales, el Banco podrá ejercer 
contra ellos todos los derechos y acciones del locador o
arrendador.

Art. 153.—(Ley 659/65. G. O. 8935). A falta de pago en
los quince días siguientes a la notificación del mandamiento de 
pago y dentro de los treinta días después del depósito del
pliego de condiciones, el Banco hará publicar un anuncio, por
lo menos, en uno de los periódicos de circulación nacional.
Dicho anuncio contendrá las menciones prescritas por el
artículo 696 del Código de Procedimiento Civil.

Art. 154.—Todos los anuncios judiciales relativos a la

venta se insertarán en el mismo periódico. La justificación de

haberse publicado los anuncios se hará por medio de un

ejemplar que contenga el anuncio de que trata este artículo.

Art. 155.—(Ley 659/65. G.0. 8935).—Cualquiera otra

parte que tenga interés en que se dé a la venta mayor

publicidad que la establecida en el artículo 153, podrá hacer

otras publicaciones, a sus expensas, dentro del plazo de los

treinta días indicados en el mencionado artículo 153.

Art. 156.—(Ley 659/65. G.0. 8935).— El aviso mencio-

nado en el artículo 153, será denunciado en la octava al deudor
y a los acreedores inscritos en el domicilio elegido por ellos en

la inscripción, con intimación de tomar comunicación del

pliego de condiciones.
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Art. 157.—Quince días a lo menos después del

cumplimiento de estas formalidades, y en la fecha que el

Banco determine, se procederá a la venta en pública subasta de

los inmuebles indicados en el mandamiento, en presencia del
deudor o éste debidamente llamado, ante el Tribunal de la

situación de los bienes o de la más grande parte de éstos.

Art. 158.—(Ley 659/65. G.0. 8935).—El mandamiento,

el o los ejemplares del periódico que contienen las inserciones, 

la intimación de tomar comunicación del pliego de

condiciones y de asistir a la venta serán anexados al proceso

verbal de adjudicación.

Art. 159.—(Ley 659/65. G.0. 8935).—Los reparos y

observaciones al pliego de condiciones serán consignados

ocho (8) días a lo menos antes de la venta. Estos contendrán

constitución de abogados, con elección de domicilio, todo a

pena de nulidad. El Tribunal será apoderado de la contestación

por Acta de Abogado a Abogado. Estatuirá sumariamente y en

última instancia, sin que pueda resultar ningún retardo de la

adjudicación.

Art. 160.—(Ley 659/65. G. O. 8935).—Si al momento de

la inscripción del mandamiento existe un embargo anterior

practicado a requerimiento de otro acreedor, el Banco podrá,

hasta el depósito del pliego de condiciones, y después de un

simple acto notificado al abogado del persiguiente, hacer

proceder a la venta según el monto indicado en los artículos

precedentes.

Si la inscripción del mandamiento no es requerida por el

Banco más que después del depósito del pliego de

condiciones, éste no tendrá más que el derecho de hacerse

subrogar en las persecuciones del acreedor embargante,

conforme al artículo 722 del Código de Procedimiento Civil.
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Art. 161.—(Ley 659/65. G. O. 8935).—No se acordará

ningún reenvío de la adjudicación; sin embargo, a petición de

parte interesada y con la anuencia del Banco, se podrá aplazar

la adjudicación para otras fechas que fijará el Banco. En cada
caso se hará una publicación en la forma señalada en el artículo 

153, con diez días por lo menos, de antelación, a la nueva fecha 

de la venta.

Art. 162.—En caso de negligencia por parte del Banco, el

acreedor embargante tiene el derecho de continuar sus

persecuciones.

Art. 163.—En la octava de la venta, el adquiriente estará

obligado a pagar, a título provisional, en la Caja del Banco, el

montante del capital e intereses debidos.

Después de los plazos para una nueva puja, el sobrante
del precio debe ser entregado en la dicha caja hasta
concurrencia de lo que se le deba, no obstante todas las
oposiciones, contestaciones e inscripciones de los acreedores
del prestatario, salvo sin embargo su acción en repetición si el
Banco había sido indebidamente pagado en su perjuicio.

Art. 164.—La puja tendrá lugar conforme a los artículos
705 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.

Art. 165.—Si la venta se opera por lotes o si hay varios
adquirientes, no cointeresados, cada uno de ellos no está
obligado aún hipotecariamente, frente al Banco, más que hasta
concurrencia de su precio.

Art. 166.—Cuando haya lugar a falsa subasta se
procederá según el modo indicado en los artículos 149 y
siguientes de la presente ley.

Art. 167.—Todos los derechos enumerados en la presente 
sección pueden ser ejercidos contra los terceros detentadores
después de la denuncia del mandamiento hecha al deudor.
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Art. 168.—El Banco podrá usar contra el prestatario los
derechos y vías de ejecución que le son conferidos por esta
Ley, aún para el recobro de las sumas que el Banco reembolse
a un acreedor inscrito, a fin de ser subrogado en su hipoteca.

CAPITULO II

Del Préstamo con Prenda Universal

SECCION I

De su Alcance

Art. 169.—Todo Banco legalmente establecido en el país

y las asociaciones de crédito agrícola podrán otorgar y obtener

la garantía de sus créditos mediante el sistema de préstamo con 

prenda universal que aparece en este Título.

Art. 170.—Se entenderá por préstamo con prenda

universal todo préstamo en efectivo o en bienes, otorgados a

agricultores, ganaderos y pescadores, que se garantice con

gravamen sobre un conjunto de bienes y derechos que a tales

efectos se constituyen en unidad de producción.

Los bienes y derechos que integran dicha unidad de

producción y que constituyen la garantía del préstamo con

prenda universal, no podrán segregarse durante la vigencia del

préstamo sin el consentimiento del acreedor, dado por escrito.

Cuando el deudor no sea dueño del inmueble en que se asienta

la unidad de producción el gravamen se extenderá al derecho

que ostente sobre el mismo.
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Art. 171.—Pueden constituirse en unidad de producción:

a) Las siembras, plantaciones y arboladas, así como sus

frutos futuros, pendientes o cosechados;

b) Las maderas en todas sus formas o estados;

c) Las materias primas agrícolas, así como los productos
o subproductos de la agricultura, elaborados o en proceso de
elaboración;

d) Las maquinarias, equipos, herramientas y utensilios de
cultivo en general;

e) Los ganados de todas clases, sus productos y
subproductos;

f) Los equipos de pesca;

g) Los derechos del deudor al uso y disfrute de los

inmuebles donde funcione la unidad de producción;

h) Los derechos de propiedad al nombre, patentes y

marcas de los artículos que produzca el deudor.

Art. 172.—Al realizarse el préstamo con prenda

universal, se considerarán independizados los bienes

constituidos en unidad de producción del dominio y todo otro

derecho real sobre el inmueble en que funciona la misma.

Art. 173.—El plazo por el cual podrá otorgarse el

préstamo con prenda universal se ajustará a las reglas

siguientes:

a) Si el préstamo fuere con garantía de siembras anuales,

incluyendo las cosechas o frutos pendientes, no podrá exceder

de dieciocho meses;

b) Si el préstamo fuere con garantía de ganado vacuno o
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equino no podrá exceder de cinco años y si fuere de ganado

ovino u otra clase de ganado el plazo no podrá exceder de dos

años;

c) Si el préstamo fuere con garantía de equipo avícola o

de apiarios y con destino al fomento de la avicultura o de la

apicultura, no podrá exceder de cinco años;

d) Si el préstamo fuere con garantía de plantaciones

permanentes, maquinarias u otros bienes también perdurables,

podrá ser hasta de cinco años;

Cuando el deudor disfrute a título temporal de los
inmuebles en que funciona la unidad de producción, el plazo
del préstamo será de un año menos del término de dicho
disfrute.

Art. 174.—Si el deudor de un préstamo con prenda

universal dejare de cumplir cualquier obligación que pudiere

privarle del disfrute de los inmuebles en que se asienta la

unidad de producción gravada, el acreedor podrá cumplir

dicha obligación, quedando agregado su importe a los gastos

del crédito original y extendido a esa cantidad adicional la

garantía de prenda, sin perjuicio de su derecho por

subrogación.

Art. 175.—El crédito con prenda universal tendrá

preeminencia para su cobro o sobre todo otro crédito,

exceptuando los correspondientes a:

1 ) El Estado y el Municipio, por el importe de la última
anualidad vencida de los impuestos a que resulten obligados
los inmuebles en que radica la unidad de producción.

2) Los trabajadores, por el importe de los salarios o

jornales devengados durante el último año.
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Art. 176.- No podrá constituirse nuevo gravamen sobre la

misma unidad de producción sin el consentimiento expreso del 

acreedor. Se tendrá como nulo todo gravamen efectuado sin

esta condición.

Art. 177.—Los contratos de préstamo con prenda

universal son transmisibles por endoso. Todos los que endosen 

este tipo de contrato quedarán solidariamente obligados por el

importe total del préstamo.

Art. 178.—El deudor de un préstamo con prenda
universal tiene la obligación de guardar y conservar los bienes
gravados en calidad de depositario y la de no trasladarlos del
lugar en el cual se indique que serán mantenidos sin el
consentimiento del acreedor, dado por escrito. El deudor podrá 
usar, conforme a su destino, los bienes no consumibles
constituidos en unidad de producción.

Art. 179.—El gravamen prendario universal se extiende:

1) A cuantos bienes se incorporen a la unidad de

producción por sustitución, mejora o adición;

2) A la indemnización que corresponda al deudor: 

a) Por expropiación forzosa de los bienes gravados;

b) Por mejoras permanentes en caso de extinción del

derecho del deudor al disfrute del inmueble;

c) Por seguro en caso de siniestro. Este derecho no podrá

ser afectado por los acreedores hipotecarios o por el dueño del

inmueble en que se encuentren los bienes gravados;

d) Por daños causados a los bienes gravados.
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SECCION II

De sus Formalidades

Art. 180.—Los contratos de préstamos con prenda

universal se suscribirán ante cualquier Juez de Paz o ante un

Notario, en doble original, debiendo contener por lo menos las

siguientes circunstancias:

a) Generales de las partes;

b) Bienes y derechos que forman parte de la unidad de

producción con expresión de las marcas, señales y demás

signos que permitan identificarlos. Esta declaración la hará el

prestatario bajo juramento;

c) El valor de los bienes y derechos que integran la unidad 

de producción dada en garantía;

d) La suma de dinero recibida a préstamo, o el importe del 

crédito obtenido en su caso y el tipo de interés que ha de

devengar el capital prestado;

e) La fecha de vencimiento del préstamo.

Cuando el prestatario no supiere o no pudiere firmar,

estampará sus huellas digitales y el Juez de Paz o el Notario,

harán mención en ambos originales de tales circunstancias.

Art. 181.—Los contratos de prenda universal se

registrarán o inscribirán de la misma forma que las hipotecas.

Art. 182.—Cuando se trate de líneas de crédito se

determinará en el contrato la fecha aproximada en que han de

hacerse las entregas y el monto de cada una de ellas.
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Al hacerse entregas parciales a cuenta de una línea de

crédito se extenderán recibos por duplicado, uno para el

prestamista y otro para el prestatario.

Si el deudor no supiere o no pudiere firmar, deberán

tomarse las huellas digitales por un funcionario de la entidad

bancaria o de la Asociación de Crédito Rural, que firmará a

continuación. Estos recibos se incorporarán al contrato y

formarán parte integrante del mismo, constituyendo el medio

de prueba de dichas entregas. Igual procedimiento se

observará para la comprobación de los pagos parciales o

totales.

Art. 183.—En el contrato deberá hacerse constar también

si los efectos que garantizan el préstamo han sido o no

asegurados; en caso positivo se consignará el nombre y

dirección del asegurador, así como el número y fecha de la

póliza. Los tenedores de contrato que comprueben las

operaciones de préstamos o de apertura de crédito, tendrán

sobre el seguro los mismos derechos que tienen sobre los

bienes asegurados, para lo cual el prestatario deberá entregar la 

póliza al prestamista, debidamente endosada, quien la

conservará para entregarla a quien fuere de derecho al

cancelarse el préstamo o al efectuarse la ejecución.

Art. 184.—El original del contrato, debidamente inscrito, 

es transmisible.

Art. 185.—Las sumas prestadas de conformidad con esta

Ley, con todos sus accesorios, deberán ser pagadas por el

deudor a su vencimiento, pero podrá pagarlas con anterioridad. 

Si el tenedor del contrato se negare a aceptar el pago o si su

nombre y dirección les son desconocidos al deudor, éste podrá
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depositar la suma más todos sus accesorios, en la Colecturía de 

Rentas Internas de la Jurisdicción en que se haya hecho la

operación o en que esté situada la unidad de producción dada

en garantía. El Juez de Paz ordenará que el privilegio que

existía hasta entonces sobre esos bienes sea transferido sobre

la suma depositada y publicará un anuncio de ese pago en la

forma prevista en el artículo 188, a fin de que el interesado

pueda tomar conocimiento.

Si la reducción de la suma dada en préstamo se hiciera
antes de su vencimiento con el consentimiento del tenedor del
contrato, se harán constar los pagos mediante recibo otorgado
por dicho tenedor, o por su apoderado y este recibo será
liberatorio por el monto que indique. En el mismo será
obligatorio expresar el monto a que queda reducido el
préstamo.

SECCION III

Del Vencimiento, Prescripción y Prórroga

Art. 186.—Se considera como condición implícita de

todo préstamo con prenda universal que éste se dará por

vencido, produciendo la exigibilidad inmediata de su pago en

cualquiera de los casos siguientes:

1) Si el acreedor comprobare en cualquier momento

falsedad en las informaciones dadas por el deudor al solicitar

el préstamo.

2)  Si el deudor faltare al pago total o parcial de cualquiera 

de las cuotas periódicas del principal e intereses estipuladas en

el contrato de préstamo.
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3) Si no llevare a cabo el deudor los cultivos u

operaciones en las fechas convenidas en el plan de inversión; o 

desatendiere la administración de la empresa agrícola o no

cuidare los bienes dados en garantía o existiere justificado

temor de que se destruyeren o sean sustraídos.

Cuando se demostrare que los planes de inversión no han

podido cumplirse por fuerza mayor, previo informe técnico, el

acreedor podrá hacer las alteraciones necesarias en el mismo.

4) Si el deudor destinare el préstamo recibido a fines

diferentes de los previstos en el plan de inversión.

5) Si el deudor hubiere ocultado cualquier defecto o vicio

de los bienes dados en garantía o cualquier circunstancia que

afecte su dominio o posesión pacífica, que constituya causa de

resolución o rescisión de los contratos.

6) Si el deudor se opusiere a la inspección de los bienes

dados en garantía o se negare a proporcionar los informes que

el acreedor le solicite en relación con los mismos.

7) Si el deudor dejare de dar aviso al acreedor de los

deterioros extraordinarios sufridos por los bienes dados en

garantía o de cualquier hecho susceptible de disminuir su

valor, perturbar su posesión o comprometer su dominio.

Si los bienes dados en garantía sufrieren deterioro o

depreciación al grado que no cubran satisfactoriamente el

saldo pendiente del préstamo, el deudor podrá reponer o

reforzar la garantía mermada o pagar en efectivo una cantidad

proporcional al deterioro o depreciación, dentro de un plazo de 

quince días contados desde la notificación que el acreedor le

haga por escrito.
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8) También se dará por vencido el plazo en todos los

casos establecidos por la ley o pactados lícitamente.

En los casos en que no haya recibido el deudor la

totalidad del préstamo, el acreedor podrá suspender las

entregas si ocurriere cualquiera de las circunstancias indicadas 

u otras convenidas entre las partes.

Art. 187.—(Ley 659/65. G. O. 8935).—Dentro de los

noventa días subsiguientes al vencimiento de un préstamo, por

haberse cumplido el plazo fijado en el contrato o por algunas

de las causas indicadas en el artículo anterior, sin que se haya

pagado la suma debida y garantizada, el tenedor del contrato

requerirá del Juez de Paz del Municipio donde se encuentren

los bienes dados en garantía, la venta en pública subasta de los

mismos para lo cual deberá anexarse dicho contrato al

requerimiento.

Párrafo.—Si el tenedor del contrato es el Banco, podrá

formular el requerimiento arriba señalado cuando lo juzgue

conveniente, y respecto del Banco no tendrá aplicación el

artículo 193 de esta Ley.

Art. 188.—Una vez requerida la venta, el Juez de Paz

designará un secuestrario y hará notificar al deudor,

personalmente o en su domicilio; de no encontrarse el deudor u 

otra persona capacitada para recibir la notificación, ésta será

remitida al Síndico del Ayuntamiento o al Alcalde Pedáneo de

la Sección, según el caso. En la notificación se hará saber la

designación del secuestrario y la fecha y hora en que se dará

posesión al mismo de la unidad de producción.

En la fecha y hora fijadas, que corresponderán a un
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término comprendido entre dos y cinco días después de hecha

la notificación, se constituirán en el lugar donde radica la

unidad de producción, el Juez de Paz y el Secretario del

Juzgado, quienes darán posesión al Secuestrario de todos los

bienes y derechos que integran aquella, mediante acta

detallada que suscribirán, el Secuestrario, el funcionario

autorizado en la entidad acreedora, el deudor si estuviere

presente, el Secretario y el Juez de Paz.

Una vez efectuada la referida toma de posesión de los

bienes, o concluida en su caso, a tenor de lo dispuesto en el

artículo siguiente, se anunciará su venta durante tres días en la

puerta del Juzgado de Paz y en otros sitios escogidos a

discreción del juez. Tanto el persiguiente como el deudor

podrán anunciar la subasta además de cualquier otro modo que

crean conveniente, a sus propias expensas.

Art. 189.—En el caso de que la totalidad o parte de los

bienes muebles que integran la unidad de producción no se

encuentren en el lugar donde radica la misma, el Juez de Paz se

incautará de dichos bienes en cualesquiera manos y lugar en

que se hallaren siempre que estén en jurisdicción mediante

levantamiento de un proceso verbal. Si aquellos no estuvieren

en su jurisdicción, podrá el Juez dar comisión rogatoria al Juez

de Paz de la jurisdicción donde se encuentren, quien se

incautará inmediatamente de ellos sometiéndolos al resultado

del procedimiento a que se contrae el artículo anterior y

nombrando un guardián de dichos bienes.

Art. 190.—Dentro de los ocho días siguientes a la

expiración del término para el anuncio de la venta a que se

refiere el Art. 188 deberá realizarse ésta, en el propio Juzgado.
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La unidad de producción se adjudicará al mejor postor,

previo el pago del precio, dentro de los cinco días siguientes al

en que se efectúe la venta, mediante una orden del Juez, que

deberá cumplir el Alguacil, levantando acta en el lugar en que

se hallen los bienes, que suscribirá dicho Alguacil, el

Secuestrario y el adquiriente.

Art. 191.—El derecho de persecución en favor de

tenedores de contratos sobre los bienes dados en garantía

podrá ser ejercido frente a terceros de buena fe por el importe

de los préstamos, sus intereses, gastos y costas del

procedimiento, dentro de los noventa días de vencido el

préstamo o de darse por vencido de acuerdo con las causas

establecidas en la presente Ley. El tercero frente al cual vaya a

ejecutarse el indicado derecho de persecución puede impedir

la ejecución, pagando al tenedor del contrato el monto de la

suma prestada y sus accesorios. En cualquier caso, el deudor

que hubiere enajenado total o parcialmente los bienes dados en 

garantía perderá el beneficio del término y todo derecho a

oponer nulidades o caducidades del contrato de préstamo

prendario o de su ejecución, sin perjuicio de las sanciones que

le corresponda de acuerdo con esta Ley. El tercero que para

impedir la ejecución pague al acreedor, quedará a su vez como

acreedor quirografario, por esa causa, del deudor.

Art. 192.—El Juez de Paz ante quien se haga la venta en

pública subasta, una vez deducidas las costas de aquellas,

deberá entregar al tenedor del contrato, del producto de la

misma, el importe del préstamo con todos sus accesorios, con

preferencia a cualquier otro acreedor o cualquiera otra persona 

que pudiera reclamar derechos contra el deudor sobre los

bienes dados en garantía. El renunciante, si lo hubiere, será
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entregado a quien fuere de derecho. Si la venta produce menos

de la cantidad necesaria para pagar el monto del préstamo y las

costas, de la suma producida por la venta, se cobrarán en

primer término dichas costas y el remanente será entregado a

quien sea de derecho. El tenedor del contrato por la parte

insatisfecha de la deuda, quedará siendo acreedor

quirografario.

Art. 193.—El tenedor de un contrato que dejare

transcurrir noventa días después del vencimiento del

préstamo, o de la prórroga, sin requerir la venta de los objetos

que garantizan los créditos, perderá el privilegio que esta Ley

le concede.

Esta disposición no será aplicable cuando el préstamo se

haya hecho exigible por otra causa que por el vencimiento del

término estipulado, caso en el cual el término de noventa días

sólo empezará a transcurrir después que el acreedor haya

manifestado por escrito su interés de suspender el crédito o de

hacer exigible el préstamo por las causas indicadas en la

presente Ley.

Art. 194.—Cuando la garantía de un préstamo consista en 
cultivos permanentes, o sus productos, así como en cultivos
anuales, si los deudores faltaren al pago de sus obligaciones en
todo o en parte, los privilegios contenidos en esta Ley
continuarán sobre las cosechas subsiguientes. En tal caso la
prórroga del contrato será dictada por el Juez de Paz ante el
cual se otorgó el mismo o ante el Juez de Paz de la jurisdicción
donde se encuentren los inmuebles en que funciona la unidad
de producción, a petición del acreedor y mediante diligencia
sumaria.

Art. 195.—Puede aplazarse el vencimiento de un
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préstamo si así lo consiente el acreedor. El Juez de Paz hará

constar el aplazamiento en el original del contrato donde

conste la inscripción y de este aplazamiento se tomará debida

constancia en el libro de inscripciones.

SECCION IV

De las Sanciones

Art. 196.—(Ley 659/65. G. O. 8935). Será sancionado
con prisión de un mes a tres años y multa igual al importe de la
mitad de la deuda:

a) El que en calidad de prestatario o beneficiario de un
préstamo prendario universal declare falsamente sobre un
hecho esencial, después de prestar el juramento de la Ley.

b) El deudor que, salvo fuerza mayor, no entregare al

secuestrario,  o al Juez de Paz, los bienes dados en prenda

cuando sea requerido al efecto.

c) El prestatario que en perjuicio del tenedor del contrato

enajene, grave, dañe voluntariamente, remueva, destruya u

oculte, sin estar autorizado por el tenedor de dicho contrato o

por esta Ley, todos o parte de los bienes dados en garantía, así

como los terrenos que faciliten de algún modo estos hechos o

se conviertan en beneficiarios de los mismos.

d) El funcionario o empleado que acepte dinero en pago

parcial o total del préstamo sin otorgar el correspondiente

recibo o cuando proporcione fondos al prestatario a sabiendas

de que éste ha jurado en falso para obtener el préstamo.

Párrafo I.—Las infracciones previstas y sancionadas por

esta Ley se establecerán por todos los medios de prueba y la

Serie “B” Legislación 135



aplicación de las sanciones corresponde al Juzgado de Paz ante 

el cual ha sido otorgado el contrato de prenda o aquel en cuya

jurisdicción se encontraren los bienes dados en garantía. El

Juzgado de Paz será apoderado por el Ministerio Público en

vista, ya sea, de las actas levantadas por el Juez de Paz en

ocasión del requerimiento de venta de los bienes dados en

garantía, ya sea de las denuncias o querellas, que reciba de

parte interesada. El Ministerio Público dictará en todo caso,

prisión preventiva contra los infractores.

Párrafo II.—Por la misma sentencia el Juez condenará al

infractor al pago de las sumas adeudadas al acreedor en

principal, accesorios y gastos.

Párrafo III.—Si el acreedor es el Banco, a petición de éste 
y en todo estado de causa, se sobreseerá la persecución contra
el infractor, o se suspenderá en sus efectos la sentencia que
haya intervenido, sobreseimiento y suspensión que serán
definitivos cuando el Banco informe al Tribunal, en la persona
del Ministerio Público que el infractor ha pagado las sumas
adeudadas.

Art. 197.—Dentro de los cinco días a partir del

pronunciamiento de la sentencia, o a contar de la fecha de la
notificación de la misma, sólo se podrá interponer apelación de 

aquella por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito

Judicial a cuya jurisdicción corresponda el Juez de Paz que la

hubiere pronunciado. En ninguno de los casos previstos por

esta ley serán susceptibles de oposición las sentencias dictadas 

en defecto, bien sean en primera instancia o en apelación.

El Tribunal de apelación deberá a su vez dictar fallo

dentro de los cinco días de la vista de la causa, y ésta se

conocerá dentro de los diez días que sigan a la apelación. Los
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Jueces de Paz remitirán el expediente dentro de las

cuarentiocho horas de levantada el acta del recurso.

Art. 198.— Será también de la competencia del mismo
Juez de Paz la solución en primera instancia de cualquier
litigio que surja en relación con los contratos de prenda
universal y de prenda sin desapoderamiento, sujetándose al
derecho común en dichos juzgados el procedimiento,
instrucción y recursos sobre estos litigios.

SECCION V

De los Impuestos

Art. 199.—Cuando el acreedor no fuere el Banco
Agrícola de la República Dominicana o las asociaciones de
crédito agrícola, se pagarán en sellos de Rentas Internas los
impuestos siguientes:

1) Por cada contrato de préstamo que se inscriba:
RD$1.00.

2) Por certificar la extensión de la fecha del vencimiento:
RD$1.00.

Ninguno de los documentos ni la subasta a que se refiere
esta Ley estará sujeto a las formalidades del Registro Civil ni 
de algún otro impuesto o derecho.

 CAPITULO III

De la Prenda sin Desapoderamiento

SECCION I

De su Alcance
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Art. 200.—(Ley 497/69. G. O. 9163 del 8 de noviembre
de 1969). Se denominará prenda sin desapoderamiento la
garantía otorgada al amparo de la presente ley, sobre frutos
cosechados o por cosechar, materias primas, productos
elaborados o semi elaborados, animales, vehículos, equipos,
maquinarias, combustibles, instrumentos, utensilios,
herramientas, materiales u otros bienes mobiliarios, para
garantizar las obligaciones que se contraigan por préstamos,
créditos, fianzas y demás operaciones de crédito, conservando
el deudor la posesión de los bienes dados en prenda, cuidadosa
y gratuitamente, y el derecho de usarlos conforme a su destino,
cuando no se trate de bienes consumibles. Esta garantía puede
ser otorgada o recibida por cualquier personal natural o
jurídica.

Párrafo.—La prenda sin desapoderamiento a que se

refiere este artículo puede ser otorgada también para garantizar 

operaciones de crédito que no se relacionen con el fomento

agrario siempre que se cumplan todos los requisitos que más

adelante se establecen.

Art. 201.—No podrá consentirse prenda alguna sobre

bienes ya gravados a menos que el o los acreedores anteriores

renuncien a sus derechos al otorgarse la prenda mediante acta

que se levantará con las mismas formalidades del contrato y
que se anexará a éste. En ningún caso se podrá constituir

prenda sobre los efectos mobiliarios que, siendo reputados

inmuebles por destinación, hayan sido incluidos en la hipoteca

que afecte al inmueble del cual dependan.

Art. 202.—No obstante las disposiciones del artículo

anterior, cuando el deudor haya consentido alguna prenda bajo 

las condiciones de esta Ley sobre bienes afectados por un

gravamen anterior, afirmando la inexistencia de gravamen

alguno sobre los mismos, dicha prenda surtirá pleno efecto

138 Serie “B” Legislación



entre las partes y frente a cualquier otro interesado; pero el

gravamen anterior primará sobre el último y el deudor podrá

ser considerado perjuro y sancionado con las penas

establecidas en esta Ley.

Art. 203.—(No aplicable al Banco Agrícola, según el Art. 

4 de la Ley No. 367 del 30 de agosto, 1972). La prenda

consentida de conformidad con esta Ley sólo podrá garantizar

préstamos por una suma que no exceda del 70% del valor de

los bienes gravados. Sin embargo, los préstamos que excedan

estas proporciones serán válidos, pero en caso de que los

bienes hubieran sido objeto de enajenación total o parcial,

posteriormente a la operación de préstamos, el derecho de

persecución a que se refiere el artículo 217 de la presente Ley

no podrá ser ejercido ni oponerse frente a terceros adquirientes 

de buena fe sino hasta la suma que debieron alcanzar los

préstamos de conformidad con la proporción indicada, más las

costas.

SECCION II

De las Formalidades

Art. 204.—(Ley 659/65. G. O. 8935).—Los contratos de

prenda sin desapoderamiento se suscribirán ante cualquier

Juez de Paz. Cuando el prestatario no supiere o no pudiere

firmar, estampará sus huellas digitales y el Juez de Paz hará

mención en ambos originales de tales circunstancias.

Sin embargo, cuando estos contratos y los actos relativos

a los mismos sean otorgados por el Banco, bastará con que,

además de las firmas o huellas digitales de los deudores, sean

suscritos por dos funcionarios de dicha institución, debiendo

estampar el sello oficial del Banco. El Banco deberá remitir,
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con la frecuencia necesaria, al Juzgado de Paz del domicilio

del deudor una relación numerada certificada por el Jefe y el

Contador de la Oficina, de los contratos formalizados durante

los quince (15) días anteriores, en la cual relación constarán los 
datos que se señalan en este artículo. Se anotará en cada

contrato la fecha y número de la relación. El Secretario del

Juzgado de Paz encuadernará en orden cronológico estas

relaciones, que serán públicas, y hará las anotaciones

pertinentes en el índice señalado en el artículo 206.

El contrato se hará en doble original y deberá contener

por lo menos, las siguientes circunstancias: 

a) Generales de las partes.

b) Bien o bienes dados en garantía con expresión de las

marcas, señales y demás signos que permitan identificarlos.

Esta declaración la hará el prestatario bajo juramento. 

c) El valor del bien o de los bienes dados en garantía. 

d) La suma de dinero recibida a préstamo, o el importe del 
crédito obtenido en su caso y el tipo de interés que ha de

devengar el capital prestado.

e) La fecha del vencimiento del préstamo.

Art. 205.—(Ley 673/82.G.0.9591).—Cuando el acreedor 

no sea el Banco un original del contrato lo retendrá el deudor y

el acreedor remitirá el otro al Juzgado de Paz del domicilio del

deudor, a fin de que lo inscriban en un libro especial debiendo

anotar la inscripción al dorso del contrato, el cual será devuelto 

al acreedor dentro de los cinco (5) días siguientes de la

solicitud de inscripción. El libro de inscripciones es público, y

en consecuencia, podrá ser examinado por todas las personas

que así lo desearen.
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Art. 206.—El Secretario del Juzgado de Paz llevará un

índice alfabético de los nombres de los prestatarios en las

operaciones inscritas en su Juzgado, y anotará el folio del libro

de inscripción, y la suma que aparece en el contrato, así como
la fecha del mismo.

Art. 207.—La Secretaría de Estado de Justicia

suministrará a los Juzgados de Paz formularios impresos

numerados que contenga el texto adecuado para consignar las

inscripciones de las operaciones de préstamo o de apertura de

créditos consignadas en este Capítulo, con sus modalidades y

menciones esenciales.

Art. 208.—(Ley 659 / 65. G. O. 8935).—En los casos en
que las sumas a que ascienden los créditos no vayan a ser
entregadas al hacerse la operación, sino posteriormente, ya sea
en su totalidad o en parte, se determinará en el contrato las
épocas en que han de hacerse las entregas y el monto de cada
una de ellas.

Párrafo I.—En ocasión de cada entrega de las previstas en 
el contrato que compruebe la operación de préstamo, el deudor 
extenderá un recibo. La tenencia de tales recibos en manos del
acreedor constituye el medio de prueba de dichas entregas. Los 
recibos contendrán sustancialmente: fecha e importe del
mismo, especificación del contrato en que consta la operación
principal, indicación del Juzgado de Paz ante el cual se
formalizó, monto principal de la operación, fecha de la misma,
firma del deudor o autenticación de las huellas digitales por
parte del Juez de Paz, así como cualquiera otra mención
esencial relativa al contrato de préstamo.

Párrafo II.—Cuando el acreedor sea un banco, no serán

aplicables el párrafo que antecede ni los párrafos II y III del

artículos 212 de esta Ley, y las operaciones de préstamos

mediante entregas parciales podrán ser efectuadas mediante
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créditos reconductivos, sobregiros o cuentas corrientes y

podrán, lo mismo que los pagos a cuentas o finales, ser

probados mediante las pruebas ordinarias admitidas en materia 

bancaria.

Art. 209.—En el contrato, si fuere el caso, deberá hacerse

constar también si los efectos que garantizarán el préstamo han 

sido o no asegurados. De serlo, se consignará: 

a) el nombre y dirección del asegurador; y 

b) el número y fecha de la póliza.

Los tenedores de contratos que comprueban la operación

de préstamo, tendrán sobre el seguro los mismos derechos que

tienen sobre los objetos asegurados; para lo cual el que ha

solicitado el préstamo deberá entregar la póliza o constancia

comprobatoria del seguro al prestamista, debidamente

endosada, quien la deberá conservar para entregarla a quien

fuere de derecho al cancelarse el préstamo o al efectuarse la

ejecución.

Art. 210.—Los contratos son transmisibles por endoso y

negociables como efectos de comercio con los documentos

accesorios de la operación, o sean recibos de entregas parciales 

y pólizas de seguro, en sus respectivos casos.

SECCION III

Obligaciones del Deudor

Art. 211.—El otorgamiento de la prenda a que se refiere

este Capítulo, implica para el deudor la obligación de guardar

y conservar los bienes dados por él en prenda; la de no

trasladarlos del lugar en el cual se indica que serán mantenidos
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sin el consentimiento dado por escrito del acreedor, salvo el

caso justificado de fuerza mayor; ponerlos a disposición de la

justicia al primer requerimiento que se le haga, en caso de que

deje de pagar la deuda por él contraída, en el término fijado o

cuando dejare de cumplir cualquier otra obligación esencial de

la operación. Sin embargo, ninguna de estas obligaciones

podrá ser interpretada en el sentido de impedir que el deudor

utilice los bienes constituidos en prenda en las actividades que

le sean inherentes, en su profesión, trabajo o empresa, cuando

su uso no altere sustancialmente el valor comercial de los

mismos. En tal virtud, las cosas que por su misma naturaleza

necesiten, para ser utilizadas, moverse de un lugar a otro, tales

como vehículos y animales de tiro, podrán ser trasladadas sin

el consentimiento del acreedor, salvo que se haya estipulado lo 

contrario en el certificado comprobatorio de la prenda.

En los casos en que el objeto de la prenda consista en

materias primas o productos en proceso de elaboración,

podrán ser transformados industrialmente. Los productos ya

industrializados quedarán sujetos al gravamen que afectaba a

las primeras.

Art. 212.—Las sumas prestadas de conformidad con esta

Ley con todos sus accesorios, deberán ser pagadas por el

deudor a su vencimiento o con anterioridad. Si el tenedor del

contrato se negare a aceptar el pago o si el nombre y dirección

de éste le son desconocidos al deudor, éste podrá depositar la

suma, más todos sus accesorios, en la Colecturía de Rentas

Internas de la jurisdicción donde se haya hecho la operación o

en la del domicilio del deudor. El Juez de Paz ordenará que el

privilegio que existía hasta entonces sobre esos bienes sea

transferido sobre la suma depositada, y publicará un anuncio
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de ese pago durante tres días en la puerta del Juzgado de Paz y

en otros sitios escogidos a discreción del Juez.

Si la reducción de la suma dada en préstamo se hiciera

antes de su vencimiento con el consentimiento del tenedor del

contrato, en pagos parciales, se harán constar éstos mediante

recibos otorgados por el tenedor del contrato. Dichos recibos

serán liberatorios por el monto que indiquen.

En los mismos se expresará el monto al cual quede

reducido el préstamo.

SECCION IV

Vencimiento, Ejecución, Prescripción y Prórroga

Art. 213.—Los préstamos concedidos al amparo de este
Capítulo se darán por vencidos, produciendo la exigibilidad
inmediata de su pago, por las mismas causales que para el
préstamo prendario universal se establecen en el articulo 186.

En cuanto a las entregas pendientes se observará también
lo dispuesto en el último párrafo del citado artículo.

Art. 214.—(Ley 659/65. G.0. 8935).—Dentro de los
noventa días subsiguientes al vencimiento de un crédito o
préstamo, por alguna de las causas indicadas en el artículo
anterior, sin que se haya pagado la suma debida y garantizada,
el tenedor del contrato requerirá del Juez de Paz de la
jurisdicción en que se hubiere inscrito la operación, la venta de
los bienes dados en garantía, para lo cual deberá anexarse
dicho contrato al requerimiento.

Párrafo.—(Agregado por la Ley  659/65. G.0. 8935) Si el
tenedor del contrato es el Banco, podrá formular el
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requerimiento arriba señalado cuando lo juzgue conveniente, y 
respecto del Banco no tendrá aplicación el articulo 221 de esta
Ley.

Art. 215.—(Ley 659/65.G.0.8935).—Una vez requerida

la venta, el Juez de Paz ordenará al deudor que entregue los

objetos. Dicha orden será entregada personalmente o en su

domicilio, y en caso de no encontrarse allí persona alguna con

calidad y capacidad para recibir dicha notificación, será ésta

remitida al Síndico del Ayuntamiento o al Alcalde Pedáneo de

la Sección, según el caso; y de no hacerse la entrega de los

objetos en el término que lo indique el Juez de Paz, que será

ordinario y no mayor de cinco días ni menor de uno, dicho

funcionario levantará acta de la negativa de entrega, y se

incautará de ellos en cualesquiera manos en que se encuentren, 

mediante levantamiento de un proceso verbal cuyo costo, así

como el de todos los derechos y demás gastos pagados con ese

fin, serán cargados como gastos privilegia dos al producto de

la venta de los mismos. El Juez de Paz designará un guardián

que tendrá a su cargo conservar la prenda para entregarla en el

lugar y el día de la venta.

Párrafo I.—(Agregado por la Ley 659/65. G.0. 8935). En
el caso de que los bienes dados en garantía hayan
desaparecido, el Juez de Paz levantará un proceso verbal de
carencia cuya copia certificada por el Secretario será
depositada por el mismo en la oficina del Fiscalizador para que 
éste, a su vez, apodere del conocimiento de la causa al Juzgado
de Paz en sus atribuciones penales.

Párrafo II.—(Agregado por la Ley No. 367 del 30 de

agosto, 1972. G. O. 9276 del 9 de sept. 1972.) Cuando el

tenedor del contrato sea el Banco, el Juez apoderado percibirá
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en cada caso la suma de RD$1.00 como honorarios por la

ejecución del contrato.

Art. 216.—Después de esta formalidad, la venta será

anunciada tres días por lo menos, por medio de avisos en la

puerta del Juzgado de Paz donde debe efectuarse, y en otros

sitios públicos escogidos a discreción del Juez de Paz. La venta 

en pública subasta deberá efectuarse en el Juzgado de Paz a

más tardar una vez vencido el plazo para la entrega, dentro de

los ocho días siguientes al vencimiento de este último plazo, al

mejor postor, a quien serán entregados por un Alguacil,

mediante una orden del Juez de Paz y previo pago de su precio.

El requeriente de la venta y el prestatario podrán anunciarla

por cualquiera otro medio que crea conveniente a sus propias

expensas.

Párrafo.—(Ley 367 del 30 de agosto 1972. G. O. No.

9276 del 9 de sept. 1972.) Cuando el persiguiente sea el Banco

Agrícola de la República Dominicana éste podrá fijar

libremente el precio de primera puja, el cual no podrá ser

mayor que el monto de la deuda en capital e intereses, más los

gastos en que se haya incurrido para llegar a la venta. En caso

de que no hubiera licitadores, el Juez de Paz declarará al Banco 

como adjudicatario de los bienes incautados.

Art. 217.—En el caso en que los bienes dados en garantía

estuvieran en otra jurisdicción que la del Juez de Paz a quien ha 

sido requerida la venta, éste podrá después de entregar la orden 

a que se refiere el artículo anterior, dar comisión rogatoria al

Juez de Paz de la jurisdicción donde se encuentren a la sazón

dichos bienes, quien se incautará inmediatamente de éstos en

cualesquiera manos que ellos se encuentren y procederá
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entonces a realizar la ejecución de la prenda en la forma

indicada en el artículo anterior.

Art. 218.—(Ley 659/65. G. O. 8935).—El derecho de

persecución en favor de los tenedores de contratos sobre los

bienes dados en garantía, a excepción del Banco, sólo podrá

ser ejercido, frente a los terceros de buena fe, en el término

indicado en el artículo 214 sujetándose a lo dispuesto en el Art. 

203 de esta Ley; si el tenedor es el Banco el término indicado

en el Art. 214 no cuenta. El tercero frente al cual vaya a

ejecutarse el indicado derecho de persecución puede impedir o

detener la ejecución, pagando al tenedor del contrato el monto

de la suma prestada y sus accesorios.

En cualquier caso, el deudor que hubiere enajenado total

o parcialmente la propiedad de los bienes dados en garantía,

perderá el beneficio del término y todo derecho a oponer

nulidades o caducidades del contrato de prenda o de su

ejecución, sin perjuicio de su responsabilidad penal. El

adquiriente que para impedir o detener la ejecución, pague al

acreedor, quedará como acreedor guirografario del deudor.

Art. 219.—El Juez de Paz ante quien se haga la venta en
pública subasta, una vez deducidas las costas de la venta,
deberá entregar al tenedor del contrato, del producto de la
misma, el importe del préstamo, y de sus accesorios con
preferencia a cualquier otro acreedor o a cualquiera otra
persona que pudiera reclamar derechos contra el deudor sobre
aquellos bienes dados en garantía, salvo lo que se expresa en el
artículo 202.

Art. 220.—El remanente, si lo hubiere, será entregado a

quien fuere de derecho. Si la venta produce menos de la

cantidad necesaria para pagar el monto del préstamo y las
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costas, de la suma producida por la venta se cobrarán en primer 

término dichas costas, y el remanente será entregado a quien

sea de derecho. El tenedor del contrato, por lo no pagado de la

deuda, quedará siendo acreedor quirografario.

Art. 221.—(No aplicable al Banco Agrícola. Lea párrafo

del Art. 214 de esta Ley).  El tenedor de un contrato que dejare

transcurrir noventa días después del vencimiento del crédito o

de la prórroga, sin requerir la venta de los objetos que

garantizan los créditos, perderá el privilegio que esta Ley le

concede, y quedará como acreedor quirografario.

Art. 222.—Puede aplazarse el vencimiento de un

préstamo si así lo consiente el acreedor. El Juez de Paz hará

constar el aplazamiento en el contrato y de este aplazamiento

se tomará debida constancia en el libro de Inscripciones.

Art. 223.—(Ley 659/ 65. G. O. 8935).—Cuando la

garantía consista en cosechas, si el prestatario faltare al pago

de su obligación en todo, o en parte, el gravamen se extenderá

sobre las cosechas subsiguientes del deudor y continuarán

siendo aplicables las disposiciones de esta Ley. En tal caso la

prórroga del contrato será dictada por el Juez de Paz ante el

cual se otorgó el contrato o ante el Juez de Paz de la

jurisdicción del domicilio del deudor, a petición del acreedor y

mediante diligencia sumaria. Cuando, el acreedor sea el Banco 

Agrícola, la prórroga se otorgará con arreglo a las

formalidades especiales establecidas en el artículo 204.

SECCION V

De los Impuestos
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Art. 224.—(Ley 659/65. G. O. 8935).—En cuanto a los

impuestos que se cobrarán en los documentos y operaciones

regulados en este Capítulo serán aplicables las disposiciones

contenidas en el articulo 199.

SECCION VI

De las Sanciones

Art. 225.—En relación con las operaciones reguladas en

el presente Capítulo, será aplicable en cuanto a las infracciones 

y sus sanciones, lo dispuesto en los artículos 196, 197 y 198 de

la presente Ley.

CAPITULO IV

Del Contrato Colectivo de Préstamo

SECCION I

De los Casos en que se Podrá Utilizar

Art. 226.—El Banco y las Asociaciones podrán otorgar

los créditos con garantía de prenda universal o de prenda sin

desapoderamiento regulados en esta Ley en que el monto no

exceda de trescientos pesos por solicitante y correspondan a

una misma región o localidad determinadas, mediante

contratos colectivos de préstamos que se suscribirán ante dos

testigos que sepan leer y escribir y en los cuales los prestatarios 

no contraen responsabilidad solidaria. Estos contratos no
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estarán sujetos al requisito de inscripción y se utilizarán

únicamente cuando el Directorio Ejecutivo lo autorice por

estimarlo conveniente a un programa de desarrollo social.

SECCION II

De las Formalidades

Art. 227.—En los contratos colectivos de préstamo se

hará constar lo siguiente:

a) Generales de las partes. 

b) Generales de los testigos.

c) Los bienes y derechos que forman parte de la unidad de 

producción, en el caso de que la garantía sea de prenda

universal, y de los bienes en el caso de que sea de prenda sin

desapoderamiento. Estas declaraciones las harán los

prestatarios bajo juramento y contendrán los datos que

permitan la identificación de los referidos derechos y bienes. 

d) El valor de la garantía.

e) La suma de dinero recibida a préstamo, o el importe del 

crédito obtenido en su caso y el tipo de interés que ha de

devengar el capital prestado.

Cuando el prestatario no supiese o no pudiese firmar,

estampará sus huellas digitales y en el contrato se hará

mención de tales circunstancias. Si el Banco lo estimare

conveniente podrá exigir, a sus expensas, que las firmas o

huellas digitales de los prestatarios y las firmas de los testigos,

sean autenticadas por Notario Público o Juez de Paz.
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Art. 228.—A los préstamos concedidos mediante

contrato colectivos de préstamos serán aplicados, según

corresponda, las disposiciones del Capítulo III de este Título

que regula el préstamo con garantía de prenda sin

desapoderamiento, siempre que no se oponga a lo dispuesto en

este Capítulo.

Art. 229.—Será sancionado con prisión de un mes a tres

años y multa igual al importe de la mitad de la deuda:

a) El que en calidad de prestatario de un crédito otorgado

mediante convenio colectivo de préstamo declare falsamente

sobre un hecho esencial, después de prestar juramento de Ley.

b) El prestatario que en perjuicio del Banco enajene,

grave, dañe voluntariamente, remueva, destruya u oculte,

todos o en parte los derechos y bienes dados en garantía.

c) El funcionario o empleado que acepte dinero en pago

parcial o total del préstamo sin otorgar el correspondiente

recibo, o cuando proporcione fondos al prestatario a sabiendas

de que éste ha jurado en falso para obtener el préstamo.

Las infracciones previstas y sancionadas por este artículo

se probarán por todos los medios legales y la aplicación de las

sanciones corresponde al Juez de Paz del lugar donde se

encuentre la unidad de producción si la garantía fuere de

prenda universal y al del domicilio del prestatario si de prenda

sin desapoderamiento. Por la misma sentencia el Juez

condenará al infractor al pago de las sumas adeudadas al

Banco.

Contra la sentencia dictada se podrá interponer apelación, 

la que se sustanciará y resolverá conforme al procedimiento
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establecido en el artículo 197 de esta Ley.

CAPITULO V

De las Líneas de Crédito

SECCION I

De su Concepto y Condiciones

Art. 230.—Se entenderá por línea de crédito, la que se

conceda a una persona natural o jurídica, para entregarse

mediante cantidades parciales, y en la cual se haya

determinado el monto máximo y la fecha de la última

liquidación total.

Las líneas de crédito se concederán por un plazo no

mayor de cinco años.

Dentro de dicho plazo podrán hacerse liquidaciones

parciales o totales y volver a tomarse nuevos préstamos con

cargo a una misma línea.

Art. 231.—Las entidades bancarias y las asociaciones de

crédito agrícola, podrán convenir planes periódicos de

inversión para gastos de vida, de siembra, cultivo, cosecha u

otros de los autorizados por esta Ley, dentro de una línea de

crédito, mediante el préstamo con prenda universal.

 Las líneas de crédito también podrán garantizarse con

hipoteca o prenda sobre bonos hipotecarios u otros valores.

Estos últimos deberán ser aceptados con carácter general por el 
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Directorio Ejecutivo del Banco Agrícola de la República

Dominicana cuando se trate de préstamos que otorgue dicha

institución o las asociaciones de crédito agrícola.

SECCION II

De la Contratación

Art. 232.—Las líneas de crédito se formalizarán
mediante contrato, en el cual se establecerá especialmente el
monto de las mismas, los planes de inversión anuales y el plazo 
fijado para la última liquidación total.

Art. 233.—Los recibos de entrega de las distintas partidas 
y las copias de los recibos de pago se irán incorporando al
contrato para que formen parte integrante del mismo a todos
los efectos legales. En ambos recibos deberá aparecer la firma
del deudor y de un funcionario de la entidad bancaria o de la
correspondiente asociación de crédito agrícola. Cuando el
deudor no sepa o no pueda firmar se tomarán las huellas
digitales en presencia de dos testigos, que firmarán dichos
recibos.

Art. 234.—Cuando el prestamista sea el Banco Agrícola
de la República Dominicana o una asociación de crédito
agrícola, podrán representarse las entregas parciales mediante
documentos que se denominarán boletines de línea de crédito.
Estos se emitirán en el acta de otorgamiento del contrato para
ser entregados al prestatario. Dichos documentos serán
ejecutivos y tendrán la condición de fehacientes.

Los boletines de líneas de crédito contendrán en su texto

los datos siguientes:

1) Nombre completo del Banco o de la asociación de
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crédito agrícola.

2) Valor.

3) Los datos relativos a la correspondiente línea de

crédito que a continuación se mencionan:

a) Nombre del prestatario.

b) Número de la línea de crédito. 

c) Fecha de formalización del contrato. 

d) Fecha en que se hará efectivo el boletín. 

e) Tipo de interés.

f) Fecha en la cual deberán ser pagados a la entidad
prestamista el principal e intereses del boletín.

g) Clase de garantía.

4) Firma de puño y letra del prestatario y sus huellas
digitales, si éste no sabe o no puede firmar. Dichas firmas o
huellas se repetirán en el acto de hacerse efectivo el boletín.

5) Firmas en facsímiles del Administrador General del
Banco y del Jefe de Emisión o del Presidente y Gerente de la
asociación de crédito agrícola, según el caso.

6) Firma de puño y letra de un oficial de préstamos del
Banco o de la respectiva asociación de crédito agrícola.

7) Número del contrato.

8) Firma del Juez de Paz y sello del Juzgado, o firma y
sello del Notario Público autorizante si el contrato de línea de
crédito se formaliza con garantía hipotecaria.

Los boletines se imprimirán en papeles de coloración
distinta para cada denominación y se identificarán además con
letras y números.
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Art. 235.—En lo que respecta a las demás formalidades
de este tipo de contrato, a su inscripción y a la ejecución de las
garantías se observará lo siguiente:

a) Si la garantía es hipotecaria, se ajustará a las

disposiciones del Capítulo I del presente Título si lo otorgan el

Banco o las asociaciones de crédito agrícola, y del derecho

común si lo otorgan otras instituciones bancarias.

b) Si se otorga como préstamo con prenda universal, se
ajustará a lo dispuesto en el Capítulo II del presente Título.

c) Si la garantía consiste en prenda, se ajustará su régimen 
al derecho común.

CAPITULO VI

Del Crédito Supervisado

SECCION I

De los Conceptos

Art. 236.—El crédito agrícola supervisado llamado
también crédito de habilitación, es un sistema de promoción
económica y social mediante el cual, combinando el crédito
con la educación, se otorgan préstamos a empresarios
agrícolas económicamente débiles, supeditando dichos
préstamos a la extensión agrícola, con el fin de introducir
mejoras perdurables y prácticas racionales en la propiedad y en 
el hogar.

Art. 237.—El sistema de crédito supervisado estará a
cargo del Banco Agrícola de la República Dominicana;
debiendo ser operado con recursos que al efecto proporcionará
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el Estado y que el Banco administrará separadamente de su
Capital y Fondo de Operaciones Especiales.

Art. 238.—El crédito supervisado puede tener tres
modalidades: a) integral, b) orientado, y c) para la vivienda
rural.

Crédito integral es el que pretende abarcar todas las

actividades de la unidad agrícola y la familia

Crédito orientado es el que pretende financiar sólo

determinados ramos de la actividad de la empresa, pero

siempre vinculados al hogar como el fomento de la avicultura,

horticultura y frutales.

Crédito para la vivienda rural, es el que pretende ayudar a

construir la casa de la familia rural o mejorar la existente,

utilizando la cooperación del empresario y su familia si es por

el sistema de Esfuerzo Propio y la de los vecinos si por el de

Ayuda Mutua. El crédito de vivienda rural puede funcionar

independientemente o combinado con el integral y el

orientado.

Art. 239.—Los objetivos del crédito agrícola supervisado 

son: la empresa agrícola y la familia del empresario tomadas

como una unidad indivisible.  La superación integral de esta

unidad; comprende lo siguiente:

a) Promoción social, que trata de colocar
progresivamente a las unidades agrícolas retrasadas en

posición de convertirse en elementos positivos de la actividad

económica al erradicar las causas de la pobreza rural y elevar,

material y espiritualmente, a las familias de limitados recursos. 

El plan de promoción abarca lo siguiente:

1) Enseña a trabajar con más eficiencia en la finca y en el
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hogar. 

2) Induce a producir más artículos y de mejor calidad.

3) Proporciona los medios para obtener el mejor
provecho en la transformación, conservación, uso y venta de
los productos.

4) Indica los medios para vivir con las máximas

satisfacciones.

b) Selección de usuarios, que permite escoger los

elementos susceptibles de incorporación al progreso

económico y social.

c) Equilibrio de objetivos, que hace posible que las

familias campesinas estén en aptitud de aplicar los adelantos

tecnológicos que les son enseñados para que se procuren el

máximo bienestar, con los elementos a su alcance y sin

menoscabo de su dignidad.

d) Alcance unitario, que aplica el concepto de que la

empresa agrícola y el hogar forman un conjunto indivisible y

que, por tanto, es necesaria la superación de ambas.

e) Financiamiento integral, que trata de formar un nuevo
tipo de empresa superada con nuevas necesidades y hábitos, al
que es preciso dar ayuda técnica constante y financiamientos
sucesivos, para que los aplique en todo cuanto conduzca al
progreso social y se refleje directamente en la productividad.

f) Prelación, que indica que a virtud de los planes
colectivos e individuales trazados previamente, deben
establecerse prioridades que hagan posible una consecución
más rápida de los objetivos.

SECCION II
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Del Personal de Crédito Supervisado

Art. 240.—Los grupos asesores locales estarán
integrados por no más de 5 miembros designados por el
Administrador General, pudiendo ser renovados parcialmente
cada año.

Actuará como Secretario de cada Grupo Asesor el

Supervisor Agrícola respectivo.

Art. 241.—El sistema de crédito supervisado descansa en

el mantenimiento de un personal permanente que funcionará
en el campo en íntimo contacto con los usuario.

Habrá tres clases de supervisores, así: agrícolas,

domésticos y regionales. Los supervisores agrícolas tendrán

estrecha vinculación con el empresario y deberán tener

conocimientos sobre agronomía, veterinaria, maquinaria

agrícola, agrimensura, administración y contabilidad.

Las supervisoras domésticas tendrán relación directa con

la familia del usuario y deberán poseer conocimientos sobre

pedagogía, economía doméstica y ciencias sociales.

Los supervisores regionales deberán tener conocimientos 
amplios en las actividades relacionadas con los distintos
programas que vayan a realizarse.

Art. 242.—Las tareas específicas señaladas a los
supervisores locales son las siguientes:

1) Promover y mantener al día un estudio del área
confiada a su cuidado en sus aspectos técnico, económico y
social, indicando recursos, posibilidades y limitaciones.

2) Elaborar el plan de trabajo de la oficina local a corto y
largo plazo de acuerdo con las necesidades y las
recomendaciones dadas por los diversos grupos.
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3) Proponer al Banco a las personas que formen el Grupo

Asesor Local.

4) Planear en equipo las actividades por realizar y
ejecutar el programa elaborado.

5) Hacer, con ayuda del Grupo Asesor Local, la selección

de las familias que deben ser favorecidas, sometiéndolas a las

oficinas regionales.

6) Remitir al Banco las solicitudes de crédito declaradas
elegibles por los grupos asesores locales.

7) Fiscalizar el uso de los fondos de acuerdo con el

presupuesto de inversiones preparado para cada caso.

8) Distribuir el material educativo.

9) Cooperar con los especialistas en vivienda rural para

ampliar esta actividad dando énfasis al aspecto social.

10) Fomentar la creación de asociaciones de agricultores,

amas de casa y clubes agrícolas juveniles.

11) Mantener campañas educativas en la comunidad.

12) Impartir ayuda técnica en forma de visitas de

supervisión, demostraciones, reuniones y enseñanzas

individuales, utilizando en lo posible medios audiovisuales.

13) Mantener en buen estado los vehículos de transporte,

maquinaria y equipos puestos a su servicio.

14) Preparar las actividades de economía doméstica.

Art. 243.—Las tareas específicas señaladas a los

supervisores regionales son las siguientes:

1) Promover y mantener al día, junto con los supervisores
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locales, el estudio de la región confiada a su cuidado, en sus

aspectos técnicos, económico y social, indicando recursos,

posibilidades y limitaciones.

2) Elaborar el plan de trabajo de la región, de acuerdo con
los planes preparados por los supervisores locales de su
jurisdicción.

3) Cumplir y hacer cumplir las recomendaciones y

normas de trabajo administrativas, técnicas y crediticias del

Banco.

4) Dar ayuda técnica y administrativa a las oficinas

locales.

5) Acompañar a los supervisores locales, cuando les sea

posible, en las visitas de supervisión para observar la eficacia

en las técnicas de supervisión y los progresos de las familias. 

6) Elaborar el calendario mensual de trabajo; y

7) Representar al encargado de los servicios educativos
en todos los actos que disponga el Banco. 

SECCION III

De la Tramitación de los Créditos

Art. 244.—Son elegibles como sujetos de crédito

supervisado los agricultores que reúnan las características

siguientes:

a) Tener un patrimonio propio (capital líquido) no mayor

de ocho mil pesos;

b) Tener su domicilio permanente en la propia finca o en

algún sitio poblado inmediato a la misma;
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c) Utilizar la fuerza laboral de la familia, sin emplear
trabajadores auxiliares bajo salario, en número mayor de tres; 

d) Observar una conducta correcta; 

e ) Tener condiciones de salud satisfactorias; y 

f) Estar anuente a cumplir las indicaciones que dé el
Banco en relación con mejores prácticas para el manejo de la
empresa y el mejoramiento de las condiciones del hogar.

Art. 245.—Todo préstamo deberá presentarse por medio
de una solicitud que llenará el interesado con ayuda del
supervisor.

Art. 246.—Las solicitudes de crédito se someterán al
Grupo Asesor Local quien decidirá sobre la elegibilidad del
candidato en cuanto a su reputación personal.

Art. 247.—La solicitud que sea declarada elegible por el

Grupo Asesor Local pasará a tramitación por parte del

supervisor o supervisora, quienes deberán efectuar una visita a

la finca y al hogar para elaborar el plan de administración de la

empresa y el de mejoras del hogar y convenir con la familia los

sistemas de trabajo y las innovaciones que deberán adoptarse.

Art. 248.—El crédito será aprobado por el organismo

subalterno que determine el Directorio Ejecutivo del Banco.

Art. 249.—Todo crédito aprobado será formalizado

mediante un contrato que comprenda la garantía de prenda

universal.

SECCION IV

De la Planificación del Crédito Supervisado

Art. 250.—Para el mejor aprovechamiento del sistema de
crédito supervisado el Banco deberá hacer programaciones
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quinquenales que servirán de base para lo siguiente:

a) Articular el sistema de crédito supervisado con la
política del desarrollo nacional y con los planes
gubernamentales de asistencia y ayuda a la agricultura, a
distintos niveles;

b) Justificar las medidas que conduzcan a institucionali-
zar el crédito supervisado, principalmente en  lo  relativo a
previsión de las  necesidades de recursos financieros  y  de
personal  técnico  para  la  expansión de sus  actividades y  
otras providencias de naturaleza legislativa;

c) Fijar las directrices generales a largo plazo, para el
propio sistema, que servirán para calcular los subsidios
indispensables para formular los planes anuales de trabajo que
permitirán atender las necesidades del medio rural.

Art. 251.—El Banco, en lo relativo al crédito
supervisado, se regirá por programas anuales de realización
que comprenderán los programas específicos, de acuerdo con
el plan quinquenal en vigor, que deba ejecutar en el año
inmediato siguiente conteniendo los costos y recursos
relativos a cada proyecto y actividad que se realizarán.

Art. 252.—El Banco deberá hacer a cada usuario de

crédito supervisado los planes para la explotación de su

empresa y mejoramiento del hogar. Estos planes son de dos

clases: de corto y de largo plazo.

Art. 253.—La planificación individual tiene por objeto

detallar los trabajos a desarrollar en un año agrícola o en un

ciclo de producción. Esta planificación comprende lo

siguiente:

a) Preparar a la familia para usar de la mejor manera los

recursos disponibles durante el período;

162 Serie “B” Legislación



b) Realizar un análisis de la posición financiera de la

familia de acuerdo con las actividades planeadas.

c) Enseñar a la familia cómo debe planear sus actividades
en los próximos años o ciclos.

Art. 254.—El supervisor agrícola y la supervisora de
economía doméstica deberán entrevistarse con el empresario y 
su familia para convencerlos sobre la conveniencia de
observar determinado sistema de explotación, como base para
adoptar innovaciones en la finca y en el hogar. Darán a su
intervención un sentido educativo tratando de lograr la
participación de toda la familia.

Art. 255.—El supervisor agrícola deberá preparar un
estudio financiero de la empresa a corto plazo que deberá
comprender: 

a) Ingresos posibles; 

b) Gastos normales de la propiedad y del hogar;

c) Necesidades del crédito, habida cuenta de los ingresos
estimados; y

d) Posibilidades de la ejecución del plan en vista de la
capacidad potencial de pago.

Art. 256.—El supervisor realizará la planificación física
de la finca, haciendo para ello un mapa o croquis de la
propiedad, en el que detalle los elementos que constituyen la
unidad de producción.

Art. 257.—Al efectuar la planificación de largo plazo
para cada empresa, el supervisor deberá dar consideración a
todos los servicios comunales que el empresario y su familia
puedan recibir, tales como mercados, escuelas, hospitales,
iglesias, medios de transporte, factorías, almacenes de
depósito y oficinas de comunicaciones.
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SECCION V

De la Asistencia Técnica

Art. 258.—La extensión agrícola es un sistema de

educación funcional para agricultores, que utiliza diversas
técnicas para superar la empresa y dignificar la familia del

agricultor.

Art. 259.—Durante la vigencia de todo préstamo

supervisado el agricultor recibirá asistencia técnica directa de

parte del Supervisor Agrícola, la que abarcará lo siguiente:

a) Preparación de la solicitud de préstamo, inventario de

animales, plan de administración de la propiedad y

cualesquiera otros documentos que deba presentar al Banco.

b) Visitas periódicas para comprobar el desarrollo del

plan de administración.

c) Explicaciones sobre cultivos, cría de animales, uso de

herramientas y equipos, aplicación de fertilizantes,

erradicación de plagas y manera de llevar las cuentas.

d) Entrega de manuales, libros y planos para mejorar la

vivienda, pozos, establos y demás bienhechurías.

Art. 260.—Durante la vigencia de todo préstamo la

esposa y las hijas de todo usuario de crédito supervisado, de

acuerdo con planes generales establecidos por el Banco,

recibirán enseñanza directa de parte de la Supervisora, sobre

economía doméstica que comprenderá:

a)Preparación y conservación de alimentos; 

b)Primeros auxilios y nociones de higiene;
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c) Confección de vestidos;

d) Artesanía; y

e) Mejoras diversas al hogar.

SECCION VI

De las Condiciones Especiales

Art. 261.—El crédito supervisado está sujeto a las
condiciones especiales siguientes:

1) El total de los créditos concedidos a un mismo
beneficiario no excederá de tres mil pesos o de una cantidad
equivalente al total de cinco veces el salario mínimo anual
determinado por la autoridad laboral competente.

2) El total de los créditos supervisados integrales y
orientados que se concedan a un mismo beneficiario no
excederá de mil quinientos pesos o de una cantidad
equivalente al total de dos y media veces el salario mínimo
anual determinado por la autoridad laboral competente.

3) El total de los créditos para la vivienda rural que se
concedan a un mismo beneficiario no excederá de mil
quinientos pesos o de una cantidad equivalente a dos y media
veces el salario mínimo anual determinado por la autoridad
laboral competente.

4) Cada beneficiario de créditos para vivienda rural o para 

construcciones agrícolas en la finca contribuirá con mano de

obra y materiales en un equivalente del veinticinco por ciento

como mínimo del valor de las obras.

5) Ningún empresario que tenga un patrimonio neto
superior a ocho mil pesos podrá ser beneficiado por estos
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créditos.

6) Los fondos dados en préstamo dentro del sistema de
crédito supervisado no podrán utilizarse para compra de
terrenos.

7) No podrán concederse préstamos supervisados para el
fomento de nuevas plantaciones, cuando se dificulte la venta
de sus frutos por haber superproducción de los mismos.

8) No podrá destinarse a la refinanciación de deudas una
cantidad mayor del veinticinco por ciento del total del
préstamo concedido a un usuario.

9) Todo crédito para vivienda rural será concedido bajo la 
condición de que cada vez que los aumentos de salarios
acumulados en el salario mínimo regional excedan de un
veinticinco por ciento del salario mínimo a la fecha de la
concesión del crédito, el beneficiario pagará por adelantado la
cuota de amortización final del mismo, siempre que ésta sea
igual o menor a dichos aumentos.

CAPITULO VII

De los Almacenes Generales de Depósitos

SECCION I

De su Objeto y Organización

Art. 262.—Se autoriza el establecimiento en el territorio

de la República Dominicana de instituciones auxiliares de

crédito que se denominarán “Almacenes Generales de

Depósitos”, destinados al depósito de frutos, productos y

mercancías apreciables por el peso, por el número o por el
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volumen, que realizarán las personas que los produzcan o

negocien con ellos y tengan su libre disposición.

Art. 263.—Los Almacenes Generales de Depósito se

encargarán de la custodia y conservación de los bienes que

reciban en calidad de depósito, la venta de los mismos por

cuenta de sus dueños, o en los casos previstos por la Ley, y la

expedición de certificados de depósitos.

La expedición de los certificados de depósito es privativa
de los Almacenes Generales de Depósito y sus sucursales
constituidos y autorizados conforme a la presente Ley.

Art. 264.—Sólo podrán establecer y mantener
Almacenes Generales de Depósito las siguientes entidades:

a) Las compañías por acciones, constituidas expresa y
exclusivamente conforme a esta Ley, con un capital no menor
de cien mil pesos, totalmente pagado en efectivo.

b) Los bancos establecidos cuyo capital exceda de
quinientos mil pesos;

 c) El Banco Agrícola de la República Dominicana y las
asociaciones de crédito agrícola.

Art. 265.—Antes de iniciar sus operaciones, los
Almacenes Generales de Depósito deberán:

1) Prestar a satisfacción de la Secretaría de Estado de
Industria y Comercio, una fianza de cincuenta mil pesos en
moneda de curso legal, o de bonos u otros valores del Banco
Agrícola de la República Dominicana, en valores del Tesoro o
de los municipio, si se organizan al amparo de los apartados a)
y b) del artículo anterior. En el caso de que se organicen al
amparo del apartado c) de dicho artículo, no se requerirá la
fianza o garantía específica.

2) Cubrir los productos que hayan de ingresar en sus
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locales con seguro contra incendio, robo y otros riesgos,

conforme se determine por la Secretaría de Estado de Industria

y Comercio, mediante póliza de entidad aseguradora

debidamente aprobada por dicha Secretaría.

3) Tener un reglamento interno, legalmente aprobado, al
que ajustarán su funcionamiento.

4) Tener tarifas legalmente aprobadas, en que conste lo
que cobrarán por sus servicios.

5) Disponer de local o locales, legalmente aprobados,
construidos con materiales que ofrezcan garantía de seguridad
contra incendio, robo y otros riesgos.

6) Haber recibido la licencia que autorice su
funcionamiento, si se organizan al amparo de los apartados a)
y b) del artículo anterior o que se haya acordado la
correspondiente autorización, si se organizan al amparo del
apartado c) de dicho artículo.

Art. 266.—En los casos en que los Almacenes Generales
de Depósito se organicen al amparo de los apartados a) y b) del
artículo 264 de esta Ley, corresponderá a la Secretaría de
Estado de Industria y Comercio;

a) Aprobar los reglamentos internos y sus
modificaciones.

b) Aprobar las tarifas de servicios.

c) Autorizar el uso de los locales que se van a destinar al

servicio de depósito.

d) Conceder la correspondiente licencia autorizando el

funcionamiento del Almacén, una vez cumplidos los requisitos 

previstos en esta Ley y conocida la opinión favorable de la

Superintendencia de Bancos.
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Art. 267.—En los casos en que los Almacenes Generales

de Depósito se organicen al amparo del apartado c) del artículo 

264 de esta Ley, corresponderá al Directorio Ejecutivo del

Banco:

a) Acordar los reglamentos internos y sus modificacio-

nes.

         b) Acordar las tarifas de servicios.

c) Autorizar el uso de los locales que se vayan a destinar

al servicio de depósito. 

d) Acordar la correspondiente autorización para el
funcionamiento del almacén, una vez cumplidos los requisitos
previstos en esta Ley.

Art. 268.—Los Almacenes Generales de Depósito que se
organicen al amparo de los apartados a) y b) del artículo 264 de 
esta Ley, estarán bajo la supervisión y fiscalización del
Gobierno que los inspeccionará por medio de la Secretaría de
Estado de Industria y Comercio. Los que se establezcan al
amparo del apartado c) del mencionado artículo estarán sujetos 
a la supervisión y fiscalización del Banco Agrícola de la
República Dominicana, en la forma que su Directorio
Ejecutivo determine.

Los Almacenes Generales de Depósito, como
instituciones auxiliares de crédito, también podrán ser objeto
de supervisión y fiscalización de la Superintendencia de
Bancos, en la oportunidad y forma que este organismo
determine.

Art. 269.—La Secretaría de Estado de Industria y
Comercio y el Directorio Ejecutivo del Banco Agrícola de la
República Dominicana, en los casos de faltas graves cometidas      
por  las   administraciones  d e  los    Almacenes   Generales de
Depósito sometidos a sus respectivas jurisdicciones, podrán
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suspender y revocar las licencias y autorizaciones que hayan
concedido para la apertura de dichos almacenes. Antes de
tomar dicha resolución deberán oír a la entidad operadora y
adoptar todas las medidas tendentes a evitar perjuicios a los
usuarios de los almacenes. Cuando lo solicite la
Superintendencia de Bancos, en petición fundada, también
deberán ser suspendidas o revocadas las licencias por la
mencionada Secretaría o por el Banco, en los casos que les
competa.

Art. 270.—Los Almacenes Generales de Depósito
estarán obligados a llevar los libros que señala el Código de
Comercio a las sociedades mercantiles y además un Libro de
Registro de los Certificados de Depósitos y sus traspasos.

SECCION II

De la Prestación de Servicios

Art. 271.—Los Almacenes Generales de Depósito, en su

funcionamiento, deberán cumplir los requisitos siguientes:

a) Que la entidad operadora haya adquirido sobre el

Almacén una continua, exclusiva y notoria posesión que les

permita ejercer absoluta vigilancia y cuidado sobre las

mercaderías depositadas.

b) Que la custodia del almacén sea ejercida por

empleados de la entidad operadora.

c) Que el depositante no tenga libre acceso a los recintos

donde se efectúa el depósito, ni pueda disponer de los efectos

depositados sino mediante autorización del administrador del

almacén.
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Art. 272.—Los Almacenes Generales de Depósito no

podrán recibir en depósito:

a) Artículos para los cuales la Ley establezca un sistema

especial de depósito por el Estado. 

b) Productos de tráfico ilícito.

c) Mercaderías o productos de fácil descomposición

cuando el almacén carezca de medios adecuados de

conservación. 

d) Mercaderías o productos que por su naturaleza o el

estado de sus empaques produzcan derrames o emanaciones

que puedan causar daño a los demás artículos depositados.

Art. 273.—Los Almacenes Generales de Depósito

responderán de los bienes depositados aunque se hayan

destruido o deteriorado por caso fortuito o fuerza mayor, sin

perjuicio de que puedan perseguir las indemnizaciones que

procedan, para lo cual quedarán subrogados en los derechos

del depositante contra terceros responsables.

Se exceptúan del párrafo anterior los deterioros
provenientes de vicios internos de las cosas depositadas.

La responsabilidad por pérdida o deterioro por caso
fortuito o fuerza mayor deberá estar asegurada mediante póliza 
de compañía legalmente autorizada.

Los Almacenes Generales de Depósito también serán
responsables de la veracidad de las declaraciones que consten
en el Certificado de Depósito.

Art. 274.—El Almacén no responderá del contenido de
bultos cerrados, salvo que el depositante pruebe que han sido
abiertos o violentados y pueda justificarse su contenido.
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Tampoco responderá de las cualidades no aparentes de
las mercaderías mientras el depositante no pruebe que se
alteraron o cambiaron.

Art. 275.—Los tenedores de certificados de depósito,
podrán examinar dentro de las horas hábiles del almacén, por
sí o por persona debidamente autorizada, las mercancías o
frutos depositados, comprobar si son custodiados con la
debida diligencia y extraer muestras en cantidades que
indicará el respectivo reglamento.

Art. 276.—Los Almacenes Generales de Depósito
gozarán de los derechos de retención y privilegio prendario
sobre los productos depositados, para hacerse pagar con
preferencia los cargos de almacenaje, seguro, empaque,
comisiones y demás gastos.

SECCION III

De los Resguardos y de los Certificados de Depósito

Art. 277.—Se entiende por resguardo el documento en

que consta el depósito y el dominio de una cantidad de

mercancías o productos. Dicho documento lo integran, el talón 

o matriz y el certificado de depósito.

Art. 278.—Para que un Almacén General de Depósito

pueda emitir un resguardo, será indispensable:

a) Que los bienes descritos en el resguardo hayan entrado

efectivamente en los depósitos del almacén.

b) Que el depositante acredite a satisfacción del almacén,

la propiedad de los bienes depositados.

c) Que los efectos depositados estén libres de todo

gravamen o embargo judicial notificado al almacén. Sin este
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requisito de la notificación se reputará inexistente el embargo.

Art. 279.—(Ley 659/65. G. O. 8935).—Los Almacenes 

Generales de Depósito, para formalizar los contratos de 

depósito y efectuar la emisión de resguardos, utilizarán

talonarios impresos, hechos en papel de seguridad

debidamente foliados y sellados con el sello de la entidad

operadora.

Cada hoja del talonario constará de dos partes, fácilmente 

separables, que integrarán el resguardo y que son las

siguientes:

a) El talón o matriz, que quedará en poder del Almacén de 

Depósito.

b) El Certificado de Depósito, que se entregará al

depositante. Emitirán además un duplicado y un triplicado del

Certificado de Depósito, que no serán negociables; el primero

se entregará al depositante y el segundo lo conservará el

almacén respectivo.

Art. 280.—Los Certificados de Depósito serán

nominativos, a favor del depositante o de un tercero.

Art. 281.—Las partes de que se compone el resguardo

(Matriz y Certificado de Depósito) deberán contener:

a) La mención de ser “Matriz” o “Certificado de

Depósito”, respectivamente.

b) El nombre del almacén y la firma del funcionario

autorizado para la expedición del Certificado de Depósito, de

acuerdo con la reglamentación interna del almacén. 

c) El lugar del depósito. 
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d) La fecha de su expedición.

e) El número de orden, que deberá ser igual para la Matriz 

y el Certificado de Depósito. 

f) La mención de haber sido constituido el depósito con

designación individual o genérica de las mercaderías o efectos

correspondientes.

g) Relación de los productos depositados, con mención

de su calidad, cantidad y valor aproximado. 

h) Mención del plazo señalado para el depósito.

i) Mención de si los bienes objeto del depósito están o no

sujetos al pago de derechos, impuestos u otras

responsabilidades fiscales.

j) Resumen de la liquidación de tales derechos o

impuestos cuando para la constitución de los depósitos se

requiera tal liquidación.

k) Indicación de la suma en que han sido aseguradas las

mercaderías o efectos objeto del depósito.

1) Mención de los derechos pagados por el depositante en 
favor del almacén, y en caso de no haber sido pagados,
indicación del importe de aquéllos. 

m) Costas en favor del almacén, en su caso.

n) Espacio correspondiente para la anotación del
préstamo o préstamos que se realicen con garantía de los
efectos depositados, en los casos en que se constituya
gravamen sobre los mismos.

o) Los Almacenes Generales de Depósito deberán
consignar, además, en el Certificado de Depósito, un extracto
de las principales disposiciones legales que rigen dichos
Almacenes.
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 Art. 282.—Una vez expedidos los certificados de
depósito los bienes a que éstos se refieren no podrán ser objeto
de embargo, secuestro o cualquier otro gravamen que se
oponga a su plena y libre disposición, pero los certificados de
depósito podrán ser dados en prenda o embargados.

Art. 283.—El titular del Certificado de Depósito tiene
derecho a requerir del almacén, en caso justificado, que los
bienes depositados sean divididos y que por cada lote le sea
entregado un certificado de depósito distinto en sustitución del 
certificado de depósito original, que devolverá al almacén.
Todos los gastos que origine esta operación serán a cargo del
requeriente.

Art. 284.—En caso de que los bienes depositados sean
susceptibles de cómoda división, el depositante podrá retirar,
bajo la responsabilidad del almacén, una parte de los mismos.
El depositante que desee hacer uso de esta facultad deberá
entregar previamente a la administración del Almacén General 
de Depósito, a satisfacción de éste, la suma de dinero
proporcional que en el montante de los adeudos por impuestos, 
tasas, tarifas, costas u otros cargos autorizados, corresponda a
los objetos que se desean retirar.

Art. 285.—Los Almacenes Generales de Depósito serán

depositarios de las cantidades que correspondan a los

tenedores de los certificados de depósito, procedentes de la

venta, retiro o indemnización por seguro de las mercaderías o

efectos que recibieren en depósito.

Art. 286.—El tenedor legítimo del Certificado de

Depósito tiene pleno dominio sobre las mercaderías o efectos

depositados y puede en cualquier tiempo extraerlos, mediante

la entrega de dicho Certificado, previo pago de los débitos por

concepto de derechos, transportación, almacenaje, seguro y

conservación de los mismos.
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Art. 287.—(Ley 659/65. G. O. 8935). Carecerán de

eficacia las operaciones de transmisión del dominio de los

efectos depositados, o de préstamos con garantía de los

mismos, que no consten en el Certificado de Depósito,
mediante anotación firmada por las partes, y que a la vez sean

registradas por el Almacén General de Depósito en la

correspondiente matriz.

Art. 288.—El Certificado de Depósito podrá ser

transferido por endoso. El endoso de los Certificados de

Depósito deberá contener la fecha en que se hace, nombre,

domicilio y firma del endosante y el nombre del endosatario.

Art. 289.—Todos los que endosen un Certificado de

Depósito serán solidariamente responsables por los pagos e

indemnizaciones a que hubiere lugar por razón de los derechos

que se transmiten.

El pago al acreedor del importe del crédito, extingue

junto con éste su responsabilidad, quedando liberado de toda

obligación caso de negociarse nuevamente el Certificado de

Depósito con un tercero.

Art. 290.—El vencimiento del crédito que garantiza el

Certificado de Depósito, no podrá ser a un plazo mayor que el

del depósito.

Art. 291.—Es facultad del tenedor del Certificado de

Depósito dado en garantía de préstamo, recibir pagos parciales 

a cuenta de su crédito. Dichos pagos deberán acreditarse

primer o a gastos, derechos e intereses y después al principal.

Art. 292.—En caso de extravío, sustracción o destrucción 

de un Certificado de Depósito, el almacén, por cuenta del

dueño lo hará saber inmediatamente mediante aviso publicado

en un periódico de circulación nacional señalando el hecho que 
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motiva esta diligencia.

Transcurridos quince días de la publicación del aviso sin

reclamación de tercero, el Almacén expedirá un duplicado,
quedando libre de toda responsabilidad el almacén.

SECCION IV

Del Procedimiento

Art. 293.—Cuando un préstamo haya sido garantizado

con Certificado de Depósito, a falta de su pago al vencimiento,

el acreedor tendrá derecho a exigir el cumplimiento de la

obligación. El Almacén General de Depósito, a solicitud del

tenedor del Certificado, hará constar, mediante anotación en el

mismo, o en hoja anexa, la circunstancia de haber decursado la

fecha de vencimiento del préstamo. El hecho de no haberse
realizado oportunamente la anotación de que trata el párrafo

anterior, no exime de responsabilidad al dueño de los bienes

que se dieron en garantía.

Art. 294.—(Ley 659/65. G. O. 8935).—Transcurridos

ocho días después de obtener la constancia prevista en el

artículo anterior y sin formalidad judicial alguna, el tenedor

del Certificado de Depósito podrá exigir que la administración

del Almacén General de Depósito proceda a la venta en

pública subasta de los bienes dados en prenda. Esta venta

tendrá lugar en el mismo almacén y se anunciará por una sola

vez con cinco días de antelación, mediante aviso publicado en

un diario local, si lo hubiere, o de circulación nacional, y fijado 

en la puerta del almacén. El aviso indicará el lugar, día y hora

de la venta, así como la descripción de los objetos y el precio

para la primera puja, que será igual al monto del préstamo, más 
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los intereses y las cargas de servicios a la fecha de la subasta.

La venta se efectuará el día que, con sujeción al

Reglamento del Almacén, designe el tenedor del Certificado
de Depósito. De esta fecha se informará al deudor y al

acreedor, con cinco días de anticipación por lo menos,

mediante sendos avisos por cartas certificadas a las

direcciones que consten en el almacén. No se derivará efecto

alguno por el hecho de que estas cartas no lleguen a los

destinatarios.

De la venta se levantará acta por un funcionario del

almacén, en la que se hará constar el resultado de la misma y si

el deudor asistió o no. Sendas copias firmadas de esta acta se

entregarán al deudor, al acreedor y al adjudicatario de los

bienes, personalmente, o se les enviarán por correo certificado.

Si en el día fijado para la subasta no se efectuare la venta,

por ausencia de licitadores, la administración del Almacén

General de Depósito, sin necesidad de nuevo requerimiento

del tenedor del Certificado de Depósito, celebrará una nueva

subasta, previo cumplimiento de las formalidades y aviso a los

interesados que establece este artículo, y a falta de licitadores

en esta nueva subasta se adjudicará la mercadería al acreedor

por el precio fijado para la primera puja, quedando éste

obligado a pagar al almacén las cargas de servicios y a retirar

dicha mercadería.

Las controversias que pudieran suscitarse de la subasta

serán sometidas por el emplazamiento de un día al Juez de Paz

del Municipio en que esté ubicado el almacén; el asunto deberá 

ser fallado dentro de los tres días de su presentación, y la

sentencia no será susceptible de recurso alguno.
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Art. 295.—La subasta no se suspenderá por quiebra,
concurso, incapacidad o muerte del deudor o del tenedor del
Certificado de Depósito.

Art. 296.—En cualquier tiempo comprendido entre la
anotación prevista en el artículo 293 y la venta, el deudor podrá 
redimir el crédito vencido mediante el pago del principal, los
intereses devengados y los gastos legítimos.

La controversia que surgiere entre el acreedor prendario y 

el deudor sobre el monto de la deuda, no suspenderá el pago si

el acreedor presta fianza para el caso en que sea obligado a la

devolución de la cantidad recibida por sentencia dictada en el

juicio civil correspondiente.

El pago realizado en el almacén dará lugar a la suspensión 

de la subasta.

Art. 297.—El tenedor del Certificado de Depósito

cobrará su crédito del producto de la venta, sin más

deducciones que las contribuciones fiscales debidas por las

mercaderías o efectos vendidos y las costas de la venta,

almacenaje, seguro y otros gastos hechos para la conservación

de los mismos. El remanente será entregado al dueño de los

bienes. Si éste no se presentare a la subasta, dicho remanente

será consignado en la administración del almacén, conforme a

lo dispuesto en el artículo 285.

Art. 298.—El tenedor del Certificado de Depósito no

podrá ejercer acción alguna contra el prestatario y los

endosantes, antes de haber actuado respecto a los bienes en

depósito en la forma prevista.

Si el producto de la venta o el importe del seguro en su

caso, no bastaren a cubrir el préstamo más sus intereses o si no
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pudiere efectuarse el remate, el tenedor del Certificado de

Depósito podrá ejercer la acción ejecutiva en cobro de la

diferencia hasta cubrir dicho importe, contra la persona que

haya negociado el Certificado de Depósito por primera vez, y

contra los endosantes posteriores, por su orden, o contra los

avalistas indistintamente. La anotación del almacén en el

Certificado de Depósito o en hoja anexa, en que se haya hecho

constar que el mismo fue presentado al vencimiento del crédito 

y que éste no fue pagado, y la publicación de avisos según el

Art. 294, surtirá los efectos del protesto regulado en el Código

de Comercio, contra el deudor, endosatarios y avalistas.

Los plazos fijados por los artículos 165 y siguientes del

Código de Comercio, para el ejercicio de las acciones contra

los endosantes de Letras de Cambio, no correrán en el caso de

los Certificados de Depósitos sino a partir de la fecha de la

venta de las mercaderías.

Art. 299.—(Ley 659/65. G. O. 8935).—Si los bienes

depositados fueren por su naturaleza susceptibles de deterioro

inmediato, o dieren señales de descomposición, de alteración o 

avería, que pudiera ser causa de disminución considerable de

su valor u ocasionar daño a otros objetos depositados en el

almacén, por razón de sus emanaciones, filtraciones,

inflamabilidad o de su carácter explosivo, el almacén deberá

notificarlo al propietario, a la persona a cuyo nombre estén

depositados dichos objetos o a los portadores de los

documentos, para que, previo pago de almacenaje y demás

gastos que hubieren originado, sean retirados del almacén

dentro de un término prudencial. Si dichos bienes no fueren

retirados dentro del término fijado, el almacén podrá venderlos 

en subasta pública, con la premura que fuere necesaria. Esta
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venta tendrá lugar en el mismo almacén y se anunciará con dos

días de antelación por lo menos, en la forma establecida en el

artículo 294, pero fijando como precio para la primera puja las

tres cuartas partes del valor en plaza, en una primera subasta, y

la mitad del valor en plaza, en una segunda subasta cuando no

concurran licitadores a la primera. Si a la segunda subasta

tampoco se presentaren licitadores, los bienes se adjudicarán

al acreedor por el precio establecido para la primera puja,

quien quedará obligado a pagar las cargas de servicio y a

retirarlos del almacén.

De la misma manera se procederá cuando se produzca
disminución del valor de las mercaderías depositadas que
alcance por lo menos un veinticinco por ciento, o cuando su
precio hubiere llegado a ser insuficiente para cubrir el monto
de los derechos de almacén por los servicios prestados, una vez 
transcurrido un término de diez días, que se concederá al
tenedor del Certificado de Depósito para que mejore la
garantía a satisfacción del almacén o cancele aquellas
obligaciones.

Si no hubiere acreedor, los bienes a que se refiere este

artículo se adjudicarán al Almacén General de Depósito por un 

precio igual al importe de las cargas de servicio.

Art. 300.—Las acciones judiciales a que den lugar los

certificados de depósito serán conocidas por los tribunales de

comercio, salvo la jurisdicción de los Jueces de Paz en los

casos expresamente previstos por esta Ley. En cada caso será

apoderado el tribunal del domicilio del almacén que hubiere

expedido el Certificado de Depósito objeto de la acción.

SECCION V

Serie “B” Legislación 181



Disposiciones Comunes a este Capítulo

Art. 301.—La acción del titular del Certificado de
Depósito sobre los bienes depositados prescribe a los dos años, 

a contar del vencimiento del plazo señalado para el depósito.

También prescribe a los dos años y a contar de la fecha de

la consignación, la acción del titular del Certificado de

Depósito sobre la suma que, por cualquiera de los conceptos

estipulados en esta Ley, le haya sido consignada en los

Almacenes Generales de Depósito.

Las acciones en responsabilidad contra los Almacenes

Generales de Depósito, por cualquier otra causa prescriben al

año.

Art. 302.—Las personas que emitan Certificados de

Depósito sin estar legalmente autorizadas incurrirán en multa

igual a dos veces el valor de los documentos emitidos, sin

perjuicio de las demás responsabilidades civiles y penales a

que hubiere lugar.

Los que con propósito de fraude solicitasen la expedición
de un duplicado de Certificado de Depósito o alegaren
derechos inexistentes sobre dichos certificados incurrirán en
multa igual al doble del importe de los valores reclamados y
prisión de seis meses a dos años.

El Almacén General de Depósitos que en la expedición de 
Certificados de Depósito contraviniere las formalidades
establecidas en esta Ley, será sancionado con multa de veinte a 
quinientos pesos, sin perjuicio de la revocación o suspensión
de su licencia, si procediere de acuerdo con esta Ley.

Toda otra infracción a las disposiciones de este Capítulo
será sancionada con multa de cincuenta a cien pesos.
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Art. 303.—Los documentos suscritos contraviniendo las
disposiciones de esta Ley, siempre que no constituyan delito,
sólo valdrán como actos bajo firma privada; debiéndose
observar respecto de ellos el principio consignado en el
artículo 1318 del Código Civil.

Art. 304.—La expedición, gravamen o enajenación de los 
Certificados de Depósito estará exenta de todo impuesto o
contribución pública.

Art. 305.—Los Almacenes Generales de Depósito
deberán remitir a la Secretaría de Estado de Industria y
Comercio, dentro de los primeros diez días de cada mes, copia
del registro de todos los Certificados de Depósito expedidos
por ellos durante el mes inmediato anterior, así como de los
endosos registrados. Estas copias serán archivadas y
guardadas por dicha secretaría durante un período no inferior a 
cinco años.

Art. 306.—El Poder Ejecutivo dictará las medidas
reglamentarias que se requieran para la mejor ejecución de las
disposiciones del presente Capítulo.

TITULO IV

De las Disposiciones Diversas

CAPITULO I

De las Disposiciones Especiales

SECCION I

De las Disposiciones Relativas al Banco y a las
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Asociaciones de Crédito Agrícola

Art. 307.—El Banco y las asociaciones de crédito
agrícola contratarán un seguro global a favor de sus empleados 

y funcionarios.

Art. 308.—(Ley 133/67. G. O. 9030).—Los cargos de

miembros y suplentes del Directorio Ejecutivo, así como los

de las juntas y comisiones que se creen en el Banco al amparo

de esta Ley, son honoríficos. Sin embargo, los miembros de

dicho Directorio podrán recibir una dieta del Banco, que se

acordará en el reglamento General Interno, la que no excederá

de veinticinco pesos por personas y por cada reunión a que

asistan.

Art. 309.—Los contratos de préstamos u otra clase que el

Banco o las asociaciones de crédito agrícola otorguen, así

como el registro, traspaso o ejecución de los mismos, estarán

libres de derechos o contribución pública de cualquier clase.

Dichas entidades quedan también exentas de toda contribución 

pública.

Art. 310.—El Banco y las asociaciones de crédito
agrícola disfrutarán de franquicia postal y telegráfica.

Art. 311.—Los bienes que el Banco o las asociaciones de

crédito agrícola adquieran por la vía de ejecución, cesión en

pago, o de cualquier otra forma, que no necesiten para su

servicio, deberán venderlos en el término de dos años a partir

de su adquisición, si son inmuebles, y de seis meses si son

muebles o semovientes. Estos términos podrán prorrogarse por 

iguales períodos con la autorización de la Junta Monetaria.

SECCION II
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Disposición General

Art. 312.—Los ganados que se graven en garantía de

préstamos constituidos de acuerdo con las disposiciones de

esta Ley, deberán ser marcados, si el acreedor lo exigiere, con

el hierro marca de éste para evidenciar el gravamen. Dicho

hierro se estampará en las quijadas o en el cuello de la res. El

hierro que apareciere estampado en cualquier otro lugar de la

res no tendrá valor alguno a los efectos de esta Ley.

CAPITULO II

De las Disposiciones Transitorias

SECCION I

De las Disposiciones Relativas al Banco

Art. 313.—El Fondo para Operaciones Especiales se

integrará inicialmente con el 50% de las reservas que resulten

a favor del Banco Agrícola al terminarse las operaciones

indicadas en la Ley 6106 del 14 de noviembre de 1962.

SECCION II

De las Disposiciones Generales

Art. 314.—Los Almacenes Generales de Depósito que

operan actualmente deberán llenar los requisitos establecidos

en el artículo 265, en un término de treinta días a partir de la
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promulgación de esta Ley. Decursado dicho término quedará

sin efecto la licencia del infractor sin más trámite.

Art. 315.—Los nuevos modelos de certificados de

depósito que esta Ley regula, se pondrán en uso en un término

de noventa días a partir de su promulgación. Durante dicho

período podrán emitirse los certificados de depósito y

boletines de prenda al amparo de la legislación anterior,

quedando estos documentos sujetos también a dicha

legislación en cuanto a la tramitación, negociación y

procedimiento, excepto lo dispuesto sobre la prescripción,

para lo cual se estará a lo previsto en la presente Ley.

Art. 316.—Mientras se imprimen los nuevos modelos,

podrán utilizarse los que están actualmente en uso para los

contratos de prenda sin desapoderamiento. Cuando se trate de

préstamos con prenda universal, se habilitarán estos últimos

con un sello gomígrafo en su encabezamiento que diga

“Préstamo con Prenda Universal”.

Art. 317.—La presente Ley deroga las Nos. 908 y 909, de

fecha lro. de junio de 1945, y sus modificaciones; 1841, del 9

de noviembre de 1948, así como cualquiera otra disposición

legal que le sea contraria.

DADA por el Consejo de Estado, en el Palacio Nacional,

Santo Domingo, Distrito Nacional, Capital de la República

Dominicana, a los doce días del mes de febrero de mil

novecientos sesenta y tres, años 119º  de la Independencia y

100º de la Restauración.
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Ley No. 344-98 que establece sanciones a las personas

que se dediquen a planear, patrocinar, financiar y realizar

viajes o traslados para el ingreso o salida ilegal  de personas,

desde o hacia el territorio nacional, sean éstas  nacionales o

extranjeras. 

EL CONGRESO NACIONAL
En Nombre de la República

Ley No. 344-98

Considerando: Que las migraciones ilegales y masivas

constituyen un fenómeno contemporáneo complejo y difícil,

capaz de afectar sensiblemente tanto los intereses

fundamentales de la nación, como sus relaciones con las demás 

naciones vecinas;

Considerando: Que en los últimos tiempos, la República

Dominicana ha venido experimentando preocupantes procesos 

de inmigración y emigración, lo que ha determinado que un

considerable número de sus nacionales residan en el exterior, a 

la vez que se incrementa de forma desorbitada la presencia de

extranjeros ilegales en el territorio nacional;

Considerando: Que estos flujos migratorios, desde y

hacia el territorio nacional, son organizados y estimulados por

la actividad de grupos criminales, lo que genera corrupción en

nuestras instituciones, pérdida de vidas humanas y de bienes,

así como la vulnerabilidad creciente de los límites de nuestro

territorio;



Considerando: Que el funcionamiento de estas

organizaciones criminales y las graves repercusiones de estos

flujos migratorios ilegales en el orden económico, social y

político interesan a la seguridad del país, lo que impone actuar
frente a las mismas con mas drasticidad;

HA DADO LA SIGUIENTE LEY:

Artículo 1.- Toda persona que desde el territorio nacional

o el extranjero se dedique a planear, patrocinar, financiar,

facilitar u organizar, por cualquier medio o forma la

realización de viajes o traslados para el ingreso o salida ilegal

de personas, desde o hacia el territorio nacional, sean éstas

nacionales o extranjeras, serán sancionadas con penas de 3 a

10 años de reclusión, y multas de RD$10,000.00 a

RD$50,000.00.

PARRAFO.- La tentativa se castigará conforme al

Código Penal Dominicano y se asimilará como la tentativa

misma la simulación fraudulenta de realización de viajes o

transporte de personas con destino al exterior.

Artículo 2.- Si como resultado o en ocasión de la

realización de estos viajes ilegales, se produjere la muerte de

una o más personas, se impondrá a los responsables de

cualquiera de las acciones castigadas en el presente artículo

una pena de reclusión no menor de 20 años ni mayor de 30, y

multas de RD$25,000.00 a RD$100,000.00, así como la

obligación de indemnizar a los familiares de la víctima por

concepto de daños y perjuicios.

Artículo 3.- Toda persona implicada en la comisión de la
infracción prevista en el artículo uno (1) de la presente ley, que 
antes de poner en  movimiento a la acción pública procediere a
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informar a las autoridades competentes acerca de los
preparativos de viajes ilegales, quedará exenta de toda
responsabilidad.

PARRAFO.- El tribunal impondrá las penas mínimas

previstas en el artículo uno (1) a todos aquellos implicados que 
habiéndose declarado culpables de cualquiera de las acciones

castigadas por ese artículo, facilitaren el esclarecimiento de los 

hechos, aportando evidencias o pruebas contra los demás

implicados. Las previsiones contempladas en el presente

párrafo no se aplicarán en caso de reincidencia.

Artículo 4.- Cuando en la comisión de los hechos

previstos en el artículo primero de la  presente ley participen

militares, policías o cualquier agente o depositario de la

autoridad pública, se encontraren o no en servicio, el tribunal

impondrá a éstos las penas máximas.

Artículo 5.- Además de las sanciones previstas en la

presente ley, los tribunales impondrán el decomiso o la

destrucción de las embarcaciones, vehículos o medios de

transporte empleados para la ejecución de los hechos, salvo en

los casos en que los mismos sean usados regularmente y en

forma legal para el transporte de personas o carga. En los casos 
los tribunales impondrán a los propietarios de dichas

embarcaciones, vehículos o medios de transporte, siempre que

no estuvieren implicados directamente en la comisión de los

hechos, la pena de multa de RD$2,000.00 a RD$10,000.00, de

conformidad con la magnitud del trasiego ilegal de personas.

Artículo 6.- La presente ley deroga la Ley 1587, del 11 de

diciembre de 1947, y sus previsiones se aplicarán sin perjuicio

de las disposiciones previstas en las leyes de migración,

pasaportes y otras materias similares.

Dada en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados,
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Palacio del Congreso Nacional, en Santo Domingo de

Guzmán, Distrito Nacional, capital de la República

Dominicana, a los catorce (14) días del mes de abril del año mil 

novecientos noventa y ocho, años 155º de la Independencia y
135º de la Restauración.

Firmado: Hector Rafael Peguero Méndez, Presidente;

Sarah Emilia Paulino de Solís, Secretaria; Néstor Orlando

Mazara Lorenzo, Secretario.

Dada en la Sala de Secciones del Senado, Palacio del

Congreso Nacional, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito

Nacional, Capital de la República Dominicana a los veintiún

(21) días del mes de julio del año mil novecientos noventa y

ocho, año 155º de la Independencia y 135º de la Restauración.

Firmado: Amable Aristy Castro, Presidente; Enrique

Pujals, Secretario; Rafael Octavio Silverio, Secretario.

Leonel Fernández; Presidente de la República

Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el

Artículo 55 de la Constitución de la República.

PROMULGO la presente ley y mando que sea publicada

en la Gaceta Oficial, para su conocimiento y cumplimiento.

Dada en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,

Capital de la República Dominicana, a los catorce (14) días del 

mes de agosto del año mil novecientos noventa y ocho, año

155º de la Independencia y 135º de la Restauración.
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Ley No. 46-99 que modifica el Art. 7 del
Código Penal Dominicano y el Art. 106 de la

Ley No. 224 del año 1984.

EL CONGRESO NACIONAL
En Nombre de la República

Ley No. 46-99

CONSIDERANDO: que para una más clara y efectiva

aplicación de las modificaciones introducidas a las penas

establecidas en materia criminal por la Ley No. 224 del 26 de

junio de 1984, sobre Régimen Penitenciario, especialmente

por su artículo 106, al referirse a la pena de reclusión, es

necesario hacer una revisión de esas nuevas disposiciones

legales; 

CONSIDERANDO: Que, en la legislación moderna de

otros países, se distinguen las penas de reclusión mayor y
reclusión menor, de acuerdo con la gravedad del crimen

cometido, de lo cual, la primera viene a constituir una sanción

equivalente a la pena de trabajos públicos, derogadas por la

precitada Ley No. 224 del 1984;

VISTOS: El artículo 7, modificado, del Código Penal

Dominicano, y el artículo 106 de la Ley No. 224 del 26 de

junio de 1984;



HA DADO LA SIGUIENTE LEY:

Artículo 1.- Se modifica el artículo 7, modificado, del

Código Penal Dominicano vigente, a fin de que diga

textualmente:

“Artículo 7.-: Las penas aflictivas e infamantes son: 1ro.

la de reclusión mayor; 2do. la detención y 3ro. la reclusión

menor”.

Artículo 2.- Se modifica el artículo 106 de la Ley No. 224, 

de fecha 26 de junio de 1984, para que diga textualmente:

“Artículo 106.- En todos los casos que el Código Penal o

las leyes especiales señalen la pena de trabajos públicos debe

leerse reclusión mayor, por haberse suprimido la primera.

Asimismo, la pena de reclusión consagrada en la misma

legislación debe leerse como reclusión menor”.

Artículo 3.- La presente ley deroga toda disposición legal

anterior que le sea contraria en todo o en parte.

Dada en la Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados,
Palacio del Congreso Nacional, en Santo Domingo de

Guzmán, Distrito Nacional, aapital de la República

Dominicana, a los veintinueve (29) días del mes de octubre del

año mil novecientos noventa y siete, años 154º de la

Independencia y 135º de la Restauración.

Firmado: Hector Rafael Peguero Méndez, Presidente;

Sarah Emilia Paulino de Solís, Secretaria; Néstor Orlando

Mazara Lorenzo, Secretario.

Dada en la Sala de Secciones del Senado, Palacio del

Congreso Nacional, en Santo Domingo de Guzmán, Distrito

Nacional, capital de la República Dominicana a los veintiún
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(21) días del mes de julio del año mil novecientos noventa y

ocho, años 155º de la Independencia y 135º de la Restauración.

Firmado: Amable Aristy Castro, Presidente; Enrique
Pujals, Secretario; Rafael Octavio Silverio, Secretario.

Leonel Fernández; Presidente de la República

Dominicana

En ejercicio de las atribuciones que me confiere el

artículo 55 de la Constitución de la República.

PROMULGO la presente ley y mando que sea publicada

en la Gaceta Oficial, para su conocimiento y cumplimiento.

Dada en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,

capital de la República Dominicana, a los veinte (20) días del

mes de mayo del año mil novecientos noventa y nueve, años

156º de la Independencia y 136º de la Restauración.
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